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INTRODOCCI 0 O 

La préctica cotidiana en la aplicación del procedimiento administrativo --

disciplinario, nos ha permitido observar que la Ley Federal de Reaponsabilida--

des de los Servidores Públicos, como regulador de tal procedimiento, cuenta con 

una serie de lagunas legislativas, las cuales traen como consecuencia que las —

autoridades competentes al momento de aplicarla, adecuen la ley de acuerdo a su 

criterio. 

Es por ello que el presente trabajo, en el que se hace un estudio comparado 

entre el procedimiento administrativo disciplinario y el juicio ordinario civil, 

va orientado e dar a conocer de una manera mis clara aquellos aspectos no con--

templados por el legislador, asi como también los adalamientos que a nuestro —

juicio pudieran considerkseles de difícil comprensión, por lo que proponemos —

la conveniencia de efectuar las reformas necesarias, a fin de evitar la práctica 

de interpretar la ley en comento de acuerdo al criterio o a la conveniencia de —

la autoridad, y que en consecuencia se tenga la seguridad de que se esté actuan-

do dentro de un marco de derecho. 

La investigación presentada, esté integrada por 5 capftulos en los que de — 

manera individual nos vamos adentrando a la parte medular de este trabajo, mis—

ma que se localiza en el procedimiento administrativo disciplinario aplicable a 

los servidores póblicos; tales apartados cuentan con una explicación breve, que 

son de gran importancia y sustento al tema. 
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En el primer capitulo, se hace un estudio de los antecedentes histórico-le-

gislativos de la Ley Federal de Responsabilidades de loe Servidores públicos; 

en el segundo capitulo analizamos el procedimiento administrativo disciplinario 

que habré de ser el pilar de los capitulo. posteriores; el tercer capitulo ---

comprende de manera concreta las principales etapas que pueden darse en el jui-

cio ordinario civil; el cuarto capitulo tendrá por objeto hacer un estudio ---

comparado entre las dos figuras jurídicas señaladas •n los capítulos dos y tres 

y por último, en el capitulo quinto hacemos mención de diversas tesis y juris—

prudencias relacionadas con el tema. 

Es importante mencionar, que los autores citados han sido seleccionados en-

forma muy particular por considerarse que son los mis representativos de loe di 

vareos conceptos que tratamos, ya que, resultaría imposible cit.« a todos los -

juristas que de una manera u otra han contribuido al desarrollo o al perfeccio-

namiento de la Ciencia del Derecho. 



CAPITULO I 

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 

DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 
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I ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PUBLICOS 

1.1 	CONSTITUCION POLITICA DE 1824 

En el presente capitulo realizaremos una referencia sucinta sobre los en 

tecedentes legislativos, que dieron origen a la Ley Federal de Responeabilida 

des de los Servidores Públicos; como se fueron dando loe avances y como la - 

Constitución Política ha sido clave fundamental en el sistema de control y --

responsabilidades administrativas de los servidores públicos. 

De ahí que las referencias histéricas objeto de nuestro análisis son ---

aquellas que de alguna manera consideramos de mayor trascendencia e importan-

cia para el presente trabajo de investigación. 

La Constitución Política de 1824, suscrita en la Ciudad de México el 4 de 

Octubre fue la primera que asumid en nuestro México independiente y en ella 

se establecieron capítulos específicos para el juicio de responsabilidad, en-

los que se aprecia la influencia del sistema político Estadounidense en el 

Juicio Político o "Impeachment" a los altos funcionarios de la federación, de 

naturaleza distinta al juicio de residencia. 

Es así como en esta Carta Magna se instituyeron altas investiduras al sis 

tema federal sujetas a responsabilidades, señalando al propio Presidente y Vi-

cepresidente de la Federación, el primero por delitos de traición a la Indepen 

denota Nacional, a la forma establecida de Gobierno, así como por cohecho, y - 

soborno, cometidos en el tiempo de su encargo, e impedir la celebración de --- 
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elecciones para cualquier puesto de elección popular o impedir el ejercicio de 

las facultades que a las cámaras les correspondían, el Vicepresidente podía --

ser acusado por cualquier delito en que hubiese incurrido durante su gestión,-

y de ello conocía en calidad de gran jurado, la Cámara de Representantes, mien 

tras que para aquellas acusaciones en contra del Presidente cualquiera de las 

dos Cámaras podían conocer de ellas, siempre y cuando fuera durante el tiempo-

de su magistratura o dentro de un año después, según lo establecen los Artícu-

los 38, 39, 107, 108 y 109 de dicha Constitución. 

Así mismo se puede apreciar también que esta Constitución regulaba la acr 

tuación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia, de los Secretarios de 

Despacho, por delitos cometidos durante el tiempo de sus empleos, cargos o co-

misiones y la responsabilidad de los Gobernadores de los Estados por la infrac 

ción a la Constitución Federal, a las Leyes de la Unión, u órdenes del Presi-

dente de la Federación, que no fuesen claramente contrarias a la Constitución-

y Leyes Federales, como lo establecen los Artículos 38 fracción III y 119. 

Los Diputados y Senadores, también podían ser sujetos a Juicio por causas 

criminales, cuyas acusaciones debían realizarse ante la Cámara de Senadores si 

se trataba de Diputados y ante la de Diputados si se trataba de Senadores, sus 

pendiéndolos de sus encargos y poniéndolos a disposición del Tribunal competen 

te cuando la acusación era procedente, de acuerdo a los Artículos 42, 43 y 44, 

Así también eran sujetos de responsabilidad todos los demás empleados pú-

blicos, de conformidad con lo dispuesto por los Artículos 137, facultad sexta-

del inciso V, y 163, al sanar que la Corte Suprema de Justicia conocerá de - 
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las infracciones a la Constitución y Leyes generales, y que todo funcionario - 

público sin excepción de clase alguna, antes de tomar posesión de alguna fun-

ción, deberá prestar juramento de guardar a la Constitución y al Acta Constitu 

tiva, es importante señalar que para el caso de los miembros de la Corte Supre-

ma de Justicia, eran juzgados por un Tribunal especial integrado por 24 indivi 

duos, cuyas características y forma de elección se contemplaban en la propia - 

Constitución. (1) 

Es fácil deducir que los aspectos que más destacan en el sistema de res--

ponsabilidades hasta antes de la vigencia de la Constitución de 1857 fueron ba 

sicamente las de carácter político-jurídicos, que se desarrollaron con el ---

tiempo dando lugar una estructura federal, un procedimiento bi-instancial, que 

comprende basicamente a los altos funcionarios de la federación y gobernadores 

cuando violen la Constitución o Leyes generales, 

Finalmente en el período comprendido entre la Constitución de 1824 y la - 

Constitución de 1857 se observa que no existió ordenamiento jurídico especial-

que reviera la responsabilidad de los altos funcionarios de la federación, no 

obstante si se desarrollaron ideas claras acerca de su responsabilidad, pode-

mos dentar que "cuando se habla de la responsabilidad de los funcionarios, en-

especial de los Altos Funcionarios, no es para aludir a un fuero o privilegio-

que los libere si cometen delitos comunes-robos, lesiones, homicidios, etc.- - 

(1) LANZ CARDENAS, José Trinidad, La Contraloría y El Control Interno en Méxi-
co, Antecedentes Históricos y legislativos, Editorial Secretaría de la Con 
tralorfa General de la Federación, Fondo de Cultura Económica, Primera --
Edición, México 1987, Pág. 143 y 144. 
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sino porque independientemente de las penas que por tales delitos deban sufrir, 

hay una necesidad social distinta que atender: 	que el funcionario torpe, in-- 

competente, arbitrario, negligente, pueda ser separado del encargo que alcanzó 

por elección o nombramiento". (2) 

1.2 	CONSTI.TUCION POLITICA DE 1857 

La presente Constitución retomó la importancia del juicio de residencia --

el cual fue un instrumento de control de la actuación de los funcionarios públi 

coa, dada su relevancia se llegó a elevar a preceptos constitucionales tanto en 

España como en el México independiente, denominando su Título IV como "de la --

responsabilidad de los funcionarios públicos". 

Sin llegar a significar de modo alguno un procedimiento lesivo a la auto--

ridad, o a la persona del funcionario, mis bien se trataba de un acto jurídico-

político de responsabilidad de funciones, lo que daba un equilibrio entre la --

función pública y el resultado colectivo de esa tarea, cuya finalidad era la de 

otorgar un mejor servicio político y administrativo y cuyo beneficiario era la-

propia comunidad. 

De ahí que el juicio de residencia como atinadamente lo señala R. Levene -

tendía a realizar "un examen judicial de la conducta de un funcionario al térmi 

(2) CARRILLO FLORES, Antonio, "La Responsabilidad de los Altos Funcionarios de 
la Federación", Revista Mexicana de Justicia, Procuraduría General de la -
República. N. 16. Vol. III, Enero-Febrero, 1982. 
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no de su mandato". (3) 

Es importante señalar que durante la vigencia de la Constitución de 1857 -

se crearon dos Leyes sobre Responsabilidades de los Altos Funcionarios, la pri-

mera de ellas, considerada como el primer ordenamiento jurídico de esta materia 

en nuestro país, expedida en 1870, bajo el gobierno de Benito Juárez, motivo --

por el que se le conoce como Ley de Juárez y la otra fue expedida en el año de-

1896 durante el régimen de Porfirio Díaz, de las que nos ocuparemos en los te--

mas subsecuentes. 

Dicha Constitución además de contar con la influencia del juicio de resi-

dencia de la Legislación Española, al igual que la Constitución de 1824 tuvo --

también el influjo de la Constitución y Sistema Estadounidense, como aspecto --

importante destaca el haber auprimido el procedimiento bi-Inscancial, al desapa 

recer el Senado, y considerar al Congreso de la Unión, el Organo de Acusación - 

de los altos funcionarios, otorgándole a la Suprema Corte de Justicia, la 	 

misión de fungir como jurado de sentencia, es ahí cuando surge el juicio políti 

co conocido por los Estados Unidos de América como "Impeachment", expresión 	

inglesa que acertadamente tradujo Ponciano Arriaga, Presidente de la Comisión - 

Redactora del Proyecto de la Constitución, y que posteriormente en los debates-

que rodearon al proyecto se perdio dicha expresión adoptándose de manera genéri 

ce la expresión más ambigua de responsabilidad. 

(3) LEYERE Ricardo, "Juicio de Residencia", laciclopedia Jurídica Osaba, Tomo -
XVIII, Jactlega, Ancalo, S.A., Editorial Bibliográfica Argentina, S.R.L., -
Buenos Aires, Pág. 352. 
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Esta Constitución comprendía la responsabilidad de los Diputados Federales, 

los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Secretarios de Despacho, los 

Gobernadores de los Estados y el Presidente de la República. 

Tena Ramírez en su obra, narra lo siguiente "que en el Constituyente de 57, 

la Comisión de Constitución no incluyó a los funcionarios locales entre los enu 

merados en el título relativo a responsabilidades, pero que en la discusión 

cambio la obsesionante idea de considerar a los gobernadores como Agentes de la 

Federación y ello influyó para que, después de enconados debates, se aceptara,-

contra el parecer de la comisión, la responsabilidad de los gobernadores de los 

estados por infracciones a la Constitución y Leyes Federales". (4) 

Por todo lo anterior podemos concluir que la Constitución de 1857, en lo -

que respecta a las responsabilidades de los funcionarios públicos contempló dos 

aspectos importantes: 	a) un procedimiento previo al juicio, referente a los- 

delitos comunes cometidos por los altos funcionarios y por virtud del cual no -

se podía proceder en contra de estos últimos, si la Cámara de Diputados no 

habla formulado previamente una declaración de actuar en ese sentido, y 	b) - 

el juicio político que se daba en los casos de que los altos funcionarios incu-

rrieran en la comisión de delitos oficiales, respecto de los cuales sólo eran -

responsables durante el período en que ejercieron su cargo y hasta un año des-

pués, como lo establece el artículo 107. (5) 

DirnirraMIREZ, Felipe, Derecho Constitucional Mexicano, Editorial Porróa, 
S.A. Méx. 1980, Decimoséptima Edición, Pág. 567. 

(5) LANE CARDENAS, José Trinidad, Ob. Cit. Pág. 159. 
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1.3 	LEY DE JUAREZ DE 1870 

En el artículo primero de esta ley establecía que: son delitos oficiales 

de los altos funcionarios de la federación, el ataque a las instituciones demo 

críticas; a la forma de gobierno republicano, representativo, federal y a la-

libertad de sufragio; la usurpación de atribuciones; la violación de las ga-

rantías individuales, y cualquier infracción a la Constitución o Leyes Federa-

les en puntos de gravedad y definía en su artículo segundo, la falta oficial,-

como la infracción a la Constitución o Leyes Federales en materia de poca --

importancia. 

En esta Ley, los gobernadores de los estados sólo incurrían en responsabi 

lidad federal por la omisión o inexactitud, en lo relativo a los deberes que - 

la Constitución c Leyes Federa:es les imponían. 

Ahora bién por lo que se refería a las sanciones que en ese entonces se - 

aplicaban, destacan la destitución e inhabilitación para obtener el mismo u --

otro empleo o cargo de la federaci5n, por un tiempo que no fuera menor de 5 --

años ni excediera de 10 años, guando se tratara de delitos oficiales, no así -

cuando sólo se tratara de una cera falta, ésta se castigarla con suspensión e-

inhabilitación por un tiempo no menor de un año ni mayor de 5 años. 

Es evidente que las sanciones que establecía la Ley de Juárez, por la co-

misión de delitos oficiales y bien por faltas, las prescribe el actual artícu-

lo 113 Constitucional y la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores-

Públicos, vigente, de ahí que la suspensión, la destitución e inhabilitación,-

no son sanciones que se hayan creado recientemente, sino que éstas forman par- 
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te de la penalidad con que anteriores juristas han pretendido castigar la con--

ducta inmoral de quienes se encuentran al frente del poder público. 

El origen de tales sanciones se encuentra en que ya en el pensamiento ju-

rídico-político de los liberales del siglo pasado, se comprendía que la natura-

leza de dichas medidas no s6lo correspondían a una finalidad sancionadora, sino 

también preventiva, al retirar temporalmente del servicio público a todo aquel 

que no reuniera una condición moral para asegurar su buen desempeño en las ta--

reas públicas encomendadas. 

1.4 	LEY DE 1896 

Así como la Ley de Juárez de 1870, la segunda en expedirse durante la vi--

geoda de la Constitución Política de 1857, fue la Ley de 1896 y al compararla 

con la primera, Carrillo Flores, manifiesta que: "La Ley de 1896, a diferencia 

de la Ley de Juafez, no define el delito oficial, aunque es muy minuciosa para-

regular los procedimientos, tanto tratándose de delitos del orden común, como - 

de los oficiales". (6) 

Ente las similitudes que encontramos en la Ley de Juárez y la Ley de 1896, 

tenemos que: 

a) Ambas se refieren a los altos funcionarios de la federación, a los go-

bernadores y diputados locales, cuando violen la Constituci6n o Leyes-

Federales. 

(6) CARRILLO FLORES, Antonio, Ob. Cit., Pág.  81. 
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b) La condena por delito oficial no impide la acusación posterior si el - 

funcionario con sus actos u omisiones ha cometido un delito común. 

c) La responsabilidad por delito oficial solamente puede exigirse durante-

el tiempo en que el funcionario esté en el ejercicio de su encargo y --

durante el año posterior, y 

d) No puede otorgarse al condenado por delito oficial la gracia del indul-

to. (7) 

1.5 	CONSTITUCION POLITICA DE 1917 

Nuestra actual Constitución fue expedida el día 5 de Febrero de 1917 y ----

entró en vigor el primero de Mayo de ese mismo año. 

La Ley Suprema de 1917, fue el resultado del movimiento social que princi—

pió en 1910 con la rebelión de Madero en contra del Presidente Díaz, quien había 

estado en el poder por 30 años, tal movimiento perseguía principalmente un obje-

tivo político que era el de inducir a la Ley fundamental el principio de no ---

reelección del presidente y con ello terminar con la larga permanencia de Díaz - 

en el poder, la nota característica de esta Constitución consiste en que fue la-

primera en incorporar normas de contenido social. 

Ahora bien después de haber mencionado breves aspectos de la Constitución - 

que nos rige actualmente ahondaremos en cuanto al tema de estudio, al señalar -- 

(7) IDEM. 
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que el Constituyente de 17 introdujo pocas modalidades en el sistema de respon-

sabilidades, en relación con la Constitución de 107, entre ellas podemos seña-

lar que con la creación del Senado de la República, los Senadores fueron incluí 

dos como sujetos de responsabilidades por delitos oficiales; nuevamente se es-

tablecio el procedimiento bi-instancial, en la cual la Cámara de Diputados le -

correspondía erigirse en gran jurado, siempre que la acusación fuese por delito 

común y al Senado cuando se tratara de delitos oficiales, previa acusación de -

Diputados. 

La reimplantación del sistema bicameral vino a restarle fuerza a la Supre-

ma Corte de Justicia, quien de acuerdo a la Constitución anterior, fungía como-

jurado de sentencia. 

Cabe mencionar que desde la creación de la Constitución de 17, hasta la --

fecha el juicio político no ha tenido los resultados que su naturaleza le ha --

conferido, al respecto Carrillo Flores señala que: "El Congreso nunca ha trami 

tado un juicio político contra un alto funcionario, aunque sí autorizaciones de 

la Camara de Diputados para enjuiciar a miembros del Congreso e incluso a remo-

verlos, pero sin juicio formal (caso típico en que nuestra Constitución real se 

separa de la Constitución escrita)". (8) 

Por otro lado también esta Constitución establece que el Congreso de la --

Unión expediré a la mayor brevedad una Ley de Responsabilidades de todos los --

funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito y territorios Federa--

les, en la que se determinara como delitos o faltas oficiales, a aquellos actos 

(8) IBIDEM. 
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u omisiones de los que resulte algún perjuicio en contra de los intereses públi 

cos o del buen despacho, aún y cuando éstos no hayan tenido un carácter delic--

tU080. 

Dada la importancia de esta Constitución, que es como ya lo mencionamos --

anteriormente la que rige a nuestro país, e igualmente por la importancia del -

tema de estudio se transcriben los textos originales relativos a la responsabi-

lidad de los funcionarios públicos correspondientes a los artículos 108 a 114 - 

de dicha Constitución. 

"Título Cuarto 
De la Responsabilidad de los Funcionarios Públicos 

Artículo 108. Los senadores y diputados al Congreso de la 
Unión, los magistrados de la Suprema Corte de Justicia de-
la Nación, los Secretarios del Despacho y el Procurador Ge 
neral de la República, son responsables por los delitos co 
munes que cometan durante el tiempo de su encargo y por --
los delitos, faltas u omisiones en que incurran en el ejer 
cicio de ese mismo cargo. 

Los gobernadores de los estados y los diputados a las le--
gislaturas locales, son responsables por violaciones a la-
constitución y leyes federales. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su en 
cargo sólo podrá ser acusado por traición a la patria y -
delitos graves del orden común. 

Artículo 109. Si el delito fuere común, la Cámara de Di-
putados, dirigida en gran jurado, declarará por mayoría -
absoluta de votos del número total de miembros que la ---
formen, si hay lugar o no lugar a proceder contra el acu-
sado, 

En caso negativo, no habrá lugar a ningún procedimiento -
ulterior; pero tal declaración no será obstáculo para --
que la acusación continúe su curso, cuando el acusado ---
haya dejado de tener fuero, pues la resolución de la Cama 
ra no prejuzga absolutamente los fundamentos de la acusa-
ción. 



En caso afirmativo, el acusado queda por el mismo hecho. -
separado de su encargo y sujeto desde luego a la acción de 
los tribunales comunes, a menos que se trate del Presidente 
de la República; pues en tal caso sólo habrá lugar a acu-
sarlos ante la Cámara de Senadores, como si se tratare de-
un delito oficial. 

Artículo 110. No gozan de fuero constitucional los altos 
funcionarios de la federación por los delitos oficiales, -
faltas u omisiones en que incurra en el desempeño de algún 
empleo, cargo o comisión pública que hayan aceptado duran-
te el período en que conforme a la ley se disfrute de fue-
ro. Lo mismo sucederá respecto a los delitos comunes que 
cometan durante el desempeño de dicho empleo, cargo o comí 
sido. 	Para que la causa pueda iniciarse cuando el alto - 
funcionario haya vuelto a ejercer sus funciones propias, -
deberá procederse con arreglo a lo dispuesto en el artícu-
lo anterior. 

Artículo 111. De los delitos oficiales, será el Senado --
erigido en gran jurado; pero no podrá abrir la averigua—
ción correspondiente sin previa acusación de la Cámara de-
Diputados. Si la Cámara de Senadores declarase, por mayo-
ría de las dos terceras partes del total de sus miembros,-
después de practicar las diligencias que estimen convenien 
tes y de oír al acusado, que este es culpable, quedará pri 
vado de su puesto, por virtud de tal declaración, e inhabi 
litado para obtener otro por el tiempo que determine la --
ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere señalada otra pena en la ley, 
el acusado quedará a disposición de las autoridades comu-
nes para que lo juzguen y consignen con arreglo a ella. 

En los casos de este artículo y en los del 109, las resolu 
ciones del gran jurado y la declaración, en su caso, de la 
Cámara de Diputados son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara de 
Diputados los delitos comunes u oficiales de los altos fun 
cionarios de la federación. Cuando la cámara mencionada -
declare que hay lugar a acusar, nombrará una comisión de -
su seno para que sostenga ante el Senado la acusación de -
que se trate. 

El Congreso de la Unión expedirá, a la mayor brevedad una-
ley de responsabilidad de todos los funcionarios y emplea-
dos de la federación y del Distrito Federal, determinando-
como delitos o faltas oficiales todos los actos u omisio—
nes que puedan redundar en perjuicio de los intereses pú—
blicos y del buen despacho, aun cuando hasta la fecha no - 

12 
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hayan tenido carácter delictuoso. Estos delitos o faltas -
serán siempre juzgados por un jurado popular, en los térmi-
nos que para los delitos de imprenta establece el artículo-
20. 

El Presidente de la República podrá pedir ante la Cámara de 
Diputados la destitución, por mala conducta, de cualquiera-
de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Na—
ción, de los magistrados de circuito, de los Jueces de Dis-
trito, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal y de los Jueces del Orden Común del --
Distrito Federal. En estos casos, si la Cámara de Diputa--
dos primero y la de Senadores después, declaran por mayoría 
absoluta de votos justificada la petición, el funcionario -
acusado quedará privado desde luego de su puesto, indepen-
dientemente de la responsabilidad legal en que hubiere incu 
rrido, y se procederá a nueva designación. 

El Presidente de la República, antes de pedir a las Cámaras 
la destitución de algún funcionario judicial, oirá a éste,-
en lo privado, a efecto de poder apreciar en conciencia la-
justificación de tal solicitud. 

Artículo 112. Pronunciada una sentencia de responsabilidad 
por delitos oficiales, no puede concederse al reo la gracia 
del indulto. 

Artículo 113. La responsabilidad por delito o faltas ofi--
ciales sólo podrá exigirse durante el período en que el fun 
cionario ejerza su encargo, y dentro de un año después. 

Artículo 114. En demandas del orden civil no hay fuero ni-
inmunidad para ningún funcionario público". (9) 

Del texto anterior podemos señalar, que se ve reflejada la Constitución de --

1857, salvo algunas situaciones especiales, como fue el haber establecido el --

Jurado Popular y otorgar facultad al Presidente de la República para solicitar-

al Congreso la destitución de los altos funcionarios públicos y establecer que-

el Presidente en forma personal deberá oír al servidor público presunto respon 

sable para determinar sobre la petición de destitución. 

(9) Derechos del Pueblo Mexicano, México a través de sus Constituciones, Tomo 
II, Historia Constitucional 1847-1917, XLVI Legislatura de la Cámara de -
Diputados, 1967, Pág. 391-393. 
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Para concluir mencionaremos que en el año de 1983 la Constitución en comen 

to fue reformada en su capítulo relativo a la responsabilidad de los funciona—

rios públicos, que analizaremos en temas subsecuentes. 

1.6 	LEY DE CARDENAS DE 1940 

La primer Ley de la materia que apareció bajo el mandato del entonces Pre-

sidente de la República, Lázaro Cárdenas, fue publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el 21 de Febrero de 1940, y aunque la Constitución establecía, --

que tal Ley debería de haberse reglamentado durante el período de sesiones, que 

iniciaría el primero de Septiembre de 1917, ésta no fue publicada sino más de -

20 años después. 

En razón del artículo sexto transitorio de esta Ley, fueron derogadas todas 

las Leyes y disposiciones que regulaban la responsabilidad de funcionarios y --

empleados públicos en todo cuanto se le opusieran. 

En su artículo segundo se conceptua como altos funcionarios de la federa—

ción, al Presidente de la República, a los Senadores y Diputados del Congreso 

de la Unión, a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a 

los Secretarios de Estado, Jefes de Departamento Autónomo y al Procurador Gene-

ral de la República y a los Gobernadores de los Estados. 

Así mismo se estableció que el Presidente de la República unicamente podía-

ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común durante -

el tiempo de su encargo, también se estableció en los artículos 3o. 10 y 11 que 

a partir de la fecha de su elección el Presidente de la República junto con los 
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oieVtados y Senadores propietarios, los Gobernadores de los Estados y los Dipu 

todos a las legislaturas locales, disfrutarían de fuero constitucional, y que -

no gozarían de tal fuero por incurrir en delitos comunes o por delitos, faltas-

y omisiones oficiales. 

Para una mayor comprensión señalaremos la definición de fuero derivado del-

glosario de la actual Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos edi 

tada por Trilla, que a la letra dice que es el "Privilegio de funcionarios que-

consiste en que éstos no pueden ser detenidos ni procesados por la comisión de-

un delito sin antes ser despojados de dicha Constitución o fuero por la Cámara-

de Diputados". (10) 

El artículo 14 de la Ley en comento describía como delitos oficiales, el --

ataque a las instituciones democráticas, a la forma de gobierno republicano, re 

presentativo y federal y a la libertad de sufragio; 	La usurpación de funciones; 

la violación de garantías individuales, así como cualquier infracción u omisión 

a la Constitución o a las Leyes Federales que ocasionaran graves perjuicios a -

la Federación o bien a uno o varios de sus Estados. 

Por lo que respecta a los delitos y faltas oficiales en los que podían in-

currir el resto de funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito y 

territorios Federales sin fuero Constitucional el articulo 18, estableció una 

amplia y detallada gama de actos u omisiones contempladas en 72 fracciones. 

En cuanto a las sanciones que se aplicaban a los altos funcionarios ya fue-

ra por delitos oficiales, faltas u omisiones, estas correspondían a la destitu-

ción del cargo o privación del honor correspondiente a su investidura, e inha -- 

bilitación parcial o total para la obtención de algunos empleo, cargo u honor, 

(10) COESTITOCIOE POLITICA DE LOS ESTADOS (NIDOS mimos, Editorial Trillas, 
S.A. de C.V., Novena Edición, Tercera reimpresión, Agosto 1993, Pág.180. 
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mientras que para los funcionarios y empleados de la federación y del Distrito 

y territorios Federales, se estableció como sanción la suspensión del cargo --

por un término no menor de un mes, ni mayor de seis, todo ello regulado por los 

artículos 15 y 17. 

En los artículos 77 y 78, se establece otro aspecto importante en cuanto-

a estos últimos funcionarios, como es la determinación de que los delitos y --

faltas que cometieran serían juzgados por un jurado, creándose para ello el --

Jurado Federal de Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios y Empleados-

Federales, los cuales estaban ubicados en cada uno de los juzgados de distrito 

en materia penal, también se creó otro jurado que se le denominó, Jurado de-

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados del Distrito y Territorios -

Federales, mismos que se localizaban en cada uno de los partidos judiciales en 

donde existieran cortes penales o jueces de primera instancia en materia penal 

los cuales tenían bien determinada su competencia, integración y procedimiento. 

Otro aspecto importante que mero especial mención es que la Ley que nos - 

ocupa consagró un capítulo especial, reglamentario de la parte final del articu 

lo 111 Constitucional en el que se precisaba que independientemente de que los-

Ministros de la Suprema Corte de Justicia, Magistrados de Circuito, Jueces de-

Distrito, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y 

de los territorios federales, fueran sometidos a un proceso penal, el Presiden-

te de la República por conducto de la Secretaría de Gobernación, tenía la facul 

tad de solicitar ante la Cámara de Diputados su destitución formal, adaptándose 

los procedimientos que debían aplicarse para el caso concreto, todo ello de ---

acuerdo al artículo 98. 
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Sin embargo todo este sistema utilizado no cumplí() su cometido, ya que al-

aplicarse el proceso penal, dio como resultado una duplicidad de sanciones, to-

da vez que muchas de las conductas materiales eran a su vez objeto de regula--

cién del Migo Penal, lo cual trajo como consecuencia que ilícitos muy graves, 

cometidos por servidores públicos, no pudieran perseguirse dentro del año si---

guiente a que concluyera el encargo, lo cual devino en un ordenamiento absoluta 

mente carente de eficacia. 

No obstante,no podemos dejar de mencionar que esta Ley dio un gran aporte, 

al contemplar por primera vez una figura jurídica que ha venido desarrollándose 

hasta la fecha y que con el tiempo se espera que los mecanismos de control, preven 

cién y sanción, constituyan los instrumentos más precisos y objetivos para de--

tectar la conducta ilícita y desleal en el servicio público, esta figura es la-

del enriquecimiento inexplicable o enriquecimiento ilícito, para ello esta Ley-

estableció un capítulo que regulaba las investigaciones que debían practicarse-

y el procedimiento a seguir en caso de existir denuncia, sobre el enriquecimien 

to inexplicable o ilícito de los funcionarios públicos, debiéndose atender no - 

solamente los casos en que fuera factible probarse que el enriquecimiento inde-

bido era fruto de un delito, sino también cuando no fuera posible acreditar el-

origen del enriquecimiento, ya sea porque provinieran de otros medios que ---

aunque sin constituir delito, no fueran procedimientos legales para adquirir --

tal riqueza, como se señala en el capítulo III del título sexto, que se le deno 

minó de las investigaciones del enriquecimiento inexplicable de los funcionarios 

y empleados públicos. 

Con esta figura se pretendía que cualquier funcionario durante el tiempo - 
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de su encargo o al concluirlo, podría ser sujeto de investigación en su patrimo 

nio, incluyendo el de su conyuge, si este excediera notoriamente sus posibilida 

des económicas, presumiendose con ello, su actuación inmoral en el servicio pú- 

blico. 	El enriquecimiento inexplicable, se estruturó como delito formal y no- 

por resultados, configurándose lisa y llanamente por falta de explicación o jus 

tificación de la riqueza del servidor público. 

1.7 	LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DE LA FEDERA--- 
CION DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ALTOS FUNCIONARIOS DE LOS ESTADOS DE-
1980 

La presente Ley fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de-

Enero de 1980, misma que derogó conforme a su articulo segundo transitorio, a la 

Ley de Cárdenas de 1940. 

Puede apreciarse como el Título primero determina como sujetos de responsabi-

lidad a los funcionarios y empleados de la federación y del Distrito Federal, --

por los delitos comunes y por los delitos y faltas oficiales, que cometieran du-

rante su encargo o con motivo del mismo, también contempló a los funcionarios y-

empleados de la federación y el Distrito Federal, como son los Senadores y Dipu-

tados al Congreso de la Unión, Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la-

Nación, Secretarios de Estado y Procurador General de la República. 

También estableció que los gobernadores de los estados y diputados a la -

legislaturas locales, eran responsables por violaciones a la Constitución y a - 

las Leyes Federales en que pudieran incurrir, así como por los delitos y faltas 

tipificadas en esa Ley. 
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Por lo que respecta al Presidente de la República, al igual que la Ley de-

1940, determinó que solo podía ser acusado por traición a la patria y por deli-

tos graves del orden común, durante el tiempo de su encargo, de acuerdo al ar-

tículo 2. 

Así también esta Ley hizo una diferenciación entre los delitos oficiales y 

faltas oficiales. 

Definió a loe delitos oficiales como: 

Los actos u omisiones de los funcionarios y empleados de la federación y - 

del Distrito Federal, que atentaran contra las instituciones democráticas; 	el 

ataque a la forma de gobierno republicano representativo federal; 	ataque a la 

libertad de sufragio; 	usurpación de atribuciones, cualquier infracción a la - 

Constitución o a las Leyes Federales que causaran algún transtorno en el fun—

cionamiento normal de las instituciones, por omisión de carácter grave o viola-

ciones a las garantías individuales o sociales; y todas aquellas acciones en -

perjuicio de intereses públicos y del buen despacho que no sean de carácter de-

lictuoso, definido por alguna disposición legal como delitos comunes artículo 3. 

Y a las faltas oficiales, como a las infracciones que afecten de manera le 

ve los intereses públicos y del buen despacho que no trascendieran en el fun-

cionamiento de las instituciones y del gobierno en que puedan incurrir los fun-

cionarios o empleados durante su encargo o con motivo del mismo, establecido en 

el artículo 4. 

Cabe mencionar que la responsabilidad por delitos y faltas oficiales sólo-

podía ser exigible dentro del período en que el funcionario ejerciera su encargo 
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o dentro de un año después. 

Ahora bien por lo que se refiere a las sanciones aplicables a los funciona 

ríos o empleados que incurrieran en delitos oficiales, determinó que estas se—

rían la destitución del cargo, inhabilitación por un término no menor de cinco-

año■ ni mayor de diez, independientemente de la reparación del daño y de la exi 

gencia de la responsabilidad pecuniaria que hubiesen contraido. 

En cuanto a las faltas oficiales cometidas por funcionarios y empleados --

que no gozaran de fuero, éstos serian sancionados con la suspensión del cargo -

por un término que no fuera menor de un mes ni mayor de seis meses, así como --

por inhabilitación hasta por un año para estar en condiciones de obtener otro -

y de igual manera sin perjuicio de la reparación del daño, y quedando libre el-

derecho de la federación o de los particulares para poder exigir ante las auto-

ridades competentes aquella responsabilidad pecuniaria que hubiera contraido el 

funcionario o empleado, artículos 11 y 14. 

Ademés de los aspectos que contemplaban estos últimos artículos, también-

señalaba que en todas aquellas aemandas de orden civil no había fuero ni inmuni 

dad para loe funcionarios públicos, y que una vez pronunciada una declaración o 

sentencia de responsabilidad oficial, no se podía otorgar al condenado la gra—

cia del indulto. 

El Titulo segundo trataba acerca del procedimiento que seria aplicado a --

los funcionarios que gozaran de fuero; al efecto el capitulo primero se ocupa-

ba de las secciones instructoras, el capitulo II comprendía el procedimiento en 

los casos de delitos comunes, el III relacionado con el jurado de acusación y - 



21 

el IV hablaba respecto del jurado de sentencia. 

Por otro lado el Título tercero contemplaba el procedimiento en los deli-

tos y faltas oficiales de los funcionarios y empleados que no gozaran de fuero; 

tal Título contenía dos capítulos, uno referente a disposiciones generales y --

otro que regulaba la incoación del procedimiento. 

El Título cuarto determinaba al jurado de responsabilidades oficiales de -

los funcionarios y empleados pGblicos por delitos o faltas oficiales; en su --

capítulo primero al igual que el ordenamiento que derogó, aprobó la integración 

de un jurado para las responsabilidades oficiales de los funcionarios y emplea-

dos de la federación por cada uno de los Juzgados de Distrito con jurisdicción-

en materia penal, así como otro jurado para aquellas responsabilidades de los-

funcionarios y empleados del Distrito Federal por cada uno de los juzgados de - 

primera instancia en materia penal del Distrito Federal, así mismo y para una -

mayor exactitud regulaba en forma detallada su integración y los límites de com 

petencia. 

Por lo que se refiere a remoción de los funcionarios judiciales el proce—

dimiento fue semejante al establecido en la Ley de Cárdenas de 1940, toda vez -

que el Presidente de la RepGblica, previa entrevista con el inculpado, podía --

solicitar a la Cámara de Diputados la destitución, por la mala conducta, en que 

hubieran incurrido los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,-

los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito, los Magistrados del Tribu-

nal Superior de Justicia del Distrito Federal y los Jueces del Orden Común del-

propio Distrito, artículo 84. 
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Para concluir, es interesante señalar que el capítulo II del Título quinto 

regulaba la investigación del patrimonio de los funcionarios públicos federales 

del Distrito Federal, cuando se presumía fundadamente el enriquecimiento inex-

plicable y que al igual que la Ley de 1940, se aplicó con la misma rigidez, ---

siendo extensiva a los bienes de la esposa, no importando cual fuese el régimen 

matrimonial, y eón a los hijos. 	Para este caso el Ministerio Público, de ---- 

oficio o a petición de parte, investigaba la procedencia de dichos bienes, ase-

gurando aquellos que no justificaban su legítima procedencia entre ellos está,-

cualquier depósito o inversión que el acusado hubiese hecho en el país o en el-

extranjero, previo veredicto contrario del Senado de la República, cuando se --

tratara de los altos funcionarios de la federación. 

1.8 	LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 1983 

En el año de 1982 se realizó un gran esfuerzo por unificar la legislación-

sobre las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, para lo 

cual se realizaron reformas a nuestra Carta Magna, y a la Ley Orgánica de la Ad 

ministración Pública, y se crearon la Ley Federal de Responsabilidades de los -

Servidores Públicos y la Secretaria de la Contraloría General de la Federación-

para la aplicación de dicha Ley. 

Para una mayor explicación, es conveniente realizar un análisis de lo an- 

tes mencionado; 	para lo cual nos referiremos primeramente a la Constitución - 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, mencionaremos que durante la adminis- 
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tración gubernativa 1983-1988, la tesis principal fue la de "la renovación mo-

ral", lo que hiz6 necesaria la reforma en su Título cuarto, denominado "De las 

responsabilidades de los Servidores Públicos", según decreto publicado en el --

Diario Oficial de la Federación de fecha 28 de Diciembre de 1982, lo que dio --

como resultado un cambio al régimen legal de las responsabilidades administrati 

vas de los servidores públicos quedando de la siguiente manera: 

En el articulo 108 establece que se considera como servidores públicos su-

jetos de responsabilidad por los actos u omisiones en que pudieran incurrir en-

el desempeño de sus funciones a los representantes de elección popular, a los -

miembros del poder Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, los funcio 

narios y empleados, y en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo-

o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal. o en - 

el Distrito Federal. 

Así mismo también contempló a los servidores públicos de las entidades fe-

derativas, que violaran la Constitución o Leyes Federal, o bién que realizaran-

malos manejos de fondos y recursos federales, refiriéndose a los Gobernadores - 

de los Estados, a los Diputados a las Legislaturas Locales y a los Magistrados-

de los Tribunales Superiores de Justicia Locales. 

La fracción I del articulo 109 habla respecto del Juicio Político, la ---

fracción II, trata las responsabilidades penales, en las que llevarán a cabo --

procedimientos diferentes, acordes a la legislación correspondiente, la -- 
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fracción III establece que se aplicarán sanciones administrativas a los servi-

dores públicos, por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez,-

lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus-

empleos, cargos o comisiones. 

Fa por ello que la Coutihrlón es determinante al señalar que los procedimien 

tos para la aplicación de sanciones a los servidores públicos, independiente--

mente de la materia de que se trate, se desarrollarán en forma autónoma y que-

no podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma natu 

raleas. 

En el último Omito de este mismo artículo, otorga el derecho a los ciu-

dadanos para formular denuncias, ante la Cámara de Diputados del Congreso de - 

la Unión en contra de los servidores públicos que incurran en responsabilidad, 

previa presentación de pruebas. 

Tratándose de sanciones económicas, aplicadas con motivo de daños y perjui 

cios causados al erario federal, el articulo 111, establece que éstas no po—

drán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o per--

juicios causados. 

También establece en su articulo 113 el tipo de sanciones que se impon---

dran a los servidores públicos que incurran en responsabilidad administrativa, 

como son la suspensión, destitución, inhabilitación y sanción económica. 
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Por su parte la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la cual 

data del 29 de Diciembre de 1976, dio como resultado la creación de la hoy ---

extinta Secretaría de Programación y Presupuesto, la cual absorbió las funcio-

nes de la Contaduría de la Federación, la cual pertenecia a la Secretaría de -

Hacienda y Crédito Público. 

En ese entonces la Secretaria de Programación y Presupuesto se encargaba -

de aplicar la legislación de responsabilidades a través de la Dirección General 

de Contabilidad Gubernamental, en su apoyo, se acordó que se establecieran uni-

dades de auditoria interna en cada una de las diversas entidades y dependencias 

del gobierno federal. 

Por lo que respecta a la creación de la Secretaría de la Contraloría Gene—

ral de la Federación, únicamente trataremos someramente tal aspecto ya que so-

bre el tema en particular nos referimos de manera amplia mes adelante, para el-

caso mencionaremos que ante la necesidad de integrar y fortalecer la función de 

control en el sector público, fue presentado ante el Congreso de la Unión, un - 

conjunto de propuestas legislativas en el que se incluyó el decreto de reforma-

y adiciones a la Ley Orgánica de la Administración Pánica Federal, mismo que - 

al aprovecharse y publicarse en el Diario Oficial de la Federación el 29 de Di-

ciembre de 1982, dio origen a la creación de la Secretaria de la Contraloría Ge 

neral de la Federación. 

Todo este cúmulo de datos que hXmos venido mencionado no es sino un pequeño 

bosquejo de los antecedentes que han regulado la responsabilidad administrativa 
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de los servidores públicos, mismos que se han venido renovando a través del ---

tiempo y que se han reflejado en diferentes legislaciones y en nuestra propia - 

Carta Magna, para culminar con la creación de un ordenamiento que establece --

nuevas bases jurídicas para prevenir y castigar la corrupción en el servicio --

público sin perjuicio de las responsabilidades de naturaleza penal, política, - 

civil y laboral que se deriven y que tiene como principal objetivo garantizar - 

el buen servicio público, por supuesto nos referimos a la Ley Federal de Respon 

sabilidades de los Servidores Públicos. 

Esta ley, fue promulgada para reglamentar el titulo cuarto de nuestra Cons-

titución, y entró en vigor el 1°  de Enero de 1983, en ella se establece un con-

cepto mis amplio sobre las responsabilidades en las que puede incurrir el serví 

dor público, superior al de las dos leyes comentadas con antelación a este orde 

namiento, de ahí que determine de manera especifica cuando ypor que razón un --

servidor público incurre en responsabilidad, así como el tipo de sanciones a --

que se haré acreedor, e inclusive supera en varios aspectos a la antigua respon 

debilidad, ya que ademés de castigar el daño patrimonial que se origine a la --

Hacienda Pública Federal, con la correspondiente sanción económica, también es-

tablece otro tipo de sanciones, para aquellas conductas que de diversa manera - 

afectan a los servicios que presta la Administración Pública Federal, y las ---

autoridades competentes para aplicarlas articulo 3°; es de señalarse que la san 

ción económica no únicamente se impone como sanción, sino que también protege - 

el resarcimiento del daño patrimonial, en su articulo 55 esta ley establece que- 
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en la sanción se aplicarán dos tantos del lucro obtenido y de los daños y per--

juicios causados, es decir con un tanto se resarce a la Hacienda Publica Fede—

ral y el otro tanto es en estricto sentido jurídico, la sanción económica. 

La presente Ley se encuentra dividida en cuatro títulos: el primero desti- 

nado a las disposiciones de carácter general; 	el título segundo corresponde a 

las responsabilidades políticas; 	el titulo tercero, dedicado a las responsa-- 

bilidades administrativas y el titulo cuarto al registro patrimonial de los ser 

vidores públicos. 

Esta Ley regula los diferentes tipos de responsabilidad en el servicio pú—

blico; se suprimieron las distinciones entre alto funcionario y empleado, susti 

tuyéndose por la expresión "servidor público". 

Por lo que respecta al juicio político, se continua con el sistema bicame-

ral, en el cual la Cámara de Diputados se rige como órgano acusador y la Cámara 

de Senadores como jurado de sentencia. 

Destaca como objetivo fundamental el establecer "Las bases de la responsabi 

lidad administrativa a las que incurre por actos u omisiones que afecten los - 

criterios de legalidad, honradez, imparcialidad, economía y eficacia, que orlen 

tan a la administración pública federal y garantizar el buen servicio público". 

(11) 

(11) DE LA MADRID HURTADO, Miguel. Ley Federal de Responsabilidades de los Ser 
oidores Mlicos, Exposición de Motivos. México, Diciembre de 1992. 
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Cuando un servidor público con su conducta de hacer o no hacer, viola uno - 

de los principios arriba mencionados, y por ende infringe las obligaciones con-

feridas en el código de conducta del artículo 47 de esta Ley, da ha lugar el --

otorgamiento de la garantía de audiencia, previsto por los artículos 14 y 16 --

Constitucionales, dando con ello, origen al procedimiento administrativo disci-

plinario, cuya finalidad consiste en combatir la irresponsabilidad en el servi-

cio público, pues un estado de derecho exige que los funcionarios o servidores-

públicos sean responsables, también pretende acabar con el nepotismo, al 

prohibir a los servidores públicos, contratar u otorgar empleos, cargos o comi-

siones a familiares, dentro de la administración pública federal, y que se en—

cuentren dentro del cuarto grado, ya sean por consanguineidad, afinidad o civil. 

El articulo 47 de la Ley que nos ocupa consta de 24 fracciones que estable-

cen diferentes preceptos administrativos en cuya violación pudiera incurrir el-

servidor público, haciéndose acreedor a una o varias de las sanciones, que seña 

la el articulo 53 del que nos ocuparemos posteriormente. 

Para conocer las 24 fracciones del artículo 47 únicamente mencionaremos de-

manera concreta el aspecto importante de cada una de ellas: 

1. 	Cumplir con diligencia el servicio encomendado; 

II. Formular y ejecutar legalmente los planes y recursos económicos; 

III. Utilizar los recursos asignados para los fines previstos; 

IV. Estudiar y cuidar la documentación para evitar su utilización indebida; 
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V. Observar buena conducta en su empleo; 

VI. Observar las debidas reglas del trato con sus inferiores jerárquicos; 

VII. Observar respeto y subordinación legitima con respecto a sus superio-

res jerárquicos; 

VIII. Comunicar por escrito a su titular el incumplimiento de las obligacio 

nes establecidas en este articulo; 

IX. Abstenerse de ejercer leo facultades de un empleo una vez terminado 

el periodo para el cual ele le designé; 

X. Autorizar a un subordinado a no asistir sin causa justificada a sus 

labores; 

XI. Desempeñar algún otro empleo que le prohiba la ley; 

XII. Contratar a personal inhabilitado por resolucién firme de la autori-

dad; 

XIII. Excusarse en asuntos en que tenga interés; 

XIV. Informar por escrito al jefe inmediato sobre la fracción anterior; 

XV. Abstenerse durante el ejercicio de sus funciones, de solicitar, acep-

tar o recibir, o reciba por interpósita persona dinero u objetos; 

XVI. Desempeñar su empleo sin pretender u obtener beneficios adicionales; 

XVII. Abstener.. de intervenir en la mejora o sancién de los servidores pú-

blicos cuando tenga interés personal; 

XVIII.Presentar con oportuhidad y veracidad la declaraciún de situacién pa-

trimonial ante la Secretaria de Contraloría y Desarrollo Administra-- 

tivo; 
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XIX. Atender las instrucciones, requerimientos y resoluciones que reciba-

de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo; 

XX. Informar al superior jerárquico de las faltas del personal sujeto a-

su dirección; 

XII. 	Proporcionar oportunamente la información que solicite la autoridad-

que competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos; 

XXII. Abstenerce de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento - 

de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio públi-

co; 

XXIII. Abstenerce en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, a --

contratar con algún servidor público sin autorización de la Secreta-

ría de Contraloría y Desarrollo Administrativo y por ningún motivo - 

con servidor público inhabilitado; y 

XXIV. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos. 

Como podre observarse todas las hipótesis señaladas se encuentran dentro del 

concepto de mal desempeño del servicio público. 

Esta Ley establece el procedimiento para determinar la responsabilidad admi 

nistrativa del servidor público a través de una Resolución Administrativa, en - 

la que especificará la sanción, para el caso la fracción II del articulo 64 - 

señala que desahogadas las pruebas, si las hubiera la Secretaria resolverá den 

tro de los treinta días hábiles siguientes, sobre la inexistencia de responsabi 
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lidad o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes. 

El articulo 53 de la ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públi 

cos establece una gama de sanciones como son: 

— Apercibimiento privado o público; 

— Amonestación privada o pública; 

Suspensión; 

Destitución del puesto; 

Uncid:: económica, e 

— Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones 

en el servicio público. 

La sanción que se imponga depended de la gravedad de la responsabilidad en 

que incurra y la conveniencia de suprimir practicas que infrinjan, en cualquier 

forma las disposiciones de la Ley en comento, o las que se dicten con base a -- 

ella; las circunstancias socioeconómicas del servidor público; el nivel jerar 

quico; los antecedentes y las condiciones del infractor; las condiciones exte 

riores y los medios de ejercución; la antigüedad del servicio; la reinciden-- 

cia en el incumplimiento de obligaciones; y el monto del beneficio, daño o --- 

perjuicio económico derivado del incumplimiento de obligaciones;(artIculo 54). 



CAPITULO 2 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 
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2. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. 

2.1. 	PROCESO Y PROCEDIMIENTO. 

Aunque en muchos casos suelen usarse como análogos, es obvio que se trata -

de dos figuras totalmente diferentes, ambos conceptos coinciden en su carácter 

dinámico, reflejado en su común etimología de "procederé" que significa avan-

zar; desde el punto de vista gramatical cuando se utiliza la expresión proceso 

se alude a una sucesión de actos vinculados entre sí, respecto de un objeto --

común. 

La diferencia y la íntima relación entre los conceptos de proceso y proce-

dimiento, es fundamental en la ciencia procesal, no únicamente desde el aspec-

to teórico, sino también por las implicaciones concretas y prácticas de la dis 

tinción. 

Es así que no obstante de que el vocablo "proceso" sea utilizado como sinó-

nimo de procedimiento entre tales expresiones no existe sinonímia, toda vez --

que el procedimiento es la acción o modo de obrar, es decir, que el procedí- -

miento marca una serie de hechos, como consecuencia de la evolución del proce-

so en la actuación concreta; si bien todo proceso requiere para su desarrollo-

un procedimiento, no todo procedimiento es un proceso, es decir, el proceso es 

un conjunto de procedimientos, entendiéndose éstos como un conjunto de formas-

o maneras de actuar, es por ello que la palabra procedimiento en el campo jurf 

dico no puede ser utilizada como sinónimo de proceso. 

"En su acepción más general la palabra proceso significa un conjunto de fe-

nómenos de actos o acontecimientos, que suceden en el tiempo y que mantienen -

entre sí determinadas relaciones de solidaridad o vinculación". (12) 

Chiovenda, dice que el proceso es "El conjunto de actos coordinados para la- 

(12) PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil, 5a. Edición, --
Editorial Porrón, México 1966,Pág. 602. 
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finalidad de la actuación de la voluntad concreta de la Ley por parte de los --

Organos de la Jurisdicción Ordinaria." (13) 

De una forma más clara podemos decir que el proceso está formado por un con-

junto de actos procesales que se inician con la presentación y admisión de la -

demanda y terminan cuando concluyen por las diferentes causas que la ley admi-

te; y el procedimiento es el modo como va desenvolviéndose el proceso, los lími 

tes a que está sujeto y la manera de sustanciarlo. 

La sucesión de loe acontecimientos en la vida real harán que dentro de los--

causes legales que previenen el proceso, cada procedimiento presentará aspectos 

de gran singularidad, al grado de que todo procedimiento será diferente a cual-

quier otro, o sea que no existen procedimientos iguales, aunque están regidos -

por lineamientos legales que corresponde a un determinado proceso. 

El proceso es un concepto que emplea lo mismo la ciencia del derecho como --

las ciencias naturales, por tanto existen procesos químicos, físicos, hiológi- -

cos, psíquicos, etc., como existen procesos jurídicos. 

En cuanto a procedimiento se refiere, es la forma de actuar y en ese sentido 

hay muchos y variados procedimientos jurídicos, ya sean administrativos, nota—

riales, regístrales, etc., comu ejemplo podemos señalar que en el procedimiento 

administrativo encontramos las formas de actuación, las conductas a desarrollar 

en la actuación del particular frente al estado, ya sea al solicitar una licen-

cia o permiso, al pagar un impuesto o al solicitar que se determine el monto de 

éste, al tramitar concesiones, registro de patentes o marcas o todo tipo de pe-

ticiones regladas. 

Al determinar que el proceso es un conjunto de procedimientos y que todo pro 

cedimiento no necesariamente es un proceso, Gómez Lara, se hace la siguiente --

interrogante ¿cuándo un procedimiento es procesal? y a su vez afirma que - - 

(13) CHIOVENDA, Giussepe, "Instituciones de Derecho Procesal", Vol. I Editorial 
Reviste de Derecho Privado, Madrid 1954 Pág. 41. 
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"... es procesal cuando se encuentra dentro de un proceso y posee la nota o ca-

racterística de proyectividad, que identifica a los actos procesales. Por tan-

to un procedimiento es procesal cuando está eslabonado con otros, todos ellos -

dados dentro del conjunto de actos que configuran el proceso, y que son actos -

de las partes, del árgano jurisdiccional y de los terceros ajenos a la relación 

substancial, que se enfocan o proyectan hacia un acto final de aplicación de --

una ley general a un caso concreto controvertido para dirimirlo o resolverlo".-

(14) 

Otra diferencia entre proceso y procedimiento la hace Arellano García, al --

afirmar que "Proceso es el desarrollo regulado por la ley de todos los actos --

concatenados cuyo objetivo es que se diga el derecho a favor de quien tenga la-

razón". Y procedimiento "es el desarrollo real de un caso en que se ha plantea 

do una determinada controversia". (15) 

Al hablar de proceso jurídico podemos precisar que éste se caracteriza por -

su finalidad jurisdiccional compositiva del litigio, mientras que el procedi- -

miento, el cual no únicamente puede manifestarse en el campo procesal se reduce 

a ser una coordinación de actos en marcha relacionados entre si. 

El proceso jurídico para Pallares, "Es una serie de actos jurídicos que se -

suceden regularmente en el tiempo y se encuentran concatenados entre si, por --

el fin u objeto que se quiere realizar con ellos". (16) 

Podemos concluir que el proceso jurisdiccional "...es el cúmulo de actos re-

gulados normativamente, de los sujetos que intervienen ante un órgano del esta-

do con facultades jurisdiccionales, para que apliquen las normas jurídicas a la 

solución de la controversia o controversias planteadas". (17) 

(14) GOMEZ LARA, Cipriano. Teoría General del Proceso, Universidad Nacional Au-
tónoma de México, México 1981, Dirección General de Publicaciones,2da. Ed. 
Pág. 246. 

(15) ARELLANO GARCIA, Carlos. Teoría General del Proceso. Editorial Porrúa, - -
México 1992 Pág. 12. 

(16) PALLARES, Eduardo, Ob. Cit. Pág. 603. 
(17) ARELLANO GARCIA, Carlos, Ob. Cit. Pág. 12. 
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2.2 	EL SERVIDOR PUBLICO 

De conformidad con la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, se considera como tal toda persona que desempeñe un empleo, cargo - 

o comisión en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, y - 

esta ley también es aplicable a todas aquellas personas que manejen o apli- - 

quen recursos económicos federales. 

El artícillo 212 del Código Penal para el Distrito Federal, define al ser 

vidor público como toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de-

cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal Centralizada o en la 

del Distrito Federal, Organismos Descentralizados, Empresas de Participación - 

Estatal Mayoritaria, Organizaciones y Sociedades asimiladas a éstas, Fideico-

misos Públicos, en el Congreso de la Unión, o en los poderes Judicial Federal 

o Judicial del Distrito Federal, o que manejen recursos económicos federales. 

Con relación al tema que nos ocupa, se hace necesario llevar a cabo un -

estudio respecto de las diferentes doctrinas que han contemplado la actuación 

de aquellos individuos que tienen como finalidad en mayor o menor medida el - 

control interno de la administración pública. 

Las teorías jurídicas sobre la función pública señalan que es necesario-

discernir la diferencia entre un funcionario y un empleado, al respecto, ha - 

existido una gran polémica doctrinal tendiente a diferenciar estos dos tipos- 
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de servidores públicos. 	Nosotros habremos de tomar la postura del jurisconsul 

to Bielsa, quien manifiesta que el funcionario público "...es aquel que supone -

un cargo especial transmitido en principio por la Ley, que crea una relación ex-

terna que da al titular un carda« representantivo, mientras que el segundo ---

(empleado)sólo supone una vinculación interna que hace que su titular sólo concu 

rra a le formación de la función pública". (18) 

Respecto a las teorías jurídicas, acerca de la relación de la función públi- 

ca, se pueden dividir en dos grandes ramas: 	las teorías de derecho privado y - 

las teorías del derecho público. 

Dentro de la teoría del derecho público se encuentra la teoría civilista, -

que establece que la relación de la función pública se deriva de la capacidad --

del estado para contratar y del servidor público, para poder contratarse; y del 

consentimiento de ambas partes pero celebrar un contrato, ademas de existir pres 

taciones recíprocas al proporcionar el servidor públito sus servicios a cambio -

de una compensación pecuniaria que recibe el Estado. 

Esta teoría pretende encajar las relaciones que surgen de la función -

pública dentro de los moldes del derecho civil tradicional y consideran que se 

(18) BIELSA, Rafael. Derecho Administrativo, Tomo II, Argentina, 3a. Edición 
Píe. 23. 
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alude a un contrato de mandato, según se trate de prestación de servicios mate-

riales o de realizar en nombre y representación del Estado actos jurídicos. 

Esta teorfa debemos de descartarla pues el régimen que en principio de una- 

•anera natural conviene a las relaciones en que el Estado interviene es el régi 

men del derecho público, independientemente de que en "...la función pública, -

los empleados y funcionarios sean titulares de las diversas esferas de competen 

cia en los que se dividen las atribuciones del Estado y, por lo mismo, el régi-

men jurfdico o de dicha función debe adaptarse a la exigencia de que las referí 

das atribuciones sean realizadas de una manera eficaz, regular y continua sin -

que el interés particular del personal empleado llegue a adquirir importancia -

jurídica para obstruir la satisfacción del interés general." (19) 

Como ya se ha manifestado, la función pública, no es de carácter privado, -

y por ende, no tiene su origen en un contrato civil, por el contrario es deriva 

do del derecho público, por lo que posee tal carácter. 

La teoría publicista, establece que la relación del servicio público no - 

solamente no es contractual, sino que ni siquiera requiere el consentimiento 

(19) FRAGA, Gabino. Derecho Adeioletrativo, trigésimasegunda edición, Edito—
rial Porrda, México 1993, Pág. 131. 
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del particular; esta relación se entabla por una obligación que se tapone por 

el poder plblico. 

Al respecto, podemos ver que esta teoría no es válida para nuestro sistetu 

jurídico, pues contraviene lo establecido en la garantía individual de liber-

tad de trabajo, concebido en el artículo quinto de nuestra Carta Magna. en --

donde se establece que toda persona tiene el derecho de dedicarse a la profe-

sión, Industria, coaercio o traba'o que le acomode, siendo lícitos. Asimis—

mo, establece que nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin-

la justa retribución y sin su pleno consentiniento, salvo por la pena i:pues-

ta por autoridad judicial. 

En la cecría contractual. se considera que la función pablica"nace de un - 

contrato administrativo desde el nonsoto que considera un concurso de la vo—

luntad del estado que nombra y la del nombrado que acepta, sin que importe --

que no haya una perfecta igualdad entre las partes, puesto que lo aisno 0:11--

rre en todos los contratos adainistrativos, ni que la función o carga no sean 

bienes que estén en el cottercio, puesto que el objeto del contrato son 1,:s --

servicios y la remuneración que si I: están, y sin que inporte que el Es:sZ:-

lije previa y unilateralmente los derechos y obligaciones del capleado o que-

los pueda modificar en la :lis= forza durante la prestación del servicio, - - 

pues en priaer lugar. dentro del derecho civil se reconoce la existencia de - 

Los contratos de adhesión en los que una de las partes fija de antemano las - 

condiciones a las que la otra parte sinplenente se adhiere, y en segundo lu-- 
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gar, porque no se afecta la naturaleza del contrato si el servidor público, -

con conocimiento de causa, consiente desde el principio que el Estado puede va 

riar las condiciones originales de acto". (20 ) 

Esta tesis no es aceptable, pues infligen serios quebrantos a la noción - 

clésica del contrato, ademés no hay un texto legal expreso que determine qué -

clase de situaciones jurídicas debe producir el contrato y, en cambio, si hay-

textos legales que dan carácter y denominación diversa del contrato a otros --

actos formados por el concurso de varias voluntades, tales como la ley, o co-- 

ao la sentencia que dicta una autoridad jurisdiccional, 	Por otra parte, la- 

necesidad de que se genere una situación jurídica individual deriva de la fun-

ción y carácter del contrato, pues éste constituye una institución encaminada-

a satisfacer necesidades privadas de los hombreo. 

Por lo que se refiere a la Teoría del Acto Unión, se puede decir que "El -

acto que origina el nombramiento de un servidor pdblico no es un acto unilate-

ral del Estado, ya que no puede imponerse obligatoriamente, así coma tampoco -

es un contrato porque él no origina situaciones jurídicas individuales. En -

tal virtud, debemos considerarlo como un acto distinto que reune las siguien—

tes características: esté formado por la concurrencia de las voluntades del -

Estado que nombra y del particular que acepta el nombramiento, y por el efec-

to jurídico que origina dicho concurso de voluntades, que es el condicionar --

la aplicación a un caso individual de las disposiciones legales preexistentes-

que fijan en forma abstracta e impersonal los derechos y obligaciones que co--

rresponden a los titulares de los diversos órganos del Poder Público." (21) 

(20) IDEM. Pág. 132. 
(21) IDIDEM. Pág. 133. 
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Este acto que condiciona la aplicación del estado legal y que no puede -

crear ni variar la situación que establece dicho estatuto y que además permi-

te la modificación de éste en cualquier momento sin necesidad del consentí- -

miento del empleado, es el acto que la doctrina denomina acto unión. 

El nombramiento puede ser realizado por acto de una sola voluntad, o - - 

bién por el acuerdo de varias voluntades y es aquí pues que esas varias volun 

tades se funden en una unidad, la cual tiene el mismo efecto jurídico que el-

producido por una sola voluntad. 

En cuanto a la postura de la legislación mexicana, comentaremos que con-

fecha 28 de diciembre de 1963, fue publicado en el Diario Oficial de la Fede-

ración, la nueva Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Re—

glamentaria del apartado 8 del articulo 123 Constitucional. 

Esta Ley define como trabajadores al Servicio del Estado, como toda per-

sona que presta un servicio físico. intelectual o de ambos géneros al Estado. 

Establece las categorías de servidores públicos: los de confianza, quienes 

pueden ser nombrados o removidos de su cargo libremente, y los empleados de 

base, sujetos en todo a las prescripciones de la propia Ley (artículos 3o., 

4o., 5o. y 6o.). 

Esta Ley excluye, además de los servidores públicos de confianza, a los-

miembros del Ejército y Armada de México, al personal motorizado, los miem- - 

bros del servicio exterior Mexicano, el personal de vigilancia de los estable 
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cimientos penales y aquellos que presten sus servicios mediante contrato ci--

vil o estén sujetos al pago de honorarios. 

Cabe destacar que esta ley excluye a los servidores públicos antes men—

cionados, por contar con una regulación especial, como en el caso de las fuer 

zas armadas, o por estar contratados bajo un régimen distinto del regulado --

por la propia Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; sólo --

hacemos esta referencia para poder determinar la postura de la legislación --

mexicana,al respecto y por ende no entraremos a su estudio. 

En relación a la función pública, la legislación mexicana se inclino a--

la teoría del acto unión o acto condición, toda vez que como lo podemos ob---

servar, los artículos 3 y 12 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servi-

cio del Estado, considera claramente que dicha función pública se realiza por 

un acto que, aunque tiene el carácter convencional, simplemente condiciona la 

aplicación de un régimen legal y un caso individual, toda vez que estos pre-

ceptos establecen que el empleado público, presta sus servicios en virtud de-

nombramiento o por figurar en las listas de raya. 

Para concluir este tema es importante señalar que por lo que se refiere-

a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se despren-

de que maneja dos tipos de servidores públicos: los empleados y los funciona-

rios, sólo que no hace la distinción en una forma abierta y descriptiva como-

lo hace la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, sólo se --

limita a denominarlos como servidores públicos. 
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Las obligaciones conferidas en la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, loe establece su artículo 47, como un código de conducta-

que todo servidor público debe observar en el desempeño de sus funciones. 

2.3 	RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

Antes de entrar al estudio de la responsabilidad, haremos una breve refe-

rencia a los conceptos de deber jurídico y de obligación, toda vez que no es -

posible que exista responsabilidad, sin que exista previamente un deber jurídi 

co y una obligación. 

El deber jurídico, en sentido amplio, lo definimos como la necesidad de -

observar voluntariamente una conducta conforme a lo que prescriba una norma de 

derecho. El deber jurídico en sentido amplio, es el género, y éste tiene sus-

especies: 

El deber jurídico, en sentido estricto, es "La necesidad de observar vo--

luntariamente una conducta, conforme a lo que prescribe una norma de derecho,-

ya en favor de la colectividad, ya de persona determinada". (22) 

(22) GUTIERREZ y GONZALEZ, Ernesto. Derecho de las Obligaciones. Editorial - - 
Porrúa, México, 1990, 7a. Edición, Pég. 29. 
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Otra especie del deber jurídico en sentido amplio, es la obligación lato 

sensu, la cual define Gutiérrez y González, como "la necesidad jurídica de 

cumplir voluntariamente una prestación de carácter patrimonial (pecuniaria 

o moral) en favor de un sujeto que eventualmente puede llegar a existir, o en 

favor de un sujeto que ya existe". (23) 

La obligación lato sensu, tiene dos variantes: la obligación en sentido 

estricto y el derecho de crédito convencional. 

La obligación en sentido estricto, es la necesidad jurídica de mantener-

se en aptitud de cumplir voluntariamente una prestación de carácter patrimo-

nial, en favor de un sujeto que eventualmente puede llegar a existir. 

El derecho de crédito convencional, lo definimos como la necesidad jurí-

dica que tiene una persona denominada, obligado-deudor, de cumplir voluntaria 

mente a favor de otra persona, denominada acreedor, que le puede exigir, una-

prestación de carácter patrimonial. 

La dltima especie de deber jurídico en sentido amplio, es el derecho de-

crédito indemnizatorio o derecho personal indemnizatorio, el cual es definido 

por Gutiérrez y González como "La necesidad jurídica que tiene una persona, -

llamada obligado-deudor de cumplir voluntariamente a favor de otra persona, -

llamada acreedor, que le puede exigir la restitución de una situación jurfdi-

ca al estado que tenía: A) Antes de producirse la violación ilícita de un -- 

(23) IBIDEM. Pág. 32. 
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deber jurídico estricto sensu, o de una obligación lato sensu que causa un --

daño imputable al deudor, o B:.- Un hecho lícito que causa un daño, originado 

sin culpa en a).- Una conducta o un hecho previsto por la Ley, como objetiva 

mente dañoso (responsabilidad objetiva, tricto sensu). b).- Bien por el em—

pleo de un objeto que la Ley considera en si mismo peligroso (responsabilidad 

objetiva por riesgo creado), c).- Bien finalmente, por la realización de una 

conducta erronea de buena fe (responsabilidad objetiva por conducta erronea)" 

(24). 

En el Derecho, y en forma lato sensu, la responsabilidad puede concebir-

se como la obligación de dar satisfacción y responder por los daños ocasiona-

dos con las propias acciones. 

Escbjetodeeste rubro que analizaremos, las formas de responsabilidad que 

de acuerdo a las ramas del derecho, consideramos adecuados a tratar. 

En la rama del derecho privado, en concreto en el derecho civil, la doc-

trina ha distinguido dos tipos de responsabilidad. 

Responsabilidad objetiva y responsabilidad por hecho ilícito. 

En relación a la responsabilidad objetiva, los romanos estaban de acuer-

do en indemnizar por un daño causado, aún y cuando no mediara culpa. Fueron-

casos esporidicamente registrados, pero podemos considerar que esta variante- 

(24) IDO«. Ph. 34. 
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de la responsabilidad tuvo su cuna en el Derecho Romano. 

Al evolucionar las técnicas de producción, en el siglo XIX, diversos au 

toree intentaron sustituir el concepto de culpa por el de riesgo determinado 

que "...el hombre debe ser responsable, no solamente del daño que causa por-

su culpa, sino aún del que es consecuencia de su simple hecho; desde el mo—

mento en que ejerciendo su actividad causa un daño a otro, le debe repara- - 

ción". (25) 

De lo anterior, se desprende que existe, dentro de la responsabilidad -

objetiva, la responsabilidad por riesgo creado, la cual definiremos como - -

"La conducta que impone el Derecho de reparar el daño y el perjuicio causado 

por objetos o mecanismos peligrosos en sí mismos, al poseedor legal de éstos, 

aunque no haya obrado ilIcitamente."(26) 

Siguiendo la misma línea de Gutiérrez y González, podemos concluir que-

la resposnabilidad objetiva "Es la necesidad jurídica que tiene una persona-

llamada obligado-deudor, de cumplir voluntariamente a favor de otra persona, 

llamada acreedor, que le puede exigir, la restitución de una situación juri- 

(25) CAPITANT, Henri. Prefacio de la ler.ldición del Tratado de Reeponsabili 
dad Civil. Delictuosa y Contractual. H y I Mazeaud. Tomo I, Editorial -
Colom, México. Pág. 9. 

(26) GUTIERREZ y GONZALEZ, Ernesto. Ob. Cit. Pág. 669. 
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dica al estado que tenía, y que le causa un daño, originado por : a).- Una 

conducta o un hecho previsto por la Ley como objetivamente dañoso, b).- El 

empleo de un objeto que la Ley considera en sf mismo peligroso, o c),- Por 

la realización de una conducta erronea de buena fe". (27) 

Por lo que respecta a la responsabilidad por hecho nieto, vamos a co-

menzar por hacer una referencia sobre las diversas definiciones que sobre es 

ta variante de la responsabilidad, se ha dado a lo largo de la historia. 

Para Bonasi, la responsabilidad por hecho ilícito es "la obligación de-

soportar la reacción que el ordenamiento jurídico vincula al hecho dañoso".-

(28 

En efecto, este tipo de responsabilidad, obliga al sujeto que incurrió-

en ella a responder por mandamiento de ley, ante sus acciones u omisiones y, 

que en virtud de ellas se haya causado un daño. Este concepto es justo y --

preciso, pero para efectos de estudio y análisis, transcribiremos la defini-

ción de Gutiérrez y González, quien la explica como "... una conducta que con 

siete en restituir las cosas al estado que tenían, y de no ser posible, en - 

el pago del daño y perjuicio causado por una acción u omisión de quien las - 

(27) OEN. Pág. 668. 
(28) BONASI BESUCCI, Eduardo. La lespossabilidad Civil N. 1. José Ma. Bosch-

Editor. Barcelona 1958. Pág. 7. 
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cometió por sf mismo, o esa acción u omisión permitió que se causaran por --

personas a su cuidado o cosas que posee, y que originó la violación culpable 

de un deber jurídico stricto sensu, o de una obligación lato sensu previa, -

en cualquiera de sus dos especies." (29) 

Estas son pues, las consideraciones necesarias para entender y compren-

der el origen y efecto de la responsabilidad administrativa de los servido--

res públicos. 

Para entrar en materia de estudio una vez analizadas las formas de res-

ponsabilidad de acuerdo a las ramas del derecho, procederemos a estudiar la-

responsabilidad de los servidores públicos. 

Como ya hemos visto, el concepto de responsabilidad es muy amplio, pues 

tiene un contenido moral, social, político y jurídico a la vez. "La noción-

jurídica de responsabilidad presenta dos vertientes para ser consideradas pa 

t'a su estudio: desde la perspectiva del Derecho Penal y la del Derecho Ci--

vil." (30) 

El estudio de la responsabilidad, en sus aspectos distintos, no puede -

ser analizada en forma aislada ni abstracta, pues es un ingrediente social y 

moral de la conducta humana como miembro social. 

(29) GUTIERREZ y GONZALEZ, Ernesto. Ob. Cit. Pág. 486. 

(30) GALINDO GARFIAS, Ignacio. "Responsabilidad Civil de los Servidores Pú—
blicos". Revista Mexicana de Justicia N. 4, Vol. III, Oct. Dic. México, . 
1985, Pág. 43. 
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Para el estudio de la responsabilidad de los servidores públicos, la - - 

analizaremos en las siguientes especies: política, administrativa, penal y --

civil. 

El servidor público es responsable del cumplimiento de un deber fundasen 

tal, propio de un cargo, que consiste en ajustar su conducta al ordenamiento-

jurídico que rige el ejercicio del cargo, empleo o comisión que desempeña. En 

este sentido, responsabilidad en lato sensu, u... es el compromiso u obliga—

ción de acatar los deberes que impone el cargo... estar a las consecuencias --

del incumplimiento de la conducta debida o legítimamente esperada del servi—

dor público, por grupo social." (31) 

Conforme a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi—

cos, podemos ver los deberes que impone a los servidores públicos, deberes --

que son de distinta índole unos de otros, y producen distintos efectos. 

La responsabilidad política tiene un sentido de indignidad hacia el ser-

vidor público responsable, su contenido es ético, de reproche público, pues -

ha defraudado la confianza que la sociedad depositó en su persona para reali-

zar el cargo de los destinos del pais. 

La responsabilidad administrativa tiene como fin la disciplina. Es así, 

que cuando la conducta del servidor público es de tal naturaleza que llega a- 

(31) IDEM. Pág. 45. 
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infringir alguna de las fracciones del articulo 47 de la Ley Federal de Res-

ponsabilidades de los Servidores Públicos, es acreedor a las sanciones que - 

la misma Ley establece y que serán analizadas más adelante. 

Si la conducta de un servidor público, se llega a encuadrar en un deli-

to contemplado en el titulo décimo del Código Penal, la responsabilidad se -

traduce en penal y será castigada penalmente según el delito que ésta haya -

cometido, aquí aparece otra sanción, y es reparar el daño causado a la na- -

atén, daño de carácter patrimonial o económico, incluso, reparar los daños -

causados a un particular. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, no con-

tiene disposiciones sobre la responsabilidad civil de los servidores públi-

cos, sólo se refiere de manera somera al indicar como sanción a un servidor, 

una sanción económica, que podrá ser hasta de dos tantos del beneficio obte-

nido o del daño causado al erario de la Hacienda Pública. 

Tenemos que poner especial atención a esta incidental referencia de res 

ponsabilidad civil en la Ley Federal que nos ocupa. En efecto esta ley, só-

lo hace referencia al daño causado al patrimonio de la Naciún o del causado-

a la Hacienda Pública, pero en un país como el nuestro, organizado en bases-

democráticas y representativas y que por ende es del pueblo, en donde radica 

la soberanía y toma su origen el poder estatal, los servidores públicos de--

ben también responder, en la misma forma en que responden al daño causado a-

la Nación, al daño que con motivo de su función, negligente o imprudencial,- 
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le causen a un particular, 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, encami-

na su cauce para sancionar a un servidor público que con su conducta ha cau-

sado un daño a la Nación; pero con mayor frecuencia, el servidor público da-

ña el patrimonio del particular y es aquí donde el particular se queda sin - 

medio legal para hacer efectivo el exigir la reposición del daño causado por 

aquel servidor público, que con su investidura pública, transgrede y afecta-

la economía del pueblo. 

De esta manera, "La responsabilidad civil de los servidores públicos, -

consiste en la obligación a su cargo de reparar el daño patrimonial que cau-

sen en el ejercicio de sus funciones, cuando no proceden con la máxima dili-

gencia, cuidado, honestidad y eficiencia debida". (32) 

Hemos visto pues, que "El servidor público es responsable del incumpli-

miento de los deberes que le impone la función que desempeña. La responsabi 

lidad puede ser de índole administrativa, civil o personal. La responsabili-

dad administrativa se origina por la comisión de faltas disciplinarias y da-

lugar a la imposición de correcciones de carácter también disciplinarias. Se 

está en presencia de responsabilidad civil cuando el incumplimiento de las -

obligaciones públicas se traduce en un menoscabo en el patrimonio del estado. 

En este caso se trata de una responsabilidad exclusivamente pecuniaria, que-

se establece con el único fin de resarcir al Estado los daños sufridos, 

(32) IBIDEM. Pág. 50. 
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Las personales son aquelas que emanan de un delito". (33) 

Al inicio de este tema mencionábamos, que no es posible que exista responsa 

bilidad, sin que exista previamente una obligación. (34) 

Es asi como ya al entrar en materia de estudio se hace necesario señalar --

claramente cuales son aquellas obligaciones que debe observar todo servidor pú-

blico, a efecto de preservar y respetar los principios de legalidad, honradez,-

lealtad, imparcialidad y eficiencia, en el desempeño de sus empleos, cargos o -

comisiones ( Art. 109 Fracc. III de la Constitución Politica de los Estados Uni 

dos Mexicanos). 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en su --

articulo 47 establece un código de conducta (obligaciones) que todo servidor - 

público debe observar en el desempeño de tus funciones. 	Este articulo consta 

de 24 fracciones, mismas que ahora transcribimos. 

Articulo 47 

Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, -
para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcia 
lidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño 
de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará-
lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan,-
sin perjuicio de sus derechos laborales, asi como de les --
normas especificas que al respecto rijan en el servicio de-
las fuerzas armadas. 

(33) SEMINARIO JUDICIAL FEDERAL IV época, 4a. Sala, T. XXVII, Pág. 50; T. 
XXIV, 4a. Sala, V época, Pág. 123. 

(34) SUPRA Pág. 42 



Cumplir czn la albas diligencia el servicio que :e sea 
encomendado y abstenerse de cualquier acto u amisi5n que --
zs,,,se la suspenso.: o defizien:.1 de dicho servicio z impli 
que abuso z ejer.'-'z indebido de un eniez, :Irgo z coni--
si5n; 

II.- Forwlar y ejecutar lega:unte, en EU :aso, ::s pla- - 
Uf, programas y prts.puestos correspondientes a su compe—
tencia, y cumplir las leyes y :tras normas que determinen -
e: manejo de recursos tcon5eccos plIblicos; 

III.- Utilizar los recursos que tengan asignados para el --
desempeSo de su empleo, :ars: : comisl5n, las facultades --
que le sean atr",-"'s o la informáci5r, reservada a que ten 
gs acceso por su  	exclusivamente para los fines a -- 
que está= afectos; 

rs.- Custodiar y cuidar la documentaci5n e informaci5n que-
por ratSn de su en;:eo, cargo o comisiln, conserve bajo su-
cuidado z a la cual tensa acceso, impidiendo z evitan:o el-
uso, la sustraci5n, destrucci5n, ocultamiento o inutilira-
cíe,: indebidas ¿e iguíllas; 

Y.- Observar buena conducta e: su empleo, cargo o comisiIn, 
tratando con respeto, diligencia, imparcialidad y recitad-
a las personas con :as que tenga relación ceo. motivo ¿e - -
éste; 

Si.- Observar en la direccift de sus inferiores jerárquicos 
las debidas reglas de: trato y abstenerse de incurrir en --
agravio, delviaci3n o abuso ¿e a-•••>"ad; 

VII.- Observar res.,:atz y subordinaci5n legitimas con respec 
to a sus superiores jerárquicos inmediatos o mediatos, :un: 
pliendo las dispos,-<-,-es que ístcs dicten e: el ejercicio-
le sus atribuciones; 

T111.- Comunicar por escrito al titular de la dependencia o 
entidad en la que presten sus servicios, las dudas fundadas 
que le suscite la procedencia de las 5rdenes que reciba; 

II.- Abstenerse ¿e ejercer las funciones de un ewlez, car-
go z comisiln despuis de concluido el periodo para el cual-
se le designo o de haber :asado, por cualquier otra causa,-
e= el ejercicio ¿e sus funciones; 

1.- Abstenerse de disponer o autorizar a un subordinado a -
no asistir sin causa justificada a sus labores por más ¿e - 
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quince días continuos o treita discontinuos en un año, así 
como de otorgar indebidamente licencias, permisos o comi—
siones con goce parcial o total de sueldo y otras percep-
ciones, cuando las necesidades del servicio público no lo-
exijan; 

XI.- Abstenerse de desempeñar algún otro empleo, cargo o -
comisión oficial o particular que la Ley le prohiba. 

XII.- Abstenerse de autorizar la selección, contratación,-
nombramiento o designación de quien se encuentre inhabili-
tado por resolución firme de la autoridad competente para-
ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio público. 

XIII.- Excusarse de intervenir en cualquier forma en la --
atención, tramitación o resolución de asuntos en los que -
tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo 
aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para --
él, su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el cuarto -
grado, por afinidad o civiles, o para terceros con los que 
tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o 
para socios o sociedades de las que el servidor público o-
las personas antes referidas formen o hayan formado parte; 

XIV.- Informar por escrito al jefe inmediato y en suceso.-
al superior jerárquico, sobre la atención, trámite o reso-
lución de los asuntos a que hace referencia la fracción an 
terior y que sean de su conocimiento; y observar sus ins—
trucciones por escrito sobre su atención, tramitación y re 
solución, cuando el servidor público no pueda abstenerse -
de intervenir en ellos; 

XV.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones de-
solicitar, aceptar o recibir, por sf o por interpósita per 
sona, dinero, objetos mediante enajenación a su favor en -
precio notoriamente inferior al que el bien de que se tra-
te y que tenga en el mercado ordinario, o cualquier dona-
ción, empleo, cargo o comisión para sf, o para las perso-
nas a que se refiere la fracción XIII, y que procedan de -
cualquier persona física o moral cuyas actitudes profesio-
nales, comerciales o industriales se encuentren directamen 
te vinculadas, reguladas o supervisadas por el servidor --
público de que se trate en el desempeño de su empleo, car-
go o comisión y que implique intereses en conflicto. Esta 
prevención es aplicable hasta un año después de que se ha-
ya retirado del empleo, cargo o comisión. 

XVI.- Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtener - 
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o pretender obtener beneficios adicionalse a las contra--
prestaciones comprobables que el Estado le otorga por el -
desempeño de su función, sean para él o para las personas-
a las que se refiere la fracción XIII; 

XVII.- Abstenerse de intervenir o participar indebidamente 
en la selección, nombramiento, designación, contratación,-
promoción, suspensión, remoción, cese o sanción de cual- - 
quier servidor público, cuando tenga interés personal, fa-
miliar o de negocios en el caso, o pueda derivar alguna --
ventaja o beneficio para él o para las personas a las que-
se refiere la fracción XIII; 

XVIII.- Presentar con oportunidad y veracidad, las declara 
ciones de situación patrimonial, en los términos establecí 
dos por esta Ley; 

XIX.- Atender con diligencia las instrucciones, requeri- - 
mientos y resoluciones que reciba de la Secretaría de - -
Contraloría, conforme a la competencia de ésta; 

XX.- Supervisar que los servidores públicos sujetos a su -
dirección, cumplan con las disposiciones de este articulo; 
y denunciar por escrito, ante el superior jerárquico o la-
contraloría interna, los actos u omisiones que en ejercí--
cio de sus funciones llegare a advertir respecto de cual--
quier servidor público que pueda ser causa de responsabili 
dad administrativa en los términos de esta Ley, y de las 
normas que al efecto se expidan; 

XXI.- Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda la in—
formación y datos solicitados por la institución a la que-
legalmente le competa la vigilancia y defensa de los dere-
chos humanos, a efecto de que aquélla pueda cumplir con --
las facultades y atribuciones que le correspondan; 

XXII.- Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique 
incumplimiento de cualquier disposición jurídica relaciona 
da con el servicio público; 

XXIII.- Abstenerse, en ejercicio de sus funciones o con mo 
tivo de ellas, de celebrar o autorizar la celebración de -
pedidos o contratos relacionados con adquisiciones, arren-
damientos y enajenación de todo tipo de bienes, prestación 
de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de-
obra pública, con quien desempeñe un empleo, cargo o comi-
sión en el servicio público, o bien con las sociedades de- 
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las que dichas personas formen parte, sin la autorización 
previa y especifica de la Secretaria a propuesta razona--
da, conforme a las disposiciones legales aplicables, del-
titular de la dependencia o entidad de que se trate. Por 
ningún motivo podré celebrarse pedido o contrato alguno -
con quien se encuentre inhabilitado para desempeñar un --
empleo, cargo o comisión en el servicio público, y 

XXIV.- Las demás que le impongan las leyes y reglamentos. 

En el estado de derecho en que vivimos toda acción u omisión lleva consi 

go una consecuencia jurídica. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, como hi-

pótesis normativa, regula la actividad de los servidores públicos, en su ar—

ticulo 53, establece las sanciones; a que serán acreedores aquéllos servido--

res públicos que no cumplan con sus deberes jurídicos impuestos, por su sola-

calidad como tal,conferidos en el articulo 47. 

Bajo este punto analizaremos las sanciones administrativas aplicables -

por la incursión en responsabilidades administrativas contempladas en el ar—

ticulo 53 de la Ley en cita, mencionadas de manera somera en temas anteriores. 

(35) 

I.- Apercibimiento.- Se entiende como una corrección disciplinaria-

que consiste en la advertencia de la autoridad para que el servidor público - 

ejecute su función por el encause legal, con estricto apego a las normas y -- 

(35) SUPRA. Pág. 31. 
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por ende se le hace saber las consecuencias de derecho a que se puede hacer-

acreedor en caso de no sujetarse al derecho. 

II.- Amonestación.- Se puede conceptuar como aquella medida disciplina-

ria, por medio de la cual la autoridad hace presente al servidor público la-

responsabilidad administrativa en que incurrió, a efecto de que en lo sucesi 

vo se abstenga de ejecutar su función fuera de todo marco normativo. 

El medio por el cual la autoridad hace del conocimiento tal responsabi-

lidad en que incurrió el servidor público, puede ser de manera personal y en 

audiencia cerrada o mediante publicaciones en lugares públicos y visibles. - 

Esta es la principal diferencia entre la amonestación pública y privada. 

III.- Suspensión.- Concebimos a la suspensión como el cese temporal de-

la prestación de servicios públicos y por ende de la percepción de su sala—

rio. 

IV.- Destitución del Puesto.- Es la sanción administrativa por virtud -

de la cual se separa al servidor público de su cargo. 

V.- Sanción Económica.- La Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-

vidores Públicos, establece que la sanción económica se aplica con motivo de 

la obtención de beneficios en el cargo público, o bien por causar un daño o-

perjuicio por incumplimiento de las obligaciones del servidor público, en el 

ejercicio de su cargo. 
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Podemos decir que la naturaleza jurídica de la sanción económica, es un 

derecho de crédito indemnizatorio, a favor del Estado, por un menoscabo su-

frido en el patrimonio de la Hacienda Pública, entendida ésta no sólo como 

la liquidez monetaria del Estado, sino todo aquél bien mueble susceptible de 

valorarse en dinero. 

El incumplimiento de obligaciones puede ser doloso o por negligencia, y 

si por este incumplimiento de obligaciones se crea un daño patrimonial, sur 

ge entonces el Derecho de Crédito Indemnizatorio. 	Al respecto es impor— 

tante recordar la definición que Gutiérrez y Condice, hace de tal concepto. 

(36) 

VI.- Inhabilitación temporal para desempeñar Empleos, Cargos o Comino 

nes en el Servicio Público.- 	Esta sanción es la que prohibe el ejercicio 

de una función pública durante un periodo de uno a veinte años, según la --

gravedad de le responsabilidad, en la que haya incurrido y de acuerdo al --

monto o lucro obtenido o del daño o perjuicio causado. 

2.4 	SECRETARIA DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA FEDERACION HOY SECRETARIA 

DE CONTRALORIA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO. 

(Diario Oficial de la Federación 28 de Diciembre de 1994). 

Con motivo de la intensa consulta popular desarrollada durante la campa 

ña del Licenciado Miguel de la Madrid Hurtado, en la que se recogió como un 

(36) Ver SUPRA (24) 
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claro reclamo popular, la necesidad de instrumentar medios adecuados para el 

eficiente y honesto manejo de los recursos de la nación, fue lo que dio vida 

y cuerpo a la tesis de la renovación moral de la sociedad. 

Es así como en cumplimiento a los compromisos asumidos en su campaña --

presidencial, el Ejecutivo Federal, presentó en el año de 1982, un paquete -

de propuestas legislativas en el que se incluyó el Decreto de Reformas y Adi 

ciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, mismas que al 

someterse al procedimiento legislativo y tras un largo debate en el seno del 

M. Congreso de la Unión y al publicares en el Diario Oficial de la Federa- - 

cién el 29 de diciembre de 1982, con vigencia a partir del lo. de enero de-

1983, particularmente en su artículo 32 bis, dio origen a la creación de la-

Secretaría de la Contraloría General de la Federación, a la que se le otorga 

ron facultades y atribuciones en el orden del control de caricter normativo, 

de vigilancia y fiscalización, de evaluación, y de control disciplinario, en 

lo tocante, ésto último a las responsabilidades de los servidores públicos,-

al encargarse de aplicar la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido-

res Públicos. Su intervención en lo relacionado con los ordenamientos lega-

les, fue en la Ley de Entidades Paraestatales; la de Presupuesto, Contabili-

dad y Gasto Público Federal; la de Obras Públicas, la General de Bienes Na-

cionales, la de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios Rela 

cionados con Bienes Muebles, etc., completando así el Sistema de Control de-

Evaluación de la Gestión Pública, 

Como es fácil comprender, las responsabilidades en el ejercicio de las- 
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comisiones y mandatos de la función pública, por la propia dignificación del 

servicio público, requerían la normatividad y las acciones conducentes para-

una transparencia en el ejercicio de tales responsabilidades, por lo que ha-

bla que tomar las medidas del caso, para que un órgano en lo particular, co-

mo instrumento del régimen disciplinario del Estado, pudiera normar y ejer-

cer el control jerárquico, imponer las sanciones a los servidores públicos -

en el desuso de sus deberes genéricos y específicos y en su caso denunciar -

oportuna y eficazmente las irregularidades que fueran delictuosas ante el Mi 

nisterio Público; todo ello motivó la creación de esta Dependencia del Eje-

cutivo Federal que nos ocupa, misma que inicié propiamente su vida institu-

cional a través de la expedición de su Reglamento Interior, publicado en el-

Diario Oficial de fecha 19 de enero de 1983, el cual fue abrogado por el ---

nuevo Reglamento Interior de la propia Secretaria de fecha 13 de enero de -- 

1989, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de enero. 	Este 

reglamento establece la competencia y organización de la Secretaria. 

Es interesante señalar el comentario que hace Herrera Pérez, al manifes-

tar que "La reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal -

fue adecuada y la creación de la Secretaria de la Contraloría General de la-

Federación también lo fue, sólo que no es muy afortunado el nombre que se le 

dio puesto que no es Contraloría General de la Federación, ya que sólo tiene 

facultades para intervenir dentro del Poder Ejecutivo, ni siquiera dentro --

de los :tros dos poderes que integran el Estado Mexicano, y mucho --

menos puede intervenir en las entidades federativas que son las que integran 
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a la Federación, por lo tanto es un error llamarle Contraloría General de la - 

Federación. 

Por lo anterior el nombre que nos parece más adecuado es el de "Secretaría 

de la Contraloría General de la Administración Pública Federal". (37) 

Al respecto, en la presente administración bajo el Gobierno de Ernesto --

Zedillo Ponce de León, también se consideró conveniente hacer una modificación, 

al nombre de tal Secretaría, es así que con fecha 28 de Diciembre de 1994, se -

publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto emitido por el H. Con 

graso de la Unión con el que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones-

de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y de manera específica 

al punto de estudio, en su artículo 26 señala que "Para el despacho de los asun 

tos del orden administrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con las -- 

siguientes dependencias". 	Es aqui en donde entre otras queda establecido el - 

actual nombre de la multicitada Secretaria para quedar como "Secretaría de Con-

traloría y Desarrollo Administrativo". 

Las funciones básica de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Adminis-

trativo las podemos consultar en las veinticinco fracciones del articulo 37 de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en donde, de manera ---

amplia, se establece la competencia de la Secretaria de Contraloría, sus facul 

tades y funciones. 

(37) HERRERA PEREZ, Agustín.- Lea Responsabilidades Administrativas de loa Ser 
oidores Pilblicos.-2a, Edición, Editorial Carsa, S.A. México 1992. Pág. 135 
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2.5 	FACULTADES DE LOS ()ROANOS DE CONTROL INTERNO. 

En este punto, realizaremos una breve explicación de las facultades y res-

tricciones que poseen los órganos de control interno de las dependencias del -

Ejecutivo Federal, de los organismos descentralizados y empresas paraestatales; 

asimismo, haremos un breve comentario sobre las facultades que tienen las Con-

tralorías Generales de los Estados de la Federación para aplicar la ley en estu 

dio. 

Iniciaremos con los Organos de Control Interno como órganos facultados para 

la aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Al respecto señalaremos que el articulo 49 de la ley en cita, establece que las 

dependencias y entidades de la Administración Pública contarán con unidades es-

pecificas de fácil acceso a fin da que la ciudadanía presente sus quejas o de--

nuncias en contra de actos de sus servidores públicos, que hayan sido realiza-

dos fuera de los principios de legalidad, honradez, eficiencia y eficacia y que 

puedan dar origen a responsabilidades administrativas, debiendo atender dichas-

quejas o denuncias y dar su pronta solución. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, faculta a - 

estos Organos de Control Interno, para aplicar la propia ley, desahogar los pro 

cedimientos administrativos en ella concebidos y en el ámbito de su competencia 

aplicar las sanciones administrativas a aquellos servidores públicos que con su 

conducta u omisión violan el código de conducta ya referido y plasmado en el --

articulo 47 de la ley mencionada. 
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Aunado a lo anterior, cada una de estas dependencias y organismos, poseen - 

su propio reglamento interior, y es en éste donde se confirma la voluntad del -

legislador de delegar las facultades, con sus restricciones por naturaleza a --

las Secretarias de Estado, Departamentos Administrativos, y demás órganos men—

cionados para aplicar la ya multicitada ley. 

Todos estos órganos, estan facultados para aplicar la Ley Federal de Respon 

sabilidades de los Servidores Públicos, en lo referente al Titulo Tercero, pues 

el Titulo Primero y Segundo se refiere a la responsabilidad política y declara-

ción de procedencia, la cual sólo les compete a la Cámara de Diputados y Senado 

res, como ya lo hemos visto desahogar el juicio político y el desafuero; el -

Titulo último, se refiere al registro de la situación patrimonial de los servi-

dores públicos, y para el cual sólo la Secretaría de Contraloría está facultada 

para llevarlo a cabo. 

En cuanto al Titulo Terecero, el cual está dedicado a las responsabilidades 

administrativas los órganos de control interno ya referidos, tienen las siguien 

tes restricciones: 

El artículo 60 de la Ley Federal en cita, establece que las Contralorías In 

ternas no pueden imponer sanciones económicas cuyo monto sea superior a doscien 

tas veces al salario mínimo, debiendo turnar los autos a la Secretaría de --

Contraloría para los efectos de la determinación de la sanción económica. 

Por su parte, el articulo 62, establece que cuando existan responsabilida-

des mayores, sólo la Secretaria será la competente para abocarse directamente - 

al asunto. 	Al respecto, únicamente hace falta definir claramente cuales son las 
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responsabilidades mayores. 

Las Contralorías Generales de los Estados, también se encuentran facultadas 

para la aplicación de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú-

blicos. 

Las partes integrantes de la Federación son los 31 Estados de la República-

y el Distrito Federal, cada uno de los estados posee su propia legislación, la 

cual, no puede contravenir lo dispuesto por la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos, ni por las Leyes Federales. 

Bajo este rubro, cada una de las entidadeo federativas posee su propia le—

gislación de responsabilidades de los servidores públicos, misma que es aplica 

da por la Contraloría General Estatal. 

Constitucionalmente hablando, los órganos de control estatal, estén faculta 

dos para aplicar la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En efecto el artículo 26 constitucional, fija las bases de la planeación nacio-

nal y hace referencia a la relación Federación-Estado, en la que el Ejecutivo -

Federal puede efectuar acciones coordinadas con los gobiernos de las entidades-

federativas, lo cual se concreta mediante los Convenios Unicos de Desarrollo. 

En este marco, la Secretaria de Contraloría y Desarrollo Administrativo, sus--

cribe acuerdos de coordinación con los gobiernos de los Estados de la República, 

para que con la participación de las Contralorías Estatales, se lleve a cabo en 

forma descentralizada el control y vigilancia de los recursos federales que se-

sigan a los estados para Programas de Desarrollo Regional y para el Programa --

Nacional de Solidaridad. 
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De lo anterior, se desprende que las Contralorías Estatales, tienen la fa--

cultad para aplicar la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-

cos, únicamente cuando los servidores públicos estatales incurran en responsabi 

lidad administrativa por la malversación de fondos y recursos federales, siempre 

y cuando se hayan suscrito los respectivos Convenios Unicos de Desarrollo entre 

el Gobierno del Estado y la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrati 

vo; 	en los demás casos, sólo se podrá aplicar la legislatura local de respon- 

sabilidades de los servidores públicos que para tal efecto haya expedido la le-

gislatura local del estado. 

2.6 	QUEJA O DENUNCIA ANTE LAS ENTIDADES, DEPENDENCIAS O SECRETARIA DE CONTRA - 
LORIA Y DESARROLLO ADMINISTRATIVO. 

Antes de iniciar el estudio del tema, es importante dejar claro la diferen-

cía entre queja o denuncia. 

"Queja es el acto mediante el cual una persona hace del conocimiento de la-

autoridad administrativa el incumplimiento de las obligaciones legales y admi—

nistrativas por parte de algún servidor público, cuando dicho incumplimiento le 

cause agravio. 	Denuncia es el acto mediante el cual se pone en conocimiento- 

de la autoridad la comisión de delito o infracción a alguna disposición jurídi- 

ca. 	En materia de responsabilidades, es el acto por el cual una persona hace 

del conocimiento de las autoridades administrativa el incumplimiento de obliga--

clones legales y administrativas por parte de algún servidor público, aún cuando 

no le cause agravio alguno". (38) 

(38) "IMPOWEOC100 MICA ~E EL NUM WERESPOMSAEILIDADES ADMINISTRATIVAS". 
S.P.P., Programación y Presupuesto, Oficialía Mayor, Unidad de Contraloría 
Interna. 
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En tal virtud podemos concluir que los motivos que originan una queja, le -

afectan de manera directa al quejoso, no así en el caso de la denuncia, toda --

vez los hechos origen de la denuncia no causan agravio alguno al denunciante. 

Como ya lo mencionamos anteriormente la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos, señala que en cada entidad o dependencia deberá esta--

blecerse una unidad de quejas y denuncias para que todo ciudadano tenga fácil-

acceso a la presentación de cualquier queja o denuncia en contra de algún serví 

dor público por alguna irregularidad administrativa que haya cometido. 

En efecto, para que los órganos de control, puedan iniciar una indagatoria-

tendiente a conformar la presunta responsabilidad de un servidor público, es ne 

caserío que la Contraloría tenga conocimiento de la irregularidad del servidor, 

y para tal efecto cuenta con dos medios, la queja y la denuncia, las cuales al-

ser presentadas deberán ir firmadas y en lo posible acompañadas de las pruebas-

necesarias, con lo que se iniciara una investigación previa al procedimiento --

administrativo de responsabilidades, como sería la recepción, ratificación y --

admisión. 

Estas fases como se mencioné, son preparatorias del inicio del procedimien-

to disciplinario y no corresponden al procedimiento mismo, al cual le correspon 

den otras características de mayor formalidad que veremos más adelante. (39) 

Por supuesto las entidades, dependencias y sobre todo la Secretaria de Con-

traloría y Desarrollo Administrativo, con la queja o denuncia podrá de oficio -

allegarse todas las pruebas necesarias para acreditar la responsabilidad de un-

servidor público. 

(39) INFRA. Pág. 67 
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2.7 PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACION. 

Una vez que se ha presentado una queja o denuncia la autoridad correspon---

diente iniciare el procedimiento de investigación. 

Si bien una queja o denuncia puede dar origen a un procedimiento administra 

Uva, éste no es una regla general, ni siempre se produce esta consecuencia, --

pues en muchos casos, el archivo será el destino de una queja o denuncia por --

improcedencia, de esta manera, el periodo comprendido entre la recepción de una 

queja y denuncia y el inicio del procedimiento disciplinario a través de la no-

tificación de la citación a audencia o el oficio o memorándum que ordena se --

archive la promoción por improcedente, constituye propiamente dicho un período-

indagatorio o de investigación, cuya importancia es de tal magnitud, que de sus 

conclusiones preliminares le permitirán a la autoridad determinar si ha lugar a 

la incoación del procedimiento respectivo. 

La investigación que se realice tendré como finalidad determinar la exis-

tencia o no de aquellos elementos que motivaron la queja o denuncia, corroboran 

do si son veraces los hechos asentados en ésta, y si de tales pueden presumirse 

como constitutivos de responsabilidad administrativa o de otra naturaleza. 

En efecto, el quejoso o denunciante debe de aportar todos aquellos elemen—

tos, ciertos y precisos que configuren la responsabilidad del servidor público-

imputado, o bien, que puedan dar un cause a la investigación para determinar el 

origen del acto irregular, tal es el caso de los testigos del quejoso o denun--

ciente, documentales y demás medios de prueba establecidos por la ley, inclu---

yendo la declaración protestada en términos de ley del propio quejoso o denun-- 
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ciante. 

En ocasiones, la queja o denuncia no contiene pruebas, lo que no implica --

que la autoridad deba de abstenerse de actuar, en estos casos deberá de acudir-

a todos aquellos informes rendidos y declaraciones realizadas, ya sea por auto-

ridades o particulares, mismos que puedan dar luz al origen de los hechos en --

investigación. 

Es importante dejar claro que en ningún caso el desistimiento del quejoso o 

denunciante seré motivo para concluir un asunto, sea para suspender la investi-

gación o para archivar el expediente generado durante la tramitación del proce-

dimiento. 

Si de las investigaciones realizadas, se acredita la presunta responsabili-

dad de un servidor público, se procederé en los términos del articulo 64 de la-

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, dando inicio así -

al desahogo del procedimiento administrativo disciplinario. 

2.8 DESAHOGO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. 

Como lo mencionamos en el punto anterior, una vez integrada la presunta res 

ponsabilidad de un servidor público, el árgano de control,si no han prescrito -

sus facultades, deberé citar a dicho servidor para una audiencia en la que se -

le harén del conocimiento las irregularidades que se le imputan, se le respeta-

ra su derecho de ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga por si o 

por medio de un defensor, respetando así las garantías de legalidad y audiencia, 
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consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales, para así poder ser oído 

y vencido en juicio. 

2.8.1 	AUTO DE INICIO. 

Es importante señalar que en el procedimiento administrativo disciplinario—

es el "Proveído de Inicio de Procedimiento Administrativo Disciplinario", el --

que da formalidad al inicio del procedimiento y cuenta con los siguientes ele--

mentos: 

Lugar y fecha en que se emite; 

Nombre o nombres de los promoventes; 

Nombre o nombres de los servidores públicos presuntos responsables; 

Irregularidades administrativas por las cuales se dará origen al procedimien 

to administrativo de responsabilidades; 

La orden para citar al o a los presuntos responsables; 

La orden para practicar las diligencias necesarias tendientes a la aclara-- 

cián de la responsabilidad imputada; y 

La firma de la autoridad que emite el Proveído de Inicio. 

2.8.2 GARANTIA DE AUDIENCIA AL SERVIDOR PUBLICO PRESUNTO RESPONSABLE. 

Todo sujeto, por el solo hecho de estar en territorio nacional, es acreedor 

de las garantías individuales que consagra la Constitución Política de los Esta 

dos Unidos Mexicanos, en sus artículos 14 y 16. 	Es el caso que ninguna perso 

na puede ser privada de su vida, libertad, propiedades, posesiones o derechos, 
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sin antes haber causa justificada, fundada y motivada, y haber sido oído y ven-

cido en juicio seguido ante Tribunal competente, en el que se cumplan las forma 

lidades del procedimiento aplicable al caso. 

Ya ubicados en el marco constitucional, podemos determinar que en el prosa-

disiento en estudio, también deben ser respetadas dichas garantías. 

La Ley Federal de Responsabilidades de loe Servidores Públicos, en su ---

artículo 64 concibe el respeto a la garantía de audiencia en el procedimiento -

administrativo disciplinario de la siguiente manera. 

Mediante citatorio escrito, el presunto responsable deberé ser citada una-

audiencia, citatorio que deberé tener los siguientes requisitos: 

Se le haca saber la responsabilidad o responsabilidades administrativas que-

se le imputen; 

Se le indicaré el lugar, día y hora en que tendré verificativo dicha audien-

cia; 

Se le señalara el derecho que tiene a ofrecer pruebas y a alegar en la misma 

lo que a su derecho convenga, y 

El derecho que tiene a nombrar defensor y a asistir con él a la mencionada -

audiencia. 

A esta audiencia también deberá asistir el representante de la dependencia - 

o entidad a que pertenezca el servidor público presunto responsable, que para --

tal efecto haya sido designado, el que podré alegar lo que a su derecho convenga. 
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También es importante mencionar que la audiencia a que se hace mención debe 

ré llevarse a cabo en un plazo no menor de 5 ni mayor de 15 días hábiles, con-

tado a partir de la fecha de notificación y el de audiencia. 

En la celebración de la audiencia se levantará el acta correspondiente en -

la que obre la declaración del presunto responsable, con lag formalidades ya se 

Baladas, en la que deberé estar apercibido de declarar con verdad, y deberá ser 

debidamente firmada por todos los que en ella intervinieron. 

2.8.3 SUSPENSION DEL SERVIDOR PUBLICO PRESUNTO RESPONSABLE. 

Resulta necesario mencionar, que dada la importancia del procedimiento de -

responsabilidades que se seguiré o que se sigue en contra de un servidor públi-

co pregunto responsable, o si a criterio de la autoridad administrativa así con 

viene para la conclusión o continuación de las investigaciones y del procedimien 

to, se podré suspender temporalmente al o a los presuntos responsables de sus -

cargos, empleos o comisiones. 

Al efecto el artículo 64 fracción IV de la ley de la materia establece que-

se podré determinar la suspensión temporal en cualquier momento previa o poste-

riormente al citatorio mencionado en el punto anterior. 

También señala la misma fracción que dicha suspensión temporal no prejuzga 

sobre responsabilidad que se le imputa al servidor público, es así que en la de 

terminación que se haga para la suspensión del o los servidores públicos se ha-

ré constar expresamente esta salvedad. 
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Dicha suspensión temporal decretada en contra de un servidor público, sus--

pende loe efectos de su nombramiento y por ende la ocupación del empleo, cargo-

o comisión y regirá desde el momento en que le sea notificada al interesado o -

éste quede enterado de la resolución por cualquier medio. 

El mismo párrafo establece que tal suspension temporal cesará cuando así lo 

resuelva la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, independien-

temente de la iniciación, continuación o conclusión del procedimiento adminis—

trativo. 

El tercer párrafo de la fracción que se comenta, señala que cuando los ser-

vidores públicos, suspendidos temporalmente no resultaran responsables de las -

infracciones que se les imputaron, deberán ser restituidos en el goce de sus -

derechos, es decir reinstalados en el desempeño de su empleo, o comisión y ---

además se les deberán cubrir las percepciones que debieron haber percibido du-

rante el tiempo en que se hallaron suspendidos. 

Para efectos de la suspensión temporal de los servidores públicos, implica-

dos en un proceso administrativo de responsabilidades, se establece una excep—

ción, ya que se deberá pedir autorización del Presidente de la República si el-

nombramiento del servidor público corresponde al Titular del Poder Ejecutivo, -

también se deberá recabar dicha autorización de la Cámara de Senadores, o en su 

caso de la Comisión Permanente, si dicho nombramiento requirió la ratificación-

de éstas en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi 

canos. 
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2.8.4 	PRACTICA DE DILIGENCIAS NECESARIAS. 

Todo procedimiento que pretenda ser justo, deberá considerar el resultado -

de las constancias o elementos de prueba aportados por las partes, así como los 

resultados que arrojen las diligencias practicadas, para poder tomar una deter-

minación, por lo que acertadamente la fracción III del artículo 64 de la Ley Fe 

deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos, establece que "Si en la-

audiencia la Secretarlacmcontrara que no cuenta con elementos suficientes para-

resolver o advierta elementos que impliquen nueva responsabilidad administrati-

va a cargo del presunto responsable o de otras personas, podrá disponer la prác 

tica de investigaciones y citar para otra u otras audiencias". 

Dentro de la audiencia que ya hemos mencionado, se pueden ofrecer toda cla-

se de pruebas toda vez que la ley no establece ninguna limitación, siempre y --

cuando dichas pruebas tengan relación con loe hechos que se investigan y que no 

vayan en contra de la moral, las buenas costumbres y el derecho; para el efec-

to la autoridad administrativa, deberá allegarse de mayores elementos de convic 

ción a fin de que sean tomados en cuenta al momento de emitir resolución, podrá 

entre otras practicar auditorias, solicitar documentos públicos a las autorida-

des correspondientes, etc. 

2.8.5 	RESOLUCION ADMINISTRATIVA 

La fracción segunda del articulo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, establece que desahogadas las pruebas, si las hubie 

re, la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, resolverá sobre - 
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la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al infractor las sanciones co-

rrespondientes. 

De aqui se desprende dos tipos de resoluciones, mismas que analizaremos: 

Si el servidor público o servidores públicos a quienes fueron imputadas ---

irregularidades y responsabilidades con motivo del desempeño de su función, en-

el curso del procedimiento administrativo lograron desvirtuar, mediante elemen-

tos de prueba dichas imputaciones y con los mismos elementos de prueba, logran-

probar la veracidad de su dicho, entonces la Secretaría deberá resolver determi 

nando la inexistencia de responsabilidad administrativa mediante resolución ---

absolutoria; y si por el contrario no lograran desvirtuar, las irregularidades-

y responsabilidades que les fueron imputadas entonces dicha autoridad deberá --

imponer las sanciones administrativas correspondientes, mismas que ya hemos ana 

lizado, constituyéndose así una resolución condenatoria. 

El artículo 54 de la misma Ley establece loa siguientes elementos que tie—

nen que ser valorados para la determinación de la sanción administrativa que de 

ba imponerse. 

"I.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la convenien-

cia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposicio 

nes de esta Ley o las que se dicten con base a ella," 

Al respecto podemos decir que las variantes de la gravedad iran de acuerdo-

con el monto del daño causado o del lucro obtenido, o bien por conductas --

del infractor y las repercuciones sociales del mismo. 

"II.- Las circunstancias socioeconómicas del servidor público;" 
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Serán circunstancias socio-económicas, su grado de estudios, nivel jerárqui-

co, percepción líquida mensual, procedencia de la percepción, estado civil-

e inclusive el número de dependientes económicos, etc. 

"III.- El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infrac 

ton" 

El nivel jerárquico, además de otorgar o representar una circunstancia so--

do-económica, también otorga un grado de responsabilidad del servicio públi 

co. 	En lo referente a loe antecedentes, podemos referirnos a los tipos -

de procedimientos a que ha sido sujeto y por qué autoridad ha sido sanciona 

do. 	Respecto a las condiciones del infractor, trata el origen de la cela 

ción laboral (de confianza, base, de raya o de honorarios). 

"IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;" 

Atiende principalmente a la forma real en que el servidor público incurrid- 

en responsabilidad administrativa. 

La antigüedad del servicio;" 

"IV.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 

"VIL.- El monto del beneficio, dado o perjuicio económico derivado del --

incumplimiento de obligaciones;" 

Es de suma importancia para el órgano de control el monto a que se refiere 

esta última fracción, pues de ello depende, en gran parte la sanción a ---

aplicar y la facultad para aplicarla. 



75 

Con excepción a la resolución condenatoria, las dependencias y la Secreta-

ria, en sus ámbitos de competencia, podran abstenerse de sancionar al infrac-

tor por una sola vez, cuando lo estime pertinente, justificando la causa de la 

abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni consti-

tuyan delito, cuando lo ¿imanten los antecedentes y circunstancias del infrac-

tor y el daño causado por éste no exceda de cinco veces el salario mínimo dia- 

rio vigente en el Distrito Federal. 	(Articulo 63 de la ley en comento) 

A este tipo de resolución, de abstención de sanción, no podría darsele la-

categoría de absolutoria, pues el servidor público si infrigi6 sus obligacio--

nes como tal, pero la gravedad es mínima y el daño causado también. 

En los casos en que exista un daño económico pero el monto de éste no ame-

rite una sanción, o bien, que existiendo un daño económico superior a cien ve-

ces el salario mínimo, se aplique una sanción, esa abstención de sanción no --

implica el resarcimiento del daño causado, excepto en el daño económico y para 

ello el Estado cuenta con un medio de recuperación del daño económico causado, 

siendo esta medida el denominado pliego de responsabilidades y él pliego pre-

ventivo de responsabilidades, los cuales encuentran su fundamento legal en la-

Ley de Presupuesto, Contabilidad y Casto Público Federal, así como el Reglamen 

to de dicha Ley,. constituyéndose en Créditos Fiscales, que serán cobrados me—

diante el procedimiento administrativo de ejecución contemplado en el Código -

Fiscal de la Federación articulo 145 y por ende sólo nos limitaremos a mencio 

narlo, pues su estudio, corresponde a otro motivo de investigación. 
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2.6.6 	RECURSO DE REVOCACION 

El articulo 7l de la ley que se comenta establece que: "Las resoluciones - 

por las que se impongan sanciones administrativas, podrán ser impugnadas por el 

servidor público ante la propia autoridad, mediante el recurso de revocación --

que se interpondrá dentro de los quince días siguientes a la fecha en que surta 

efectos la notificación de la resolución recurrida. 

El tránite del recurso de revocación lo señala el artículo mencionado para 

lo cual se sujetará a las normas siguientes: 

"I.- Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse los agravios 

que a juicio del servidor público le cause la resolución, acompañando copia 

de ésta y constancia de la notificación de la misma, así como la proposi—

ción de las pruebas que considere necesario rendir; 

II.- La autoridad acordará sobre la adnisibilidad del recurso y de las prue 

has ofrecidas desechando de plano las que no fuesen idóneas para desvirtuar 

los hechos en que se base la resolución, y 

III.-Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la autoridad emitirá resolu-

ción dentro de los treinta días hábiles, notificándolo al interesado en un-

plazo no mayor de setenta y dos horas." 

Ahora bien dentro del recurso de revocación se podrá tramitar el incidente 

de suspensión de la resolución impugnada, lo cual es un acierto toda vez que la 

suspensión del que causa agravios. en este caso al servidor público, es el moti 

vo de su impugnación, cuyas reglas se señalan en el articulo 72 de la misas Ley. 
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Por otro lado, el artículo 73 de dicha ley, otorga al servidor público afee 

tado la opción de interponer el recurso de revocación ante la propia autoridad-

administrativa o de impugnar la resolución directamente ante el Tribunal Fiscal 

de la Federación. 

No obstante lo anterior, en el caso de que el servidor público haya optado-

por interponer el recurso de revocación, la propia ley establece que la resolu-

ción que se dicte en el recurso de revocación, será también impugnable ante el-

Tribunal Fiscal de la Federación. 

Por otro lado la misma ley en su artículo 74, establece la posibilidad de - 

que la Secretaría o el Superior Jerárquico impugnen las resoluciones absoluto—

rias que dicte el Tribunal Fiscal de la Federación. 

Tratándose de sanciones administrativas impuestas en resolución firme la --

muiticitada ley en su articulo 75, señala que se llevarán a cabo de inmediato - 

en los términos que disponga la resolución. 	Así mismo establece que la sus-- 

pensión, destitución o inhabilitación que se impongan a servidores públicos de-

confianza surtirán efectos al notificarse la resolución y se consideraran de --

orden público. 

También señala que tratándose de servidores públicos de base, la suspensión 

y la destitución, se sujetarán a lo previsto en la Ley correspondiente, es de-- 

cir a las Leyes laborales aplicables. 	Es importante mencionar que el legisla- 

dor no contempló la inhabilitación de los servidores públicos de base, aún y --

cuando también se establece como sanción. 
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En cuanto a las sanciones económicas que se impongan, se señala en el ter-

cer párrafo del mismo artfculo, que constituirán créditos fiscales a favor del 

Erario Federal y se harán efectivas mediante el procedimiento económico-coacti 

vo de ejecución y que, como ya se mencionó anteriormente se encuentra contempla 

do en el Código Fiscal de la Federación, como Procedimiento Administrativo de - 

Ejecución. (40) 

2.8.7 	PRESCRIPCION 

La prescripción es una forma de extinción del procedimiento administrativo. 

La palabra prescripción nos da la idea de terminación, de fin. 	En tal sen 

tido la definición de prescripción se puede concebir como "la extinción de un -

derecho por el transcurso del tiempo sin que aquel derecho se reconozca o se --

ejercite." (41) 

La palabra prescripción, deriva del vocablo latín praescriptio-tionis. 

La prescripción es "La facultad o derecho que la ley establece a favor del 

deudor, para que se excepcione validamente y sin responsabilidad de cumplir con 

la prestación debida, o para exigir ante la autoridad competente la declaración 

de que ya no se le puede exigir en forma coactiva la prestación debida, cuando-

ha transcurrido el plazo que otorga la ley a su acreedor para hacer efectivo su 

derecho." (42) 

(40) SUPRA, pág. 75 
(41) KOCICLOPOLA SALVA?, Tamo kOpSalvat Editores, España 1971, pág. 2749. 
(42) GUTIERREZ Y GONZALEZ, Ernesto, Derecho de las Obligaciones. Edit. Cajica, 

México 1987 6a. Edición, pág. 652. 
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El Código Civil para el Distrito Federal, en Materia Común y para toda la -

República en Materia Federal, en su artículo 1135, define a la prescripción co-

mo el medio de liberarse de obligaciones mediante el transcurso de cierto tiempo 

y bajo las condiciones establecidas por la ley. 

Por lo que se refiere a la Ley Federal de Responsabilidades de loe Servido-

res Públicos, establece loe plazos de prescripción a que se sujetarán el supe--

rior jerárquico y la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo para-

la imposición de sanciones administrativas, y éstos son los siguientes; 

"I.- Prescribirán en un año si el beneficio obtenido o el daño causado por-

infractor no exceda de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el --

Distrito Federal, y 

II.- En los demás casos prescribirán en tres años." (Art. 78 fraccns. I y II) 

También señala que el plazo de prescripción se contará a partir del día si--

guiente a aquel en que se hubiere incurrido en la responsabilidad o a partir --

del momento en que hubiese cesado, si fue de carácter continuo; así mismo, que 

tales casos de prescripción se interrumpirán al iniciarse el procedimiento admi 

nistrativo previsto por la misma ley. 



CAPITULO 3 

JUICIO ORDINARIO CIVIL 
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3. 	JUICIO ORDINARIO CIVIL 

Dado que se trata de un capitulo que por su naturaleza es amplio en la es--

tructura de sus temas, analizaremos en forma breve sus fases procesales de tal-

manera que se destaquen aquellas etapas que tengan similitud con el procedimien 

to administrativo disciplinario, cumpliendo así con el objetivo del tema de ---

investigación. 

3.1 	DEMANDA Y EMPLAZAMIENTO 

"Demanda es el acto procesal por el cual una persona, que se constituye por 

el mismo en parte actora o demandante, formula su pretensión ante el órgano ju-

risdiccional e inicia un proceso." (43) 

La palabra demanda conyeva en si el sentido de la solicitud, la petición, -

la &blies etc., y como se puede observar, la demanda en el tema que nos ocupa-

es una petición que se expone por medio de un escrito claro, en el cual el ---

actor reclama lo que a su parecer considera un derecho. 

Por su parte los juristas Mauro Miguel y Romero y Carlos Miguel expresan --

que "Para el inicio de un proceso es necesaria la formulación de una demanda, -

hecha ante el juez competente, quien tiene la obligación de tramitarla, salvo - 

(43) OVALLE PAVELA, José. Derecho Procesal Civil. Editorial Harla, México 1985. 
2a. Edición. Pág. 50. 



81 

si carece de algún requisito legal, y en su caso comunicarsela al domxiado..."(44) 

El escrito de demanda en la práctica forense mexicana contiene una estructu 

ra formal, al respecto Ovalle Favela menciona 4 puntos básicos como son: "el -

proemio, los hechos, el derecho y los puntos petitorios, los cuales, afirma el-

jurista...Tienen una doble relación lógica con las etapas procesales y con la - 

sentencia." (45) 

En lo que se refiere a las etapas procesales de primera instancia, podemos-

señalar que la primer etapa es la expositiva en la cual las partes van a expo-

ner sus pretensiones al juez, la segunda etapa, la probatoria va encaminada a -

demostrar los hechos, en tanto que la tercera, la de alegatos a demostrar el de 

recho, en la etapa resolutiva se decidirá sobre el litigio sometido a proceso,- 

esto es, si se condena o no al demandado a desocupar un bien; 	a pagar una can 

tidad de dinero o si se declara la nulidad de un contrato, se disuelve el vfncu 

lo matrimonial, etcétera. 

" La relación de la estructura formal de la demanda con la sentencia, se expli 

ca facilmente si se recuerda que la demanda ea una petición de sentencia, y és-

ta resuelve sobre aquella." (46) 

Volviendo a la práctica forense mexicana, la estructura formal que suele --

tener una demanda, además de los que señala Ovalle Favela como básicos, se en-- 

(44) MIGUEL Y ROMERO, Mauro y MIGUEL Y ALONSO, Carlos. Derecho Procesal Prácti- 
co. 	Tomo I. Madrid, Editorial Imprenta, Casa Martín 1951. Pág. 296. 

(45) OVALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 56. 
(46) IDEM. Pág. 56. 
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cuentran otros no senos importantes como son: 	lugar, fecha y firma. 

Por lo que se refiere al emplazamiento es la consecuencia jurídica. que se-

presenta, cuando ha sido admitida la desanda por el juez que colecte del asunto. 

"Emplazar, en términos generales, significa conceder un plazo para la reali 

zaciénde ~alnada actividad procesal." (47) 

Al respecto el artículo 256 del Migo de Procedimientos Civiles establece-

"Presentada la demanda con los documentos y copias prevenidos, se correré tras-

lado de ella a la persona o personas contra quienes se proponga, y se emplazará 

para que la contesten dentro de nueve días." 

El emplazamiento del demandado constituye una de las formalidades esencia-

les del procedimiento a que alude el articulo 14 constitucional, que otorga el-

derecho de defensa en juicio. 

Con el emplazamiento se concede al demandado la oportunidad de contradecir-

o defenderse de la pretensión aducida por el actor. 

De manera mis clara Pérez Palma seaala "El emplazamiento es el acto proce-

sal por medio del cual se hace saber a una persona que ha sido desandada, se le 

da a conocer el contenido de la demanda y se le previene que la conteste y ven-

ga a juicio en defensa de sus derechos, con el apercibimiento, que de no contes 

tul*, se le tendré por rebelde y por confesados o negados, (según el caso) pro 

suntivasente, los hechos aducidos por el actor." (48) 

(47) IDEM. Pie. 58 
(48) PEREZ PALMA, Rafael. Gala de Derecho Procesal Civil. México. Cárdenas -

Editor y Distribuidor. 1988. Pág. 352. 
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Los efectos del emplazamiento de acuerdo al articulo 259 del Código de Pro-

cedimientos Civiles, consisten en prevenir el juicio en favor del juez que --

lo hace; sujetar al demandado a seguir el juicio ante el juez que lo emplazó; 

imponer al desandado la carga de contestar la demanda; producir las consecuen-

cias de interpelación judicial y originar un interés legal. 

De acuerdo a las citas anteriores podemos señalar que todo juicio se inicia 

con una demanda cuyos requisitos los establece el Código de Procedimientos Civi 

les para el Distrito Federal en su articulo 255. 

Por su parte el emplazamiento es la consecuencia que procede a la demanda -

admitida, cuya finalidad es poner en conocimiento al desandado de ciertos hechos 

que se le imputan y del plazo para desvirtuarlos, cuyo fundamento se observa en 

el articulo 256 del ordenamiento legal citado. 	Es importante mencionar que -

dicha formalidad procesal otorgan al demandado las garantías consagradas en los 

articulo 14 y 16 constitucional. 

3.2 	ACTITUDES QUE PUEDE ASUMIR EL DAMANDADO 

Una vez que se ha llevado a cabo el emplazamiento con el que se concede al-

demandado la oportunidad procesal de defenderse, éste puede asumir la actitud -

de contestar o no contestar. 

La palabra "contestación" es la acción de contestar y, a su vez, contestar-

del verbo latino "contestan" significa responder o sea, hacer frente a aquello 

que requiere una manifestación de voluntad expresa o tácita. 
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En el vocabulario procesal, la contestación hace referencia a la respuesta-

que la parte demandada da a las pretensiones del actor contenidas en el escrito 

de demanda. 

Al efecto en el lenguaje forense, la contestación es al demandado lo que la 

demanda es al actor. 

Ovalle Favela, dice que "si el demandado contesta la demanda, realizará un- 

acto en su propio beneficio; 	si no lo hace...sólo se colocará en una situa— 

ción jurídica procesal desfavorable en relación con la probable sentencia..." 

(49) 

En el escrito de contestación la parte demandada precisa la versión del ---

asunto que se desglosa en la demanda y ha de hacer referencia detallada a todos 

y cada uno de los puntos de hecho y de derecho que contiene el escrito de deman 

da. 

Al respecto el artículo 260 del Código de Procedimientos Civiles señala que 

"el demandado formulará la contestación en los términos prevenidos para la dm= 

da." 

Las excepciones que se tengan, cualquiera que sea su naturaleza, se harán -

valer simultáneamente en la contestación y nunca después, a no ser que fueren - 

supervenientes. 

En la misma contestación propondrá la reconvención en los casos en que pro-

ceda. 

(49) OVALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 69. 
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Si el demandado en ejercicio de su derecho procesal de defenderse, contesta 

la demanda, estará decidiendo también el sentido que le dara. 

Para el efecto Ovalle Favela. relaciona diversas actitudes que implican la-

contestación formal de la demanda mismas que a continuación se mencionan: 

I.- Allanamiento.- Aceptar las pretensiones del actor. 

2.- Confesión.- Reconocer que los hechos afirmados por el actor en la demanda-

son ciertos. 

3.- Reconocimiento.- Admitir el fundamento jurídico de la pretensión del deman 

dente. 

4.- Denuncia.- Pedir que el proceso se haga del conocimiento de alguna otra --

persona, para que también se le dé la oportunidad de defender el derecho - 

controvertido y para que, en todo caso, la sentencia que se llegue a dic-

tar en tal proceso también se le pueda aplicar. 

5.- Negación de los hechos.- Negar que los hechos afirmados por el actor, en -

su demanda, sean ciertos o decir que los ignora por no ser propios. 

6.- Negación del derecho.- Negar que el demandante tenga derecho a las presta-

ciones que reclama en su demanda. 

7.- Excepciones Procesales.- Oponerse al proceso mismo, aduciendo la ausencia-

o el incumplimiento de presupuestos procesales. 

8.- Excepciones Sustanciales.- Oponerse al reconocimiento, por parte del juez, 

de los derechos alegados por la parte actora, afirmando, en contra de las 

pretensiones de ésta, la existencia de hechos extintivos, modificativos o-

impeditivos de la relación jurídica invocada por el demandante. 
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9.- Reconvención o Contrademanda.- Formular nuevas pretensiones en contra de -

la parte actora, aprovechando la relación procesal que ya se ha estableci-

do. (50) 

Como hemos podido observar la contestación es una de las actitudes posibles 

del demandado ya que asumir otra, sería la de colocarse en situación de rebel-

día o sea no contestar. 

Le contestación a la demanda es sólo una carga y no una obligación, por lo-

que su omisión no trae como consecuencia una sanción, sino una situación juridi 

ca desfavorable para el que no ha comparecido. 

"En el derecho Romano, la comparecencia constituía una obligación, hasta el 

punto de que el demandado podía ser compelido a hacerlo por la fuerza si bien - 

en etapas posteriores las medidas que habían tenido vigencia para las personas-

se transformaron en medidas contra sus bienes." (51) 

Desde el punto de vista de su significado gramatical, la expresión rebeldía 

ya ha tomado carta de naturalización en su acepción forense como una actitud --

del sujeto procesal que se abstiene de comparecer en el plazo que le ha sido se 

balado por el juez. 

Arellano Carda da el siguiente concepto de rebeldía "Es la actitud de un - 

sujeto procesal, actor o demandado, que se abstiene de ejercitar sus derechos o 

cumplir sus obligaciones dentro de un proceso, con las consecuencias legales y- 

(50) IDEM. Pág. 70. 
(51) DE PINA, Rafael. CASTILLO LARRAÑAGA, José. Instituciones de Derecho Proce 

sal Civil. Editorial Porrúa, S.A. México 1988, Pág. 416. 
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judiciales que proceden ante su actitud de resistencia a la marcha normal del -

proceso." (52 ) 

En el ámbito forense existe un vocablo sinónimo que es plenamente equivalen 

te a la rebeldía y es el de contumacia, se pueden utilizar como términos sinóni 

mos, sin embargo el vocablo que utiliza nuestra legislación es el de rebeldía y 

el de rebelde, en lugar de las expresiones cotumacia y contumaz. 

El artículo 271 del Código de Procedimientos Civiles establece que "Transcu 

rido el plazo fijado en el emplazamiento sin haber sido contestada la demanda -

se haré declaración de rebeldía, sin que medie petición de parte y se procederá 

de acuerdo con lo prescrito por los artículos 272-A a 272-F, observándose las -

disposiciones del título noveno. 

Del anterior precepto legal destacan aspectos importantes como son: a) -

el transcurso del plazo, referente al legalmente señalado para la contestación-

de la demanda y b) el emplazamiento, documento en el cual formalmente se le 

otorga el plazo ya mencionado, cuyos presupuestos deberán comprobar que se 

hayan cumplido, para que el juez pueda hacer la declaración de rebeldía. 

De todo lo anterior podemos señalar que para la declaración de rebeldía no-

se tiene en cuenta el elemento subjetivo de la voluntariedad, sino únicamente -

el objeto de la incomparecencia. 

( 52) ARELLANO CARC1A, Carlos. Derecho Procesal Civil. Editorial Porrúa, S.A. 
México 1987. Pág. 204. 
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3.3 	AUDIENCIA PREVIA Y DE CONCILIACION 

Sobre el particular Ovalle Favela, manifiesta que los fines que pueden sa-

tisfacer la audiencia preliminar son: 1) intentar la conciliación de las pre-

tensiones y excepciones de las partes, como una forma de solucionar la contro-

versia sin tener que agotar todo el proceso, evitando los gastos y costas, las 

dilaciones y las situaciones de incertidumbre que aquel trae consigo; 2) exa 

minar y resolver tanto las condiciones de la acción como las excepciones y pre 

supuestos procesales, a fin de sanear el proceso de los defectos relativos a - 

la válida constitución y desarrollo de la relación jurídica procesal; 3) fi-

jar en definitiva, tanto el objeto del proceso-las pretensiones de la parte acto 

ra y las excepciones de la demanda-, como el objeto de la prueba -los hechos-

controvertidos y, eventualmente, el derecho extranjero o consuetudinario-; y-

4) resolver sobre la admisión de las pruebas que se hubiesen ofrecido en los-

escritos iniciales, ordenando las medidas conducentes a su preparación. (53) 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, introduce la 

figura de la audiencia previa y de conciliación de la siguiente manera: 

El artículo 272-A establece que "Una vez contestada la demanda y, en su --

caso, la reconvención el juez señalará de inmediato fecha y hora para la cele-

bración de una audiencia previa y de conciliación dentro de los diez días ---

siguientes, dando vista a la parte que corresponda con las excepciones que se-

hubieren opuesto en su contra, por el término de tres días." 

(53) 	°VALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 116. 
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El segundo párrafo del articulo 272-A señala las consecuencias de la incom 

parecencia de las partes a la audiencia previa y de conciliación, al establecer 

que "Si una de las partes no concurre sin causa justificada, el juez la sancio-

nará con una multa hasta por loe montos establecidos en la fracción II del ar— 

ticulo 62 de este Código. 	Si dejaren de concurrir ambas partes sin justifica 

ción, el juzgador las sancionará de igual manera. 	En ambos casos el juez pro 

cederá a examinar las cuestiones relativas a la depuración del juicio." 

Sobre esta última expresión manifiesta Ovalle Favela "Entendemos que el ---

juez deberá examinar y resolver sobre las excepciones procesales aducidas por -

la parte demandada, con base a las pruebas que, en su caso, se hubiesen ofreci-

do o rendido,... dicha incomparecencia debe atenderse como una negativa a la --

conciliación, por lo que si han quedado examinadas y resueltas las excepciones 

procesales que hubiese aducido la parte demandada, carecería de sentido volver-

a citar a otra audiencia previa y de conciliación." (54) 

Por otra parte, el tercer párrafo del mismo articulo 272-A señala que "Si - 

asistieran las dos partes, el juez examinará las cuestiones relativas a la legi 

timación procesal y luego se procederá a procurar la conciliación que estará a- 

cargo del conciliador adscrito al juzgado. 	El conciliador preparará y propon- 

drá a las partes, alternativas de solución al litigio. 	Si los interesados -- 

llegan a un convenio, el juez lo aprobará de plano si procede legalmente y di--

cho pacto tendrá fuerza de cosa juzgada." 

(54) IDEM. Pág. 117. 
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Por lo que se refiere este tercer párrafo al "Conciliador adscrito al juz-

gado" es adecuada su creación, toda vez que el juez que conozca el proceso, de 

beré adoptar una posición imparcial, por lo que no estarfa en condiciones de - 

procurar convencer a las partes o de proponerles propuestas para llegar a una-

conciliación, es por ello que dicha función se encomienda a una persona en es-

pecial denominada "conciliador" el cual deberé estar adscrito al juzgado corres 

pondiente, y conoceré con amplitud de todo el litigio, a efecto de estar en --

condiciones de sugerir alternativas de solución que sean equitativas para ambas 

partes, que no Gnicamente se limite a preguntarles si no han llegado a una con 

cilieción, ya que difícilmente se daré, y ademés no se estaré cumpliendo adecua 

demente la función. 

La última observación que pudiera hacerse a este tercer pirrafo del articu-

lo 272-A, el aquella de que si las partes llegasen a un convenio en caso de con 

cillacién, éste debed sujetarse a la aprobación del juez, el cual una vez apro 

bado, tal convenio tendré efectos de cosa juzgada, y podré hacerse efectivo en-

caso de incumplimiento a través de la vis de apremio. 

Ahora bien, con relación al último *rato del multicitado articulo (272-A) 

que a la letra dice "En caso de desacuerdo entre los litigantes, la audiencia-

proseguiré y el juez, que dispondré de amplias facultades de dirección procesal, 

examinará, en su caso, las excepciones de conexidad, litispendencia y cosa juz-

gada, con el fin de depurar el procedimiento." 
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Sobre este párrafo podemos decir que el articulo 35 del mismo Ordenamiento 

legal establece "Salvo la incompetencia del órgano jurisdiccional (se trámite -

por las vías declinatoria e inhibitoria) las demás objeciones aducidas respecto 

de los presupuestos procesales y las excepciones dilatorias se resolverán en la 

audiencia a que se refiere el artículo 272-A. 

Considerando este último precepto legal, podemos mencionar que se deberán -

resolver en audiencia previa y de conciliación salvo la incompetencia, cualquier 

excepción procesal o dilatorias que hubiese sido objeto de prueba de manera pre-

via y no únicamente les que señala el último párrafo del articulo 272-A. 

El articulo 272-E, establece que tratándose de cuestiones de conexidad, ---

litispendencia o cose juzgada el juez resolverá con vista de las pruebas rendi-

da.. 

Por su parte el artículo 272-F señala que "Le resolución que dicte el juez-

en la audiencia previa y de conciliación, será apelable en el efecto devoluti--

vo." 

3.4 	PRUEBA 

Aludiendo a la significación gramatical, la palabra "prueba" corresponde a-

la acción de probar, y a su vez la expresión "probar" deriva del latín "proba--

re". que en el significado forense se refiere a justificar la veracidad de loe-

hechos en que se funda un derecho de alguna de las partes en un proceso. 
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El sustantivo prueba se refiere al medio o instrumento de que se sirve el - 

hombre para evidenciar la verdad o la falsedad de una proposición, la existencia 

o inexistencia de algo." 05) 

De Pina, afirma que "La prueba es la actividad procesal encaminada a la de-

mostración de la existencia de un hecho o acto, o de su inexistencia." (56) 

Arellano García, dice que "La prueba es el conjunto de elementos de conoci-

miento que se aportan en el proceso y que tienden a la demostración de los ----

hechos o derechos aducidos por las partes, con sujeción a las normas jurídicas-

vigentes." (57) 

El artículo 278 del Código de Procedimientos Civiles señala, que "Para cono 

can la verdad sobre los puntos controvertidos puede el juzgador valerse de cual 

quien persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que 

pertenezca a las partes o a un tercero, sin más limitación que la de que las --

pruebas no estén prohibidas por la ley ni sean contrarias a la moral." 

Asf mismo el artículo 290 del referido ordenamiento legal, establece que el 

plazo de ofrecimiento de pruebas es de 10 días, que empiezan a correr a partir-

de la notificación del auto que tuvo por contestada la demanda o la reconvención 

en su caso. 	Es de señalarse que también con la declaración de rebeldía, en el 

supuesto de que el demandado no comparezca a contestar la demanda, se inicia el 

plazo de ofrecimiento de prueba (artículo 271). 

(55) PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Ob. Cit. Págs. 
624-625. 

(56) DE PINA, Rafael. Diccionario de Derecho. Editorial Porrda, S.A. México - 
1965. Pág. 240. 

( 57) ARELLANO GARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 212. 
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Es pertinente precisar quién de las partes en el proceso tiene el deber de-

probar si desea un resultado favorable a sus intereses, a dicha acción se le de 

nomina carga de la prueba. 

Pallares, precisa que "la carga de la prueba" consiste en la necesidad ju-

rídica en que se encuentran las partes de probar determinados hechos, si quiere 

obtener una sentencia favorable a sus pretensiones." (58) 

Es de suma importancia señalar cuales son los medios de prueba, Ovalle Pave 

la dice que ..."Son los instrumentos con los cuales se pretende lograr el cer--

cioramiento del juzgador sobre los hechos objeto de prueba." (59 ) 

El artículo 289 del multicitado código establece que "Son admisibles como -

medios de prueba aquellos elementos que puedan producir convicción en el ánimo-

del juzgador acerca de los hechos controvertidos o dudosos." 

No obstante que el legislador ya no las refiere en un sólo apartado como -

lo hacia antes de la reforma de 1986, si las contempla de manera particular en-

el capítulo IV del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

Para concluir señalaremos, que la fundamentación legal de las pretensiones-

de las partes es, sin duda de suma importancia, pero la prueba de los hechos --

alegados lo es en mayor grado, puesto que siendo éstos desconocidos para el ---

juez, al contrario de lo que sucede con el derecho, la omisión de ella, trae --

consigo consecuencias lamentables para la parte a quien afecte la falta de la -

prueba. 

( 58) PALLARES, Eduardo. Derecho Procesal Civil. Editorial Porróa, S.A. México 
1979. Pég. 359. 

( 59) OVALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 120. 
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Arellano García dice..."Que dentro de un proceso, es de relevancia inaudita 

conceder un lugar de privilegio a la prueba pues, los fallos son favorables no-

a los que hacen las mejores alegaciones sino a loe que apoyan sus aseveraciones 

con elementos acrediticios." (60) 

3.5 	ALEGATOS 

El vocablo alegato, tiene un significado prácticamente forense que consiste 

en exponer las razones con las que se cuenta a favor de una persona. 

Ovalle Favela, define a los alegatos como..."Las argumentaciones que formu-

lan las partes, una vez realizadas las fases expositiva y probatoria, con el --

fin de tratar de demostrar al juzgador que las pruebas practicadas han confirma 

do los hechos afirmados y que son aplicables los fundamentos de derecho aduci-

dos por cada una de ellas, por lo cual aquél deberá acoger sus respectivas pre-

tensiones y excepciones al pronunciar la sentencia definitiva." (61) 

A su vez Pallares da el siguiente concepto de alegatos es "La exposición re 

zonada, verbal o escrita, que hace el abogado para demostrar, conforme a dere--

cho, que la justicia asiste a su cliente." (S2) 

Los alegatos se encuentran jurídicamente regulados por los artículos 393 al 

997 del Código de Procedimientos Civiles, de los cuales extraeremos algunos ele 

mentos de importancia: 

a) El momento procesal oportuno para que se produzcan los alegatos será al con 

cluirse la recepción de las pruebas. 

b) las parsxns que pueden formular los alegatos, serán directamente las partes, o por con 

ducto de su abogado o de sus apoderados. 

(60) ARELLANO GARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 214. 
(61) OVALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 150. 
(62) PALLARES, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Ob. cit. Pág. 68 
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c) Se concede el uso de la palabra por dos veces a cada una de las partes, li-

mitándose a un cuarto de hora cada una de las dos intervenciones en primera 

instancia y si es en segunda instancia será de media hora. 

d) Loe alegatos se producirán en forma verbal y podrán las partes presentar sus 

conclusiones por escrito. 

e) Los alegatos deberán concretarse exclusivamente a los puntos controvertidos 

y se evitarán las palabras injuriosas y alusiones a la vida privada u opi-

niones políticos y religiosas. 

f) Cuando se invoque jurisprudencia, doctrinas o leyes de los estados, se po—

drá exigir su presentación en ese acto. 

g) Mediante acta, se dejará constancia de todo lo realizado en la audiencia de 

alegatos. 

Al hablar de alegatos, cabe señalar que antes de la reforma de 1973 el Cddi 

go de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal requería que datos fueran 

presentados por escrito, actualmente el articulo 394 de dicho ordenamiento le--

gel, establece que deberán ser verbales y las conclusiones por escrito, aludien 

do a ello en la práctica se observa la ineficacia de los alegatos verbales, ya-

que no obstante de que la misma ley en su articulo 397 señala que las conclusio 

nes a que llegasen las partes en el debate oral se deberán hacer constar en el-

acta correspondiente.en la práctica únicamente se asienta la leyenda "las par--

tes alegaron lo que a su derecho convino" y si consideramos que quien escucha -

estos alegatos son los secretarios y no el juez, que es quien en su momento dic 

taró la sentencia, los alegatos verbales no serán tomados en cuenta, es por ello 

que se sugiere que las partes presenten sus alegatos por escrito con la salve-- 
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dad de que los identifiquen como conclusiones de alegatos, para ajustarse a la 

terminología legal empleada, por tal motivo se aconseja que los alegatos se - 

preparen con tiempo a efecto de hacer un análisis preciso del contenido de to-

do el expediente y estar en condiciones de expresar con argumentos jurídicos -

el problema objeto del litigio, que vayan encaminados a demostrar la legalidad 

de lo probado en el proceso, y que sean lo suficientemente convincentes para -

que el juez cuente con elementos para resolver a favor de quien los presenta. 

3.6 SENTENCIA 

La palabra sentencia procede del vocablo latino ~timé* que significa --

sentir, es decir el juez manifiesta lo que siente como resultado de un proceso. 

"La sentencia en el Derecho Romano constituía la fase culminante del proce- 

so que se realizaba delante del juez. 	La misión del juez estribaba en exami- 

nar el asunto, comprobar los hechos relacionados con él y en hacer una senten-

cia en la que aplicaba los principios de derecho puestos en juego." (63) 

En la Curia Filípica Mexicana se señala que "El resultado final de todo --

procedimiento ea la decisión legítima del juez sobre el punto que se ha contro 

vertido: esta decisión recibe el nombre de sentencia." (64) 

(T 3) PETIT, Eugene. Tratado Elemental de Derecho Romano. Traducción de José --
Fernández González. Madrid 1924. Pág. 638. 

(64) RODRIGUEZ DE SAN MIGUEL, Juan. Curia Filípica Mexicana. Públicada por Ma-
riano Galván Rivera. México 1850. Pág. 241. 
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Es evidente que el interés por la emisión de la sentencia es común tanto -

para el demandado como para el demandante ya que a ambos afecta igualmente la-

resolución del asunto jurídico. 

Con relación al tema y a efecto de contar con una visión más clara del con-

cepto jurídico denominado sentencia, procederemos a señalar los siguientes: 

.Según Pallares "Sentencia es el acto jurisdiccional por medio del cual el - 

juez resuelve las cuestiones principales materia del juicio o las incidentales-

que hayan surgido durante el proceso." (65) 

Al respecto Arellano García asegura que "La sentencia definitiva de primera 

instancia es el acto jurídico del órgano jurisdiccional en el que se resuelve -

la controversia principal y las cuestiones incidentales que se han reservado pa 

ra ese momento, con apego al Derecho Vigente." (66) 

Por su parte Ovalle Favela dice que "La sentencia es, pués, la resolución - 

que emite el juzgador sobre el litigio sometido a su conocimiento y mediante el 

cual pone término al proceso." (67) 

Podemos deducir de las anteriores definiciones que la sentencia deberá ser-

emitida por un juez competente, que verse sobre un razonamiento lógico de los -

hechos y que ponga fin al proceso. 

(65) PALLARES, Eduardo. Ob. Cit. Pág. 421. 
(66) ARELLANO GARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 435. 
(67) OVALLE FAVELA, José. Ob. cit. Pág. 161. 
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El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en su articulo 

79 señala diversas formas de resolución, entre ellas encuadra en su fracción --

VI las sentencias definitivas, sin mencionar su finalidad. 

A su vez el Código Federal de Procedimientos Civiles en su articulo 220 ---

también contempla entre las resoluciones judiciales a las sentencias, y dice --

que son aquellas que deciden el fondo del negocio. 

Con relación al tema es importante mencionar que la sentencia debe reunir - 

ciertos requisitos que son: de forma y fondo. 

Los requisitos de forma que debe contener toda sentencia, sub Ovalle Fave 

la son: 

"1.- Datos de identificación del proceso (preámbulo); 2.- Antecedentes (re 

sultandos); 3.- Fundamentos jurídicos y valoración de las pruebas (consideran-

dos); 4.- Puntos resulutivos." (68) 

Entendiéndose como datos de identificación (preámbulo), el lugar, fecha, --

juez que la pronuncia, nombre de las partes contendientes, carácter conque liti 

gen y objeto del pleito. (Articulo 86 CPCDF) 

Como antecedentes (resultandos), a la descripción del desarrollo concreto -

del proceso. (Artículo 222 CFPC) 

Los fundamentos jurídicos y valoración de las pruebas (considerandos). De-

acuerdo a Arellano García son..."Los argumentos lógico-jurídicos del juzgador -

en los que, irá resolviendo, uno a uno, los diversos puntos controvertidos que- 

( 68) IDEM. Pág. 191. 
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forman la litis en lo principal y también resolverá los diferentes incidentes-

que se hayan reservado para ser fallados con la cuestión principal." (69) 

Por lo que se refiere a los puntos resolutivos, son aquellos que contienen-

la expresión concreta que condensa la voluntad del órgano jurisdiccional al caso 

concreto. El artículo 82 del Código de Procedimientos Civiles para el Distri-

to Federal, establece que los puntos resolutivos deben basarse en preceptos le-

gales o principios jurídicos de acuerdo con el artículo 14 constitucional. 

Además de los requisitos de forma antes mencionados debemos señalar otro --

muy importante que señala el articulo 80 del Código de Procedimientos Civiles -

para el Distrito Federal y es la "autorización", al respecto dicha disposición-

jurídica establece que, todas las resoluciones de primera y segunda instancia -

serán autorizadas por jueces, secretarios y magistrados, con firma entera. 

Por lo que se refiere a los requisitos de fondo o internos De Pina y Casti-

lo Larrañaga, hacen una descripción de ellos al decir que "Los requisitos inter 

nos o esenciales de la sentencia de fondo son los siguientes: la congruencia,-

la motivación y la exheustividad." (70) 

Al hablar de congruencia se esta a lo establecido en el artículo 81 del Có-

digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que a la letra dice - 

"Las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con las demandas y --

contestaciones y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el plei-

to, condenando o absolviendo al demandado..." 

(69) ARELLANO CARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 455. 
(70) DE PINA, Rafael. CASTILLO LARRAÑAGA, José. Ob. Cit. Pág. 336. 
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La motivación, encuentra su justificación en el articulo 16 Constitucional, 

al imponer a todas las autoridades el deber de motivar y fundamentar sus actos 

cuando éstos afecten de alguna manera derechos o intereses jurídicos de cual---

quier persona . 

De lo anterior, podemos deducir que el legislador creó un medio para evi--

ter o prevenir la arbitrariedad. 

El requisito de exhaustividad (que agota por completo) impone al juzgador -

examinar todos los actos y constancias que obren en autos, y resolver sobre to-

do lo pedido por las partes, dicho requisito esta previsto en la parte final --

del articulo 81 del ordenamiento que hemos venido manejando, en la que estable-

ce..."decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. 

Cuando éstos hubieren sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a 

cada uno de ellos." 

3.7 INPUGNACION 

Becerra Bautista dice que "El vocablo Latino impugnativo viene de impugnar 

se, palabra formada de La y puyare o sea: luchar contra, combatir, atacar." 

(71) 

Aludiendo al proceso, podemos señalar que la impugnación es una forma de lu 

cher contra una resolución judicial, de combatir jurídicamente la validez o le-

galidad que ostenta. 

(71) BECERRA BAUTISTA, José. Ob. Cit. Pág. 537. 
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Loe medios de impugnación, dice Alcalá Zamora y Levene "Son actos procesa--

les de las partes dirigidos a obtener un nuevo examen, total o limitado a deter 

minados extremos, y un nuevo proveimiento acerca de una resolución judicial que 

el impugnador no estima apegada a Derecho, en el fondo o en la forma, o que re-

puta errónea en cuanto a la fijación de los hechos." (72) 

Dice De Pina y Castillo Larrañaga que "Los recursos son los medios más fre 

cuentes por virtud de los cuales se procede a la impugnación de las resoluciones 

judiciales; 	pero no los únicos. 	Cuando se hace referencia a los recursos,- 

no se agotan todos los medios posibles de impugnar las resoluciones judiciales. 

Los recursos son medios de impugnación de las resoluciones judiciales; pero no 

todos los medios de impugnación son recursos." 	Ya que "existen además de los 

recursos, procesos autónomos de impugnación de las resoluciones como, v. gr., -

el amparo directo,... o el recurso extraordinario de revisión... los procedí---

miento' incidentales de impugnación, tales como los de nulidad de actuaciones,... 

el recurso de responsabilidad que no es ni un medio de impugnación ni un recur-

so... Se trata de un proceso autónomo destinado a hacer efectiva la responsabi-

lidad civil en que pueden incurrir jueces y magistrados cuando en el desempeño-

de sus funciones infrinjan las leyes por negligencia o ignorancia inexcusable." 

(73) 

La doctrina considera que los medios de impugnación son el género y los re 

cursos son la especie. 

( 72) ALCALA ZAMORA y CASTILLO, NICETO y LEVENE, Ricardo. Derecho Procesal Pe-
mal. Tomo III, Buenos Aires, Editorial G. Kraft 1945. Pág. 20. 

( 73) DE PINA, Rafael. CASTILLO LARRAÑACA, José. Ob. Cit. Pág. 359, 360. 
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Ovalle Favela manifiesta que "Por la generalidad o especificidad de los upas 

tos que pueden combatir... los medios de impugnación pueden ser ordinarios, es-

peciales o excepcionales." (74) 

Ordinarios.- Los que combaten la generalidad de las resoluciones judiciales 

(apelación, revocación y reposición). 

Especiales.- Los que impugnan determinadas resoluciones judiciales señaladas 

por la ley (queja). 

Excepcionales.- Los que atacan resoluciones judiciales que han adquirido la 

autoridad de cosa juzgada (apelación extraordinaria). 

"Los recursos son los medies técnicos mediante los cuales el Estado atiende 

a asegurar el más perfecto ejercicio de la función jurisdiccional." (75) 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en su Título 

decimosegundo enuncia cono recursos los siguientes: :' La revocación, 2) La 

reposición, 3) La apelación, 4) La apelación extraordinaria, 	5) La queja 

y 6) La responsabilidad. 

Recurso de revocación.- Su regulación jurídica está contemplada en los ar— 

tículos 683, 684 y 685. 

Artículo 683.- "Las sentencias no pueden ser revocadas por el juez que las-

dicta." 

Artículo 684.- "Los autos que no fueren apelables y los decretos pueden ser 

revocados por el juez que los dicta o por el que los substituya en el cono--- 

(74) OVALLE FAVELA, José. a. Cit. Pág. 201. 
(75) DE PINA, Rafael. CASTILLO LARRAÑAGA,José. Ob. Cit. Pág. 361. 
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cimiento del negocio." 

Articulo 685.- "La revocación debe pedirse por escrito dentro de las veinti 

cuatro horas siguientes a la notificación, dándose vista a la contraria por un-

término igual y la resolución del juez deberá pronunciarse dentro del tercer -- 

dia. 	Esta resolución no admite más recurso que el de responsabilidad." 

Recurso de reposición.- De acuerdo al articulo 686 "De los decretos y autos 

del Tribunal Superior, aún de aquellos que dictados en primera instancia serian 

apelables, puede pedirse reposición que se substancia en la misma forma que la 

revocación." 

Arellano Carda, distingue la reposición de la revocación de la siguiente-

manera "1. Tienen diferente denominación; 2. Operan en instancias diferentes; 

y 3. En la reposición son impugnables toda clase de autos, aún aquellos que en 

primera instancia serían apelables." (16) 

Recurso de apelación.- Conforme al articulo 688 establece "El recurso de --

apelación tiene por objeto que el superior confirme, revoque o modifique la re-

solución del inferior." 

De acuerdo al precepto legal citado, Becerra Bautista, dice: Apelación --

"...es el recurso en virtud del cual un Tribunal de segundo grado, a petición-

de parte legitima, revoca, modifica o confirma una resolución de primera ins--

tancia." (77) 

(76) ARELLANO CARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 544. 
(77) BECERRA BAUTISTA, José. Ob. Cit. Pág. 556. 
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Arellano García hace las siguientes observaciones a la referida disposición 

jurídica. 

"a) El recurso puede existir y sin embargo, no llegar hasta la sentencia - 

en cuya virtud se puede revocar, modificar o confirmar la resolución de primera 

instancia (desistimiento o deserción del recurso); 

b) No sólo la parte legítima puede interponer la apelación ya que el 	--- 

artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles permite que la apelación la 

interpongan los terceros que hayan salido al juicio y los demás interesados a 

quienes perjudique la resolución judicial." (78) 

Ante tales aspectos el mismo procesalista afirma que "...la apelación es --

uno de los recursos concedidos por el legislador a las partes, a los terceros - 

y a los demás interesados, para impugnar ante el superior las resoluciones ju-

risdiccionales del inferior. que el propio legislador fije como impugnables." 

( 79) 

La apelación extraordinaria.- Encuentra su fundamento en los artículos 717 

al 722, es asi que el artículo 717, menciona "Será admisible la apelación den--

tro de los tres meses que sigan al día de la notificación de la sentencia": en 

los casos que el mismo precepto menciona. 

Sobre la denominación (apelación extraordinaria) Alcalá Zamora opina "... 

si bien le cuadra el calificativo (puesto que solo procede por los motivos del 

artículo 717), no le resulta apropiado el sustantivo, ya que ninguna de sus --- 

( 78) ARELLAIO GARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 530. 
( 79) IDD4. Pág. 530. 
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finalidades encaja bajo el signo del mismo." (80) 

Plenamente de acuerdo con lo anterior, Arellano Carda señala que "...El - 

sustantivo "apelación" significa la acción de apelar. A su vez, apelar en su-

típica acepción forense, alude a la petición que se formula al superior jerár-

quico para que revoque o modifique la sentencia o resolución del inferior." 

En cuanto al adjetivo calificativo "extraordinaria", consideramos que es -

acertado utilizarlo pues, incurrir en las violaciones que sirven de base para-

la anulación, no es un acontecimiento usual, sino una situación que sucede ra-

ra vez. 

En concepto nuestro, seria más acertado si se le llamase "nulidad extraor-

dinaria". 181) 

Ovalle Favela, dice que "la apelación extraordinaria" no se tramita dentro-

del mismo proceso original, pues éste ya ha concluido mediante sentencia firme, 

por lo cual támpoco se puede considerar como un recurso, sino como un ulterior 

proceso, como un proceso impugnativo de la cosa juzgada. 

Esto significa que a través de la "apelación extraordinaria" se impugnan --

resoluciones que han adquirido la autoridad de cosa juzgada, lo cual implica un 

medio de impugnación de carácter excepcional." (82) 

(80) ALCALA ZAMORA, Niceto. Síntesis del Derecho Procesal, en Panorama del De-
recho Mexicano. UNAM, México 1966. Pág. 99. 

(81) ARELLANO CARCIA, Carlos. Ob. Cit. Pág. 557. 
(82) OVALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 242. 



106 

Recurso de queja.- El artículo 723 señala cuales son las resoluciones-

suceptibles de impugnarse a través de este recurso. 

Arellano García, define al recurso de queja como "Un medio de impugnación -

que se concede al afectado contra actos u omisiones del juez, del ejecutor o --

del secretario, ante el superior jerárquico, en los casos y conforme al procedí 

miento que marca la ley." (83) 

A su vez De Pina, señala que "De acuerdo con el derecho mexicano, el recur-

so de queja debe ser definido como el medio de impugnación utilizable frente a-

los actos judiciales que quedan fuera del alcance de los demás recursos, para - 

dar al Tribunal Superior la oportunidad de corregir los efectos de las decisio-

nes del juez inferior, en los casos expresamente determinados, y utilizable ---

igualmente frente a los actos de los ejecutores y secretarios, ante el juez ti-

tular del órgano a que pertenezcan, en condiciones análogas y con idéntico obje 

to que el interpuesto ante el Tribunal Superior."(84) 

Recurso de responsabilidad.- Se encuentra previsto en los artículos 728 a - 

737. 

La responsabilidad civil en que pueden incurrir los jueces y magistrados,-

dice el artículo 728, cuando en el desempeño de sus funciones infrinjan las le-

yes por negligencia o ignorancia inexcusable, solamente podrá exigirse a instan 

cia de parte perjudicada o de sus causahabientes, en juicio ordinario y ante el 

inmediato superior del que hubiere incurrido en ella. 

t83) ARELLANO GARCIA, Carlos. Ob. Cik. Pág. 545. 
184) DE PINA, Rafael. CASTILLO LARRAhAGA, José. Ob. Cit. Pág. 375. 
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Manifiesta Arellano García, que por lo que se refiere al recurso de respon-

sabilidad "en realidad se trata de un juicio ordinario civil para exigir a la - 

persona física, que ha ocupado el cargo de juez o magistrado, una responsabili-

dad civil." 

Continua diciendo que "...no se trata de un recurso pues, el juicio de res--

ponsabilidad deja incólume la sentencia pronunciada que dio origen a ese jui---

cio, tal y como lo determina el artículo 737." (85) 

Es importante señalar lo establecido por éste último artículo, mismo que a-

la letra dice "En ningún caso la sentencia pronunciada en el juicio de responsa 

bilidad civil alterará la sentencia firme que haya recaído en el pleito en que- 

se hubiere ocasionado el agravio." 	Al efecto menciona Becerra Bautista "Si - 

bien es cierto que se trata de un proceso que se tramita ante jurisdicción de - 

grado superior, mediante los procedimientos de un juicio ordinario cuyo conteni 

do es la responsabilidad civil en que hubiere podido incurrir el juez o magia--

trado que dictó la sentencia firme, la resolución que resuelve ese juicio de 

responsabilidad no modifica ni altera la sentencia combatida, por lo cual no sur 

te efectos en el proceso la resolución favorable." (86) 

Por su parte Ovalle Favela, comenta que "el recurso de responsabilidad" no-

sirve para combatir, para impugnar la sentencia en la que se cometió la infrac-

ción, que ya es firme, y la sentencia que se dicte en el juicio de responsabili 

dad no puede modificarla. 	En rigor, pues, no se trata de un recurso ni de un- 

medio de impugnación, sino simplemente de un juicio para exigir la responsabili 

( 85) IDEM. Pág. 552. 
( 86) BECERRA BAUTISTA, José. Ob. Cit. Pág. 643. 
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dad civil -el pago de daños y perjuicios- de juzgador que se ha conducido con-

negligencia o ignorancia inexcusable." (87) 

Para concluir podemos señalar que el carácter de juicio y no de recurso -

se desprende de la propia regulación establecida en los artículos 728 al 737 -

del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

(87) OVALLE FAVELA, José. Ob. Cit. Pág. 206. 
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4. 	ANALOGIAS Y DIFERENCIAS ENTRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLI-

NARIO Y EL JUICIO ORDINARIO CIVIL. 

4.1 ANALOGIAS 

Para ejercitar una acción legal, existe la similitud de que en ambos jui-

cios necesariamente deberé prevalecer el "interés de que el órgano jurisdiccio-

nal declare o constituya un derecho o imponga una condena y quien tenga un ints 

rés contrario", para ello deberé existir "violación o desconocimiento de un de-

recho", para que el Estado pueda actuar en los conflictos que surjan entre par-

ticulares, para el caso del proceso, o entre particular y servidor público o --

viceversa por lo que se refiere al procedimiento, ya que al no existir viola—

ción o desconocimiento de un derecho, tampoco puede existir la intervención de-

los poderes públicos, y en cualquier momento en el que la violación o desconocí 

miento del derecho dejen de existir, debe concluir el proceso correspondiente,-

esto es, la intervención de los poderes públicos. 

Aunado al anterior señalamiento en las dos figuras analizadas una vez que-

existe un interés consecuentemente surgirá el promovente, sobre el particular -

podemos decir que la legitimación o sea la posibilidad legal en la que se en---

cuentra una persona para ser sujeto procesal, en relación con un caso concreto-

como demandante o demandado, no se deriva de que, quien actúa como uno o como - 

otro sea el beneficiario del bien protegido, sino que su justificación para --

actuar proviene de que sea el encargado legal o convencional de proveer a la --

defensa de ese bien, es decir actuaran en juicio, los mismos interesados o sus-

representantes o apoderados en los términos de la ley. 
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- Tanto en uno como en otro procedimiento, las autoridades competentes para -

conocerlos (Secretario de la Contraloría y Desarrollo Administrativo; Jueces,-

Magistrados y Ministros respectivamente) tienen el deber de mantener el buen --

orden y exigir que se lee guarde respeto y consideración debidas, tanto por las 

partes y litigantes,como de los funcionarios o empleados que conozcan o inter-

vengan en los asuntos y sancionaran de forma inmediata con correcciones disci—

plinarias, todo acto que contravenga lo antes señalado, siempre y cuando éstos-

no constituyan un delito, ya que en tal caso se levantará acta circunstanciada-

para consignarse al Ministerio Público. 

Por lo que se refiere a los requisitos para la presentación de una queja o 

denuncia, para el caso del procedimiento o para la presentación de una demanda-

tratándose del proceso, tomaremos como base lo establecido por el articulo 255-

del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, para señalar las 

siguientes similitudes que existen en ambas figuras: 

a) El tribunal ante el que se promueve; 

b) El nombre del actor y la casa que señale para oír notificaciones; 

c) El nombre del demandado y su domicilio; 

d) El objeto u objetos que se reclamen, con sus accesorios; 

e) Los hechos en que el actor funde su petición, numerándolos y narrándolos -

sucintamente con claridad y precisión, de tal manera que el demandado pueda 

preparar su contestación y defensa, 
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Dentro de las analogías existentes, también podemos señalar las actitudes-

que puede asumir tanto el presunto responsable o el demandado respectivamente,—

una vez que se le ha concedido la oportunidad procesal de defenderse, y estas —

serían de manera genérica, contestar o no contestar, ya que no es una obliga—

ción, en tal virtud si se da contestación, con ello se esti realizando un acto—

en beneficio del que lo esta haciendo, si no la hay, no habré sanción por tal —

conducta, sino que sólo colocaré al que no hace uso de su derecho en una situa-

ción jurídica procesal desfavorable en relación con la resolución que se emita. 

— 	Sin duda otra de las semejanzas que existe entre el procedimiento adminis—

trativo disciplinario y el juicio ordinario civil y esta es, el derecho de --

audiencia derivado del artículo 14 constitucional, el cual constituye una de --

las formalidades esenciales del procedimiento, misma que tiene como manifesta—

ción fundamental el derecho al conocimiento de la causa que se sigue ante una -

autoridad. (88) 

- 	Ofrecimiento y desahogo de pruebas, es otra de las similitudes existentes—

en las dos figuras sometidas a comparación, dicha actividad es sumamente necees 

ría, toda vez que en ella se funda la decisión del juzgador. (89) 

Otro aspecto jurídico que contemplan ambas actividades, son los alegatos, 

al respecto es importante señalar que así como la demanda, la contestación o -- 

(88) SUPRA Pág. 68 
(89) SUPRA Págs. 69 y 91 
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la prueba, los alegatos constituyen una carga procesal, o sea un imperativo del 

interés propio y no una obligación, al existir la necesidad de ejercer una de--

terminada acción para evitar un perjuicio o para obtener un resultado favorable 

a quien loe satisface. /90) 

- 	Es de señalarse que los efectos que trae consigo el dar inicio a ambos --- 

juicios a través de una queja o una demanda, son similares, ya que lo que se --

persigue es que exista un fallo, el cual resuelve sobre aquellos. 

- 	La resolución, es un acto jurisdiccional que se persigue en toda actividad 

jurídica, como una forma de culminación. 	De acuerdo a lo anterior es 	 

imprescindible que en las dos figuras sometidas a análisis exista dicha acción-

que resolverá y dará por terminada la contradicción. (91) 

Siguiendo este orden de analogías podemos también mencionar a esa actividad 

procesal denominada impugnación la cual surge cuando los términos en que se ---

emite una resolución judicial no satisfacen la pretensión del impugnador, ante-

ello podemos concluir que toda resolución dictada por autoridad jurisdiccional, 

que se estima no apegada a Derecho llevará aparejada la impugnación. (92) 

Dentro de la legislación análoga que satisface las necesidades jurídicas - 

tanto del procedimiento administrativo disciplinario y del juicio ordinario ci-

vil se encuentra el Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual para el - 

caso del procedimiento, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió en--

jurisprudencia que dicho ordenamiento legal, debe ser aplicado supletoriamente- 

(90) SUPRA Pág. 94 
(91) SUPRA Págs. 72 y 96 
(92) SUPRA Pág. 100 
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a les leyes y procedimientos administrativos de la siguiente manera: 

"PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS.- SUPLETORIEDAD DEL CODIGO FEDERAL DE PRO-

CEDIMIENTOS CIVILES.- Debe estimarse supletoriamente aplicable el Código Fede-

ral de Procedimientos Civiles, lo mismo que de todos los procedimientos y le--

yes administrativas federales.- Sexta Epoca.- 3a. Parte.- Vol. MILI.- Plg.40" 

Asf también, para el caso del juicio ordinario civil, su marco jurídico con 

templa entre otros, el Migo Federal de Procedimientos Civiles, como regulador 

de su actividad procesal. 

4.2 	DIFERENCIAS 

- 	A efecto de seguir un orden de ideas, como el realizado en el punto ante—

rior, iniciaremos señalando como primer diferencia, el que estamos ante dos --

actividades que por su naturaleza jurídica se les denominó procedimiento y pro-

ceso, lo■ cuales Gnicamente mencionaremos ya que su estudio comparativo ya se -

llevé a cabo en puntos anteriores. (93) 

Para el debido entendimiento del presente tema, mencionaremos Gnicamente la 

palabra "procedimiento" cuando nos refiramos al procedimiento administrativo --

disciplinario y "proceso" cuando hablemos del juicio ordinario civil. 

- El procedimiento dará inicio con la presentación de una queja o denuncia(94) 

sin olvidar que el Cínico interés que existe es el de poner en conocimiento á la 

Unidad Administrativa, el incumplimiento de obligaciones legales y administrati 

vas por parte de algún servidor público, ah cuando no le cause agravio alguno- 

(93) SUPRA Pég. 32 
(94) SUPRA Pág. 64 
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por lo que se refiere a un denunciante o bien cuando dicho incumplimiento le-

cause agravio tratándose de un quejoso. 

En el caso del proceso será la demanda (95) el primer elemento que dé ori-

gen a la actividad procesal, cuya finalidad del actor, es formular al juez sus-

pretensiones, con el único interés de obtener una sentencia favorable. 

- Serán sujetos de aplicación del procedimiento, los servidores públicos men-

cionados en el párrafo primero y tercero del articulo 108 constitucional y todas 

aquellas personas que manejen o apliquen recursos económicos federales (artícu-

lo 2 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos) cuando-

incumplan las obligaciones señaladas en el articulo 47 de la mencionada ley. 

Por lo que se refiere al proceso, éste se incoará en contra de cualquier -

persona de quien se reclame un derecho, y al que se le denominara demandado. 

- Otra de las diferencias, la encontramos en los requisitos para la presenta-

ción de una queja o denuncia o en su defecto para la presentación de una deman 

da, y ésta es, que mientras en el proceso según el articulo 255 del Código de-

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, necesariamente deberán expre-

sarse los fundamentos de derecho y los puntos petitorios, es decir el dar, ---

hacer o no hacer que se requiere del demandado, en el procedimiento no son ne-

cesarios, toda vez que la esencia de esta figura estriba en que únicamente se-

rán expresados los hechos que pudiesen implicar la configuración de alguna res 

ponsabilidad administrativa o de otra naturaleza en contra de un servidor pú—

blico, que no necesariamente afecta al promovente, no hay que olvidar que las- 

(95) SUPRA Pág. 80 
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disposiciones en materia de responsabilidad administrativa, son normas que no-

reconocen intereses particulares, por no estar dirigidos a la satisfacción de-

intereses individuales, y la intervención del promovente únicamente se reduce-

a la función de quejoso o denunciante. 

- La competencia de los órganos jurisdiccionales es sumamente importante,ya-

que se forman e integran de tal manera que puedan desempeñar con la mayor efi-

ciencia su cometido, garantizando con ello la paz social y evitando que los par 

ticulares, se hagan justicie recurriendo a la violencia privada. 	Los órganos 

jurisdiccionales que conocerán de un procedimiento son los que marca el articu-

lo V de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ■fiemos 

que a continuación se señalan. 

I.- Las Cámaras de Senadores y Diputados al Congreso de la Unión. 

¡Bis.- La Asamblea de Representante, del Distrito Federal; 

II.- La Secretaría de la Contraloría General de la Federación hoy 

Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo; 

III.- Las Dependencias del Ejecutivo Federal; 

IV.- El Departamento del Distrito Federal; 

V.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

VI.- El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; 

VII.- El Tribunal Fiscal de la Federación; 

VIII.- Los Tribunales de Trabajo, en los términos de la legislación 

respectiva; 

IX.- Los demás Organos Jurisdiccionales que determinen las leyes. 
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A diferencia de lo antes señalado, las autoridades facultadas para aplicar 

las leyes en un proceso, son aquellas que establecen los artículos 1 y 2 de la 

Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito Federal, 

siendo las principales las siguientes: 

El Tribunal Superior de Justicia. 

Jueces de le. Instancia del Fuero Coman, y 

Jueces de Paz. 

podemos concluir diciendo que los órganos jurisdiccionales, sólo deben interve-

nir por regla general, para componer coactivamente loe conflictos que los ince-

nsados no puedan o no quieran resolver voluntariamente. 

- Es importante mencionar la diferencia que encontramos en la postura que ---

adopta el órgano jurisdiccional a la presentación de una queja o denuncia, en -

comparación con la presentación de una demanda, siendo para ésta última, la ---

admisión cuando reune todos los requisitos, prevención cuando no es lo suficiente 

mente clara, o desechamiento cuando existen defectos insubsanables; por lo que 

se refiere a la presentación de una queja o denuncia, primeramente se entrará -

en contacto personal con el promovente para conocer la materia o naturaleza de-

los hechos denunciados y brindado la asesoría correspondiente a cuya posición -

se le denominará recepción, en esta fase se determinará si es procedente y en - 

caso de serlo se continuara con la ratificación de la promoción con el propósi-

to de conferirle certidumbre y seguridad a la fase investigatoria, con lo que - 

una vez cumplidos tales pasos, ya se estará en posibilidad de admitir o no una-

queja o denuncia, con lo que se dará inicio al procedimiento administrativo die 

ciplinario. 
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Para el debido entendimiento y aunado a lo antes mencionado debemos señalar 

que recepción y admisión eón y cuando parecieran ser sinóminos no lo son ya que 

mientras la recepción recae en el acto material de la entrega de la queja o la-

denuncia la adminisión es de carácter formal, pues le promoción recibida es obje 

to de un calificativo legal en función de su contenido, si se ajusta al merco -

normativo que regula esa materia especifica, ejemplo: una queja en contra del-

cobro excesivo por servicios de energía eléctrica puede ser recibida, pero no -

seré admitida, porque no involucra responsabilidades de servidores públicos, --

sin embargo deberá ser remitida al free correspondiente a efecto de que tome las 

medidas pertinentes a efecto de subsanar la deficiencia del servicio, o recoja-

las sugerencias sobre su mejoramiento. 

- Como diferencia también podemos agregar, que mientras en el proceso, deberá 

existir una etapa llamada de audiencia previa y de conciliación, en las que el-

conciliador prepara y propone a las partes, alternativas de solución al litigio; 

en el procedimiento no sucede ya que en él, se ventilan únicamente quejas o de-

nuncias por el incumplimiento a las obligaciones previstas en el artículo 47 de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, las cuales en -

caso de ser constitutivas de responsabilidad, la autoridad tendrá la obligación 

de imponer las sanciones correspondientes, entendiéndose a este tipo de respon-

sabilidad, cuando un sujeto está obligado a una conducta; al respecto debemos - 

tener muy claro que las normas que regulan la responsabilidad de los servidores 

públicos, únicamente tienen como finalidad 	garantizar a la sociedad en gene- 

ral, la correcta función de la Administración Pública Federal. 
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- Otro punto de diferencia que destaca, es el desistimiento como modo de ter-

minación de un proceso, si entendemos que desistimiento es la renuncia de la --

parte actora a los actos del proceso o a su pretensión litigosa; por su parte-

en el procedimiento éste no procede, ni lo contempla la Ley Federal de Responsa 

bilidades de los Servidores Públicos, aunado a ello podemos asegurar que en la 

práctica, en ningún caso el desistimiento del quejoso o denunciante será motivo 

para concluir un asunto, sea para suspender la investigación o para archivar el 

expediente generado durante la tramitación del proceso. 

- Cuando el procedimiento ha seguido su curso normal sin que se produzca al— 

guna extinción anticipada, éste 	concluiré con una resolución administrativa. 

En relación al proceso, seré la sentencia la forma común de terminación. 

- Otro aspecto en el procedimiento que difiere del proceso es la excepción a 

la resolución condenatoria, a la cual se le denomina abstención de sanción, lo- 

que no significa que sea absolutoria, dicha resolución seré aplicada cuando la 

gravedad y el daño causados por un servidor público sean mínimos. 	(Articulo- 

63 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos). 

Tratándose del proceso, contemplará las resoluciones de condena, declarati-

vas, constitutivas o absolutorias. 

- Dentro del procedimiento, se encuentra la extinción del acto administrativo 

a través de la prescripción (artículo 78 de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos). 	Como podemos observar toda actividad jurídi-- 

ca esté sujeta a términos fatales, los que una vez vencidos, imposibilita la -- 
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ejercitación de acciones para hacer efectivo un derecho o facultad. 	(96) 

Especialmente con relación al proceso será la caducidad de la instancia lo-

que lo extinga por inactividad de las partes; al respecto debemos dejar claro-

que la caducidad extingue el proceso pero no la acción. (Articulo 137 Bis. Có-

digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal). 

- Una diferencia más entre el procedimiento y el proceso es aquella que esta-

blece el artículo 50 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores -

Públicos, que regula al procedimiento y que a la letra dice, "La Secretaria, el 

Superior Jerárquico y todos los servidores públicos tienen la obligación de res 

petar y hacer respetar el derecho a la formulación de las quejas y denuncias a-

las que se refiere el articulo anterior y de evitar que con motivo de éstas se-

causen molestias indebidas al quejoso. 

Incurre en responsabilidad el servidor público que por si o por interpósita 

persona, utilizando cualquier medio, inhiba al quejoso para evitar la formula—

ción o presentación de quejas y denuncias, o que con motivo de ello realice ---

cualquier conducta injusta u omita una justa y debida que lesione los intereses 

de quienes las formulen o presenten". 

Lo expresado en el citado articulo, adquiere especial relevancia si el que-

joso o denunciante es un servidor público, ya que no podrá ejercerse ningún ti-

po de represalia en contra de él, por haber denunciado hechos presuntamente ---

irregulares y atribuidos a cualquiera de sus compai%eros de trabajo, sean éstos-

inferiores o superiores en jerarquía o iguales en nivel, por lo que "Las autori 

(90 SUPRA Pág. 78 
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dades administrativas que conozcan o atiendan la queja o denuncia deberán vigi-

lar y cuidar bajo su responsabilidad, que con motivo de la queja o denuncia pre 

sentada por un servidor público, éste no sea entre otras consecuencias negati—

vas: 

Cesado, destituido o separado de su encargo. 

Suspendido provisional o indefinidamente de sus funciones. 

Transferido a otra unidad de adscripción, si con ello se le perjudica o se 

le causan molestias. 

Objeto de amenazas de causación de males o venganzas. 

Compelido bajo cualquier forma de violencia moral a disistirse de la queja-

o denuncia presentada". (97) 

Ea importante que la autoridad sea cuidadosa en este aspecto, pues existe -

el riesgo de que estas salvaguardas legales sean usadas de manera abusiva por -

algún quejoso o denunciante, desnaturalizando el propósito de aquellas, puede -

darse el caso de que un servidor público a punto de ser despedido o sujeto a in 

vestigación, presente una queja o denuncia en contra de su jefe inmediato o com 

pañeros de trabajo y pretenda bajo el amparo de las salvaguardas legales impe—

dir su despido u obstaculizar la investigación. 

Por lo que se refiere al proceso, la situación del actor es por demás dife-

rente ya que no obstante que pueda ser objeto de intimidaciones, para que se -- 

(97) GULA PARA LA APLICACION DEL SISTEMA DE RESPONSABILIDADES EN EL SERVICIO 
PUBLICO, UNIDAD DE COMUNICACION SOCIAL DE LA SECODAM. México D.F., 1994 
Pág. 28 
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abstenga de presentar alguna demanda, el efecto es diferente ya que el actor --

sabiendo que cuenta con elementos suficientes en que basar su petición, podrá -

obtener una sentencia favorable, la cual el demandado tendrá que respetar. 

- Existe una diferencia que por su dimensión no podemos dejar de señalar, co-

mo lo es, la queja o denuncia anónima, la cual nunca se dará en una demanda ya-

gua en ella va a prevalecer la identifiCación del actor por la pretensión que -

trata de hacer valer y la identificación del demandado a quien se le reclama esa 

pretensión; en el caso de una queja o denuncia, por regla general sólo deberán 

ser atendidas aquellas que reunan los requisitos suficientes para dar inicio al 

procedimiento administrativo disciplinario, sin embargo cuando se presente una-

promoción de esta índole, sin que su autor se identifique o se presente, pero -

acompañe a la misma de rico material probatorio o información detallada sobre -

loe hechos objeto de la queja o denuncia, se estará en condiciones de iniciar -

la investigación oficiosa si se considera que existen elementos que pueden con-

figurar responsabilidad. 

- Una diferencia más entre el procedimiento y el proceso es aquella que des--

cribe el articulo 64, fracción IV de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Póblicos, que a la letra dice "En cualquier momento, previa o poste 

riormente al citatorio al que se refiere la fracción 1 del presente artículo, - 

la Secretaría podrá determinar la suspensión temporal de los presuntos responsa 

bles de sus cargos, empleos o comisiones, si a su juicio asI conviene para la - 

conducción o continuación de las investigaciones. 	La suspensión temporal no- 

prejuzga sobre la responsabilidad que se impute. 	La determinación de la Secre 

taría hará constar expresamente esta salvedad". 	Es de observarse que la sus- 
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pensión a que se refiere el mencionado articulo es de naturaleza diferente al -

que establece el articulo 53 fracción III de la ley en cita, ya que este último 

tiene el carácter de sanción, no así el primero, toda vez que en él prevalece - 

una medida de carácter procedimental que como ya lo decíamos no prejuzga sobre-

la responsabilidad del inculpado. 

En tratándose del proceso, debemos tener presente que todo el conjunto de--

actos regulados por la ley que en él se realizan, conllevan el único fin de dar 

solución a las controversias judiciales entre particulares, quienes buscan ----

obtener una sentencia favorable a sus intereses individuales que nada tienen que 

ver con el aspecto laboral, como sucede en el procedimiento, ya que al estar in 

volucrado un servidor público por irregularidades cometidas en la realización -

de su función, el Estado tiene la obligación de ejercer su potestad disciplina-

ria. 



: 	5 
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5. 	JURISPRUDENCIA Y TESIS RELACIONADAS CON EL TEMA. 

Para el efecto de hacer mencién a la acepción Jurisprudencia, la Ley de --

Amparo, en su Sección primera, Ideas Generales del Amparo numeral 10, estable 

ce lo siguiente: ..."Se entiende por jurisprudencia, en su concepción positiva, 

la interpretación reiterada y uniforme sobre un punto de derecho que hacen la-

Suprema Corte de Justicia y los Tribunales Colegiados de Circuito y que consta 

en las ejecutorias que pronuncian dentro del proceso constitucional de amparo". 

"La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, podrá refe 

rirse tanto a la interpretación de la Constitución como a leyes y reglamentes-

federales o locales y tratados internacionales celebrados por el Estado Mexica 

no, siendo obligatoria tanto para ella como para los Tribunales Unitarios y Co 

legiados de Circuito, Juzgados de Distrito, Tribunales Militares y Jucioiales-

del Orden Común de los Estados y del Distrito Federal, Tribunales Administrati 

vos y del Trabajo, tanto locales =o federales". 

"Los Tribunales Colegiados de Circuito también pueden establecer jurispru-

dencia en las materias de su co-petencia, siendo obligatoria para los mismos - 

tribunales, así como para los jueces de Distrito, tribunales judiciales del --

fuero común, tribunales administrativos y del trabajo que funcionen dentro de-

su jurisdicción territorial". 

El 2°  párrafo del artículo 192 de la Ley que nos ocupa establece: 

"Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en-

ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, 

y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce ministros, si se trata de- 
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jurisprudencia del pleno, o por cuatro ministros en los casos de jurisprudencia 

de las salas". 

Asf mismo el 2°  párrafo del articulo 193 de la misma Ley señala: 

"Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyen ju--

risprudencia siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias - 

no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por unanimi-

dad de votos de los magistrados que integran cada Tribunal Colegiado". 

"SERVIDORES PUBLICOS. EL SUPERIOR JERÁRQUICO, ASI COMO EL CONTRALOR INTER-

NO DE UNA ENTIDAD DE LA ADMINISTRACION PUBLICA, NO ESTAN FACULTADOS PARA APLI-

CAR LA SANCION DE DESTITUCION DEL EMPLEO. 

"De conformidad con lo establecido en el articulo 56, fracción II, de la --

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, "la destitución - 

del empleo,cargo o comisión de los servidores públicos, se demandará por el su-

perior jerárquico de acuerdo con los procedimientos consecuentes con la natura 

leza de la relación y en los términos de las leyes respectivas", esto es, que el 

superior jerárquico esté facultado, conforme a este articulo, a demandar labo—

ralmente ante la autoridad que corresponda, la destitución de los servidores --

públicos, de acuerdo con los procedimientos correspondientes a la naturaleza de 

la relación y con las disposiciones respectivas, pero no a destituir por sí mis-

ma a dichos funcionarios implicados en alguna investigación relacionada con una 

responsabilidad administrativa. 	Ahora bien, si el articulo 57 de la propia -- 

ley se refiere a que el contralor interno podrá aplicar, por acuerdo del supe-

rior jerárquico, las sanciones disciplinarias correspondientes, éstas tienen -- 
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que ser forzosamente aquéllas que deban ser impuestas por aquél, como por ejem-

plo, el apercibimiento, la amonestación e incluso la suspensión, más no la des-

titución que, como ya se dijo, deberá ser demandada ante la autoridad laboral -

correspondiente". 

Tesis I. 4°. A. 330 A, Tomo VII Junio, Pág. 430, Semanario Judicial de la Fede-

ración, Octava Epoca. Amparo directo 14691. Patricia Nieto Flores y Enrique -

Iglesias Ramos. 14 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: David Del 

gadillo Guerrero. Secretaria: Clementina Flores Suárez. 

Es importante destacar que el contralor interno, no es la autoridad compe—

tente para aplicar la destitución como sanción disciplinaria a un servidor pú—

blico, ya que ésta deberá demandarse ante los tribunales laborales. 

"LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. SU ARTICULO 64, FRAC-

CION IV, QUE ESTABLECE LA SUSPENSION TEMPORAL DE LOS PRESUNTOS RESPONSABLES DE-

SUS CARGOS, NO ES VLOLATORIA DE LA GARANTIA DE AUDIENCIA QUE ESTATUYE EL ARTICU 

LO 14 CONSTITUCIONAL. 

"El artículo 64, fracción IV, de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos establece la suspensión temporal de los presuntos responsa-

bles de sus cargos, empleos o comisiones como una medida cautelar o precautoria, 

mientras dura el procedimiento y se dicta la resolución que deslinda las respon 

sabilidades del servidor público afectado. 	Por ello, el numeral mencionado no 

viola la garantía de audiencia consagrada en el párrafo segundo del artículo 14 

constitucional, puesto que dicha garantía opera respecto de actos privativos y 

la suspensión temporal aludida no tiene tal carácter". 
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Jurisprudencia P. XXIV/93 No. 64, Pág. 19, Semanario Judicial de la Federación, 

Octava Epoca. Mario López de Escalera. 17 de Febrero de 1993. Unanimidad de 19 

votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Marcos García José. 

"FALTAS OFICIALES DE LOS SERVIDORES JUDICIALES, LA RESOLUCION DE LA QUEJA 

POR, NO AFECTA EL INTERES JURIDICO DEL DENUNCIANTE. 

"Si un procedimiento suscitado con motivo de una queja por hechos u omisio-

nes que se estiman constitutivos de faltas oficiales, enderezada contra un ser-

vidor público de la administración de justicia del Distrito Federal, culmina --

con una declaración de no responsabilidad, dicha resolución no es susceptible - 

de reclamarse en el juicio de amparo por parte del denunciante, por m producir-

en si misma una afectación inmediata y directa a sus intereses jurídicos, por -

la ausencia de perjuicios en su esfera de derechos, puesto que la responsabili-

dad que originan esas posibles faltas es la administrativa o disciplinaria, que 

por su naturaleza jurídica y por las finalidades que la ley persigue con su es-

tablecimiento, sólo constituye un medio para reprimir las faltas cometidas y --

evitar su comisión en el futuro, en aras de mantener la regularidad, calidad --

y eficacia institucional de la prestación de los servicios públicos, pero este-

medio sólo se ejerce a través del poder disciplinario, inherente a los funcio-

narios de mayor jerarquía sobre los inferiores o subordinados, en el orden in--

terno de la administración, sin comprender a personas ajenas a esa relación --

jerarquía, pues aunque la ley permita cierta intervención de terceros, no con--

fiere a estos como derecho subjetivo la facultad de exigir el fincamiento de --

esa responsabilidad, sino sólo una potestad de solidaridad social o colabora--- 
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ción ciudadana, tendiente a poner en conocimiento de la autoridad competente -

los hechos y los elementos necesarios para que esté en aptitud de cumplir de - 

la mejor manera con sus poderes de revisión, de vigilancia y disciplinario, so 

bre sus subordinados". 

Amparo de revisión 38/87. Juan Carlos Alarcón Velez y Fernando Caballero Sando 

val. 5 de marzo de 1987. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo Gonzá 

les. Secretario: Ricardo Romero Vázquez. Informe 1987 Cl. parte III. Pág. 254. 

Sobre el particular podemos señalar, que si la resolución recaída a un pro 

cedimiento administrativo disciplinario, llevara implícita la no responsabili-

dad, ante tal resolución el denunciante no podrá interponer juicio de amparo -

ya que con tal resolución no se ven afectados sus intereses jurídicos, toda --

vez que no existen perjuicios dentro de su esfera de derechos. 

"SERVIDORES PUBLICOS DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA DEL FUERO COMUN EN - 

EL DISTRITO FEDERAL, RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS. EL DENUNCIANTE NO 

TIENE EL CARÁCTER DE TERCERO PERJUDICADO. 

"Aun cuando el promovente del recurso de revisión se ostente como tercero-

perjudicado en el juicio de amparo, por haber intervenido en el procedimiento-

del cual emanó la resolución reclamada, la cual está comprendida dentro del --

régimen de responsabilidad administrativa de los servidores judiciales a que - 

se refiere el Titulo Décimo Segundo de la Ley Orgánica de los Tribunales de --

Justicia del Fuero Común del Distrito Federal, no puede decirse que haya gestio 

nado en su favor dicha resolución conforme al articulo 5°., fracción 111, in--

ciso c), de la Ley de Amparo, para tener por acreditado el carácter con que se 
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ostenta, dado que siendo las disposiciones en materia de responsabilidad admi-

nistrativa de los citados funcionarios, normas que no reconocen ni tutelan inte 

reses particulares por no estar dirigidos a la satisfacción de intereses indivi 

duales, su intervención se reduce a la función de denunciante, según se advier-

te del artículo 280 de la ley mencionada en primer término, que estriba en po-

ner en marcha los mecanismos previstos por la ley de la materia para que el Es-

tado a través de su organización judicial ejerza su potestad disciplinaria ---

entre sus miembros haciendo de su conocimiento las irregularidades cometidas --

por el funcionario que a su juicio sean constitutivas de responsabilidad admi-

nistrativa, y siendo esto así, carece de interés jurídico para impugnar los ---

actos que se pronuncien en materia de responsabilidad administrativa, de los --

servidores judiciales, lo que le impide tener el carácter de tercero perjudica-

do en el juicio de garantías de que se trata en los términos del ya citado --

artículo So., fracción III, inciso c), de la propia Ley de Amparo y por lo mis-

mo no está legitimada para interponer el recurso de revisión. Además, el inte 

rés que la promovente del medio de defensa puede tener, es un interés simple, -

como el de cualquier miembro de la sociedad preocupado en que se apliquen en --

forma adecuada las medidas disciplinarias sobre las personas físicas que repre-

sentan a los órganos cuya función es la impartición de justicia, que incurran en 

responsabilidad administrativa en el desarrollo de sus funciones. Por ello, ca 

rece de un interés directo en la subsistencia del acto reclamado, ya que no ---

obtendría beneficio jurídico alguno al confirmarse la sanción administrativa --

que en el acto reclamado, se imponga al funcionario quejoso, pues no debe olvi-

darse que el objeto de las normas que regulan la responsabilidad de los servido 

res judiciales, sólo consiste en garantizar a la sociedad in genere, el desarro 
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110 correcto y normal de la función pública de impartición de justicia". 

Tesis I. 4o. 375 A. Tomo VIII noviembre, Pág. 314. Semanario Judicial de la Fe-

deración, Octava Epoca. Amparo de revisión 1804/91. Mariano José Valle Sedas. 

8 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Méndez Calderón. Secre 

tarso: Jacinto Figueroa Solearán. 

Para el debido entendimiento de lo antes mencionado, debemos señalar que el 

denunciante no tiene carácter de tercero perjudicado, toda vez que como prosa--

vente va a dar a conocer las irregularidades cometidas por un servidor público-

que a su juicio sean constitutivas de responsabilidad administrativa, con el 

único fin de que sean sancionadas y preveer que en lo futuro la sociedad obtenga 

un buen servicio público; es así que al no existir intereses individuales su 

intervención se limita a la de denunciante por lo que no esté legitimado para 

interponer el recurso de revisión. 

"RECURSOS ORDINARIOS PREVISTOS EN LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE --

LOS SERVIDORES PUBLICOS. NO ES NECESARIO AGOTARLOS PREVIAMENTE AL JUICIO DE ---

AMPARO. 

"Conforme a los artículos 71 y 73 de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos, las resoluciones que dicte el superior jerárquico en -

las que imponga sanciones administrativas, podrán ser impugnadas por el servidor 

ante la propia autoridad mediante el recurso de revocación, pero éste podrá ---

optar entre interponer tal recurso o impugnar esas resoluciones directamente -- 

ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 	Sin embargo, cuando la sanción --- 
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administrativa, consiste en la suspensión de las funciones que desempeña, sin-

goce de sueldo, con base en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido 

res Públicos, el quejoso antes de promover el juicio de amparo indirecto no --

está obligado a agotar cualquiera de los medios de impugnación mencionados, es 

tablecidos en la citada Ley de Responsabilidades, porque para ello se requiere 

que tales medios de impugnación ordinarios suspendan los efectos del acto re--

clamado sin mayores requisitos que los que la Ley de Amparo consigna para con-

ceder la suspensión definitiva, pero conforme al artículo 72 de la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, para suspender el acto se re-

quiere que los daños y perjuicios que produzca sean de imposible reparación pa 

ra el recurrente, tal como lo establece el inciso b), fracción II, del citado-

precepto legal, el cual resulta de mayor exigencia que el diverso requisito a-

que alude la fracción III del artículo 124 de la Ley de Amparo, el de que los-

daños y perjuicios sean de dificil reparación, es decir, entre uno y otro re-

quisito existe diferencia para obtener la suspensión del acto reclamado, pues-

to que el concepto "imposible reparación" significa que no puede ser arreglado 

y el de "difícil reparación" significa algo que puede ser arreglado con gran -

trabajo. De modo que si el quejoso al hacer uso del recurso de revocación para 

que se suspenda el acto impugnado debe cumplir con el requisito de mayor exigen 

cía al que contempla la Ley de Amparo, no está obligado a interponerlo previa--

mente a la promoción del juicio de garantías. Por otra parte, de impugnarse el 

acto reclamado ante el Tribunal Fiscal de la Federación tampoco el Código Fis-

cal de la Federación, que rige el procedimiento administrativo en los juicios - 

de nulidad, prevé la suspensión de los efectos del acto reclamado como en el - 

juicio de garantías, pues únicamente suspende la ejecución de los créditos fis 
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cales impugnados de nulos, cuando una vez interpuesta la demanda de nulidad, di 

cha suspensión se solicite ante las autoridades exactoras". 

Tesis I. lo.A. 98 A. Tomo VII enero. Pág. 418. Semanario Judicial de la Federa-

ción. Octava Epoca. Amparo en revisión 981/90. Agustín Baltazar Mercado. 23 de-

mayo de 1990. Unanimidad de votos. Ponentes: Samuel Hernández Viazcán. Secre-

tario: Ricardo Ojeda Bojórquez. 

Sobre la tesis aludida, debemos hacer hincapié de que, si el servidor públi 

co es sancionado con suspensión de las funciones que desempeña, sin goce de ---

sueldo, no es necesario que previo a la promoción del juicio de amparo, se impul 

ne tal sanción mediante el recurso de revocación ante la autoridad que emitió -

la sanción o ante el Tribunal Fiscal de la Federación, como lo señalan los --

artículos 71 y 73 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú—

blicos, toda vez que, con tales recursos difícilmente se obtendrá la suspensión 

del acto reclamado ya que el artículo 72 de la citada ley, resulta ser de mayor 

exigencia que los requisitos que menciona la fracción III del artículo 124 de-

le Ley de Amparo, por lo que a interponer el recurso de revocación se refiere,-

y por otro lado el Código Fiscal de la Federación, no prevee la suspensión de -

los efectos del acto reclamado, como en el juicio de amparo, para el caso de --

que se quisiera impugnar la resolución administrativa ante el Tribunal Fiscal - 

de la Federación, de tal suerte, que si lo que se desea obtener es la suspen—

sión del acto reclamado, el juicio de amparo es el indicado. 
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"DEMANDA DE AMPARO LABORAL, DESECHAMIENTO DE LA. CUANDO LOS ACTOS RECLAMA 

DOS NO PROVIENEN DE UNA AUTORIDAD PROPIAMENTE DICHA. 

"Las autoridades administrativas, representadas por sus funcionarios, al --

despedir a sus servidores públicos no actúan como tales, sino como patrones o -

sujetos de un contrato de trabajo; y por ende, las relaciones entre ellos no -

son de gobernante a gobernado, sino de carácter obrero-patronal, puesto que el-

los tratos que sostienen con sus empleados se conducen como personas de derecho 

privado. 	Por ello, si el quejoso considera que el despido de que fue objeto- 

es ilegal, debe acudir al tribunal de arbitraje y agotar el procedimiento labo-

ral que establece la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado; pero si -

antes de hacerlo promueve amparo, éste resulta notoriamente improcedente porque 

los actos reclamados no provienen de una autoridad propiamente dicha, sino de - 

una que actúa como particular (patrón), debiendo desecharse de plano la demanda 

de garantías en términos del artículo 145 de la Ley de Amparo". 

Tesis X.11K. Romo VIII octubre. pág. 164. Semanario Judicial de la Federación.-

Octava Epoca. Amparo en revisión 29/90. Angel Raymundo Félix. 25 de mayo de -

1990. Unanimidad de votos. Ponentes: Moisés Duarte Aguíñiga. Secretario; 

Juan García Orozco. 

"SERVICIO PUBLICO, INHABILITACION TEMPORAL EN EL. AUTORIDAD COMPETENTE PARA 

IMPONERLA. 

"De la interpretación armónica de los artículos 53, 56, 60 y 68 de la Ley - 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se desprende que la --

contraloría interna de cada dependencia es dbmpetente para imponer la sanción - 
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por falta administrativa consistentes en inhabilitación temporal para desempe—

ñar empleos, cargos o comisiones en el servicio pública, sin que tal conclusión 

se contraponga con lo dispuesto por la fracción V del artículo 56 del ordena---

miento legal sancionado, al señalar que la inhabilitación indicada será aplica-

ble por "resolución jurisdiccional" pues, en primer término, la palabra "juris-

dicción" tiene varias connotaciones, una como sinónimo de competencia (Dicciona 

río Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Pardal, 

S.A., página 1884), por lo que desde este punto de vista entendemos que la inha 

bilitación será aplicada mediante resolución emitida por autoridad competente,- 

que en el caso lo es la contraloría interna de cada dependencia; 	en segundo - 

término, la palabra "jurisdicción" se ha considerado como "facultad, deber de - 

un órgano del Estado para administrar justicia" (Op cit.), lo que equivale a de 

cir que si bien es cierto que la función jurisdiccional es propia del poder ju-

dicial, formalmente hablando, ello no quiere decir que los otros dos poderes --

(ejecutivo y legislativo) estén imposibilitados de ejercer dicha función, ya --

que de conformidad con diversos ordenamientos legales, entidades o dependencias 

distintas del poder judicial materialmente hablando, ejercen la función juris—

diccional, como sucede con la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido--

res Públicos que otorga a la contraloría interna de cada dependencia la facul-

tad de ejercer la actividad jurisdiccional para imponer la sanción administrati 

va de inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio 

público". 

Tesis I. lo. A. 104 A.TomaVIImayo. Pág. 300. Semanario Judicial de la Federación 

Octava Epoca. Revisión fiscal 21/91. Higinio Barrón Rangel. '3 de abril de ----

1991. Unanimidad de votos. Ponentes: Samuel Hernández Viazcán. Secretario: - 

Ricardo Ojeda Bojórquez. 
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Revisión fiscal 141/91. Alvaro Herrera Huerta. 14 de marzo de 1991. Unanimidad 

de votos. Ponente: Samuel Hernández Viazcán. Secretario: Salvador Mondragón-

Reyes. 

Es pertinente señalar que dentro de las reformas hechas a la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, se modificó la fracción V del — 

articulo 56, que decía: " 	será aplicable por resolución jurisdiccional..." 

actualmente establece: " ... será aplicable por resolución que dicte la sutori 

dad competente...", con cuya modificación hay más claridad en el concepto. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- Después de haber efectuado un análisis de dos figuras jurídicas, co 

mo son el procedimiento administrativo disciplinario y el juicio ordinario ci-- 

i 	 vil. podemos determinar que la parte medular de cada una de ella, reside en ga-

rantizar a la sociedad en general el desarrollo correcto y normal de la función 

pública por lo que se refiere a la primera, y para la segunda, la resolución -

de las controversias judiciales. 

SEGUNDA.- En términos generales podemos precisar, que el procedimiento admi—

nistrativo disciplinario, es un conjunto de actos jurídicos encaminados a deter 

minar la presunta responsabilidad de un servidor público. 

TERCERA.- 	La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, es-

una ley que se creé con la finalidad de reglamentar el Titulo Cuarto de nuestra 

Carta Magna, y en términos generales establece quienes son servidores públicos, 

los preceptos administrativos en cuya violación puede incurrir el servidor pú—

blico, el procedimiento para determinar las responsabilidades administrativas,-

las sanciones a que se harán acreedores y las autoridades competentes para apli 

carlee. 

CUARTA.-: 	La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos tiene 

como objeto el prevenir y castigar la corrupción en el servicio público, con el-

fin de garantizar la buena prestación de dicho servicio. 
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QUINTA.- 	La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, no 

establece un término legal para presentar una queja o denuncia por irregulari-

dades cometidas por el servidor público, por lo que debe considerarse que di--

cho término está sujeto a las especificaciones de la prescripción regulada por 

la mencionada ley. 

SEXTA.- 	El artículo 65 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Serví 

dores Públicos, fracción IV párrafo segundo señala "...desde el momento en que 

sea notificada al interesado o éste quede enterado de la resolución por cual--

quier medio..."; es muy importante que se hiciera una modificación a tal pre-

cepto, con el fin de dejar claro que toda resolución surtirá sus efectos a par 

tir de que sea legalmente notificada. 

SEPTINA.- La sanción económica que impone la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, toda vez que constituye un crédito fiscal y se in- 

tenta su cobro mediante el procedimiento económico coactivo de ejecución, con- 
e 

templado en el Código Fiscal de la Federación, debería establecer el embargo - 

precautorio a través de la Tesorería de la Federación, a fin de garantizar el-

interés del erario federal. 

OCTAVA.- 	Con las reformas del 21 de Julio de 1992 la Ley Federal de Respon-

sabilidades de los Servidores Públicos, estableció la forma de interrupción de 

la prescripción, lo cual no especificaba anteriormente, por lo que en tales re 

formas, actualmente señala que se interrumpe la prescripción con el inicio del 
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procedimiento administrativo disciplinario, es decir con la notificación de la - 

citación para el desahogo de la audiencia de ley. 

NOVENA.- 	Dado que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi 

cos, contiene normas en materia de responsabilidades administrativas que no reco 

nocen ni tutelan intereses particulares por no estar dirigidas a la satisfacción 

de intereses individuales,la intervención del ciudadano se reduce a la función - 

de denunciante, por lo cual no puede considerársele parte en el procedimiento, y 

como consecuencia el infractor no puede invocar la confesional a cargo del denun 

ciante. 

DECIMA.- La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, al re 

ferirse a los casos de responsabilidad grave de dichos servidores, omite señalar 

un parámetro para establecer tal gravedad, dejando al arbitrio de la autoridad - 

sancionadora, la decisión de determinarla. 
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